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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Allende Bussi, Isabel
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés
--Chahuán Chahuán, Francisco
--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo
--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro
--Navarro Brain, Alejandro
--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime
--Pérez San Martín, Lily
--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo
--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio
--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedán, Eugenio

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:26, en presencia de 22 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Las actas de las sesiones 34ª y 35ª, ambas ordinarias, en 13 y 14 de julio del año en curso, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor PIZARRO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Tres de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley que faculta al Servicio de Tesorerías para otorgar facilidades de pago a los contribuyentes por impuestos morosos, por un plazo de hasta 36 meses (boletín N° 7.065-05).



Con el segundo retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, al proyecto que establece la gratuidad de las solicitudes de regularización de la posesión y constitución del dominio de la pequeña propiedad raíz regida por el decreto ley N° 2.695, de 1979, en las zonas afectadas por el terremoto y maremoto de 27 de febrero de 2010 (boletín N° 7.048-14).



Con el tercero retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto del proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que sanciona el acoso sexual a menores, la pornografía infantil y la posesión de material pornográfico infantil (boletín N° 5.837-07). 



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados, con los que comunica que ha prestado su aprobación a las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que faculta al Servicio de Tesorerías para otorgar facilidades de pago a los contribuyentes por impuestos morosos, por un plazo de hasta 36 meses (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (boletín N° 7.065-05) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Hacienda.



2.- Proyecto que establece la gratuidad de las solicitudes de regularización de la posesión y constitución del dominio de la pequeña propiedad raíz regida por el decreto ley N° 2.695, de 1979, en las zonas afectadas por el terremoto y maremoto de 27 de febrero de 2010 (con urgencia calificada de “suma”) (boletín N° 7.048-14) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a las Comisiones de Medio Ambiente y Bienes Nacionales y de Hacienda, unidas.



De la Excelentísima Corte Suprema, con el que emite su opinión, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, acerca del proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Navarro, Girardi y Rossi, sobre rendición de cuentas de tutores y curadores (boletín N° 6.992-07).



--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Seis del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con los cuatro primeros remite igual número de copias autorizadas de las sentencias recaídas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 248 y 483 del Código Procesal Penal, de diversos preceptos del Código de Procedimiento Penal y de los artículos 23 y 24 del decreto ley N° 3.063, de 1979.



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.



Con el quinto envía copia autorizada de la resolución dictada en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 2331 del Código Civil.



--Se toma conocimiento y se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el sexto envía copia autorizada de la sentencia recaída en el ejercicio de control de constitucionalidad del proyecto de ley que introduce una serie de reformas en materia de liquidez, innovación financiera e integración del mercado de capitales (boletín N° 6.692-05).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.



Del señor Contralor General de la República, con el que contesta un oficio cursado en nombre del Senador señor Chadwick, referido al procedimiento aplicado por la Subsecretaría de Transportes para efectuar las futuras modificaciones de contratos de concesión de vías en diferentes Regiones del país.



Tres del señor Ministro del Interior:



Con el primero responde un oficio enviado en nombre de los Senadores señora Rincón y señor Navarro, acerca de la distribución de empleos en las Regiones del Maule y del Biobío por parte del Cuerpo Militar del Trabajo.



Con los dos siguientes da respuesta a igual número de oficios despachados en nombre de la Senadora señora Rincón, concernientes a los procesos de postulación y las fechas de inicio y término del Fondo Social Presidente de la República, y a las características de los kits impermeabilizantes entregados por el Gobierno a los propietarios de viviendas de emergencia.



Dos del señor Ministro de Hacienda:



Con el primero contesta un oficio remitido en nombre de los Senadores señora Alvear y señores Escalona, Lagos, Longueira y Andrés Zaldívar, con relación a la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que recoja las ideas contenidas en la moción que presentaran tendiente a establecer una incompatibilidad para el ejercicio del cargo de consejero de la Alta Dirección Pública y fija un requisito adicional referido al decreto de remoción de altos directivos públicos, moción que fue declarada inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República.



Con el segundo responde un oficio cursado en nombre del Senador señor Gómez, sobre la posibilidad de presentar a tramitación legislativa un proyecto de ley que recoja las ideas contenidas en la moción que presentara para crear un Fondo de Desarrollo de la Región de Antofagasta, financiado con recursos de la tributación minera, la que fue declarada inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República.


Del señor Ministro de Educación, con el que da respuesta a un proyecto de acuerdo adoptado por el Senado, a solicitud de los Senadores  señores Bianchi, señora Lily Pérez y señores Chahuán, Horvath, Kuschel, Orpis y Prokurica, mediante el cual se requiere que el cálculo de la subvención educacional se efectúe según la matrícula, cuando se trate de establecimientos rurales o ubicados en Regiones extremas (boletín N° S 1.237-12). 



Del señor Ministro de Obras Públicas, por medio del cual contesta un oficio expedido en nombre del Senador señor Quintana, con el que solicita información respecto del estudio de prefactibilidad del embalse Río Blanco-Victoria-Curacautín.



Del señor Subsecretario del Interior, con el que responde un oficio despachado en nombre de la Senadora señora Rincón, sobre delitos de abigeato cometidos en la provincia de Linares.



Tres del señor Subsecretario General de la Presidencia:



Con los dos primeros da respuesta a igual número de oficios cursados en nombre de los siguientes señores Senadores, mediante los cuales se solicita la posibilidad de enviar a tramitación legislativa proyectos de ley referidos a las ideas contenidas en las mociones que se indican, que fueron declaradas inadmisibles por corresponder a materias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República:


-De los Senadores señores Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide, para modificar el régimen legal de las instituciones de salud previsional, en materia de preexistencias, extensión de la cobertura de bonificaciones, reajustabilidad de los planes, adecuaciones contractuales, información a los afiliados y tablas de factores.



-De los Senadores señora Alvear y señores Cantero, Chahuán, Escalona y Pizarro, a fin de extender el plazo para otorgar permisos de transmisión de televisión digital de carácter demostrativo.



Con el tercero responde un oficio enviado en nombre de los Senadores señores Ruiz-Esquide, Lagos y Gómez, relativo al número de funcionarios de la Administración Pública a quienes se ha solicitado la dejación del cargo desde el 11 de marzo del año en curso.



Del señor Subsecretario de Telecomunicaciones, con el que contesta un oficio remitido en nombre de la Senadora señora Lily Pérez, referente a la instalación de una antena de telefonía móvil de la empresa Claro Chile S.A. en la comuna de Olmué.



De la señora Subsecretaria de Transportes, por medio del cual da respuesta a un oficio despachado en nombre del Senador señor Horvath, acerca de la posibilidad de introducir algunos ajustes en la normativa que regula el procedimiento de restricción vehicular, en lo que atañe a vehículos que transportan personas con discapacidad o que son utilizados por estas.



De la señora Secretaria Ministerial de Vivienda y Urbanismo de la Región Metropolitana, con el que responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Girardi, tocante al uso del suelo en el complejo industrial MOLYMET, ubicado en la comuna de San Bernardo.



Del señor Coordinador Nacional de Subvenciones, mediante el cual contesta un oficio expedido en nombre de la Senadora señora Rincón, referido a la subvención entregada a la Escuela Rural de Lenguaje “Mundo Infantil” de la localidad de Chada, Región del Maule.



Del señor Jefe de Gabinete del Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, con el que da respuesta a un oficio cursado en nombre de la Senadora señora Alvear, relativo a la posibilidad de denominar “Sala Patricia Verdugo” a alguno de los recintos que integran el Centro Cultural Gabriela Mistral.



Del señor Capitán de Navío Director del Hospital Naval “Cirujano Guzmán” de Punta Arenas, por medio del cual responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Bianchi, respecto de la posibilidad de atender a personas beneficiadas por el Programa de Reparación y Ayuda Integral de Salud, PRAIS.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, sobre el sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación parvularia, básica y media, y su fiscalización (con urgencia calificada de “simple”) (boletín N° 5.083-04) (Véase en los Anexos, documento 3).


De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, relativo a la recuperación y continuidad en condiciones críticas y de emergencia del sistema público de telecomunicaciones (boletín N° 7.029-15) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Quedan para tabla.

Mociones



De los Senadores señores Navarro y Quintana, con la que inician un proyecto de ley que confiere a los abuelos el derecho a mantener una relación directa y regular con sus nietos (boletín N° 7.076-07) (Véase en los Anexos, documento 5).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 



De los Senadores señora Allende y señores Escalona, Letelier y Muñoz Aburto, con el que dan inicio a un proyecto de ley que define los actos deshonrosos para la dignidad militar (boletín N° 7.081-02) (Véase en los Anexos, documento 6).


--Pasa a la Comisión de Defensa Nacional.

Proyectos de acuerdo



De los Senadores señor Bianchi, señora Lily Pérez y señores Allamand, Cantero, Chadwick, Chahuán, Gómez, Pérez Varela y Prokurica, mediante el cual solicitan aumentar el aguinaldo de Fiestas Patrias para los pensionados que indica (boletín N° S 1.270-12) (Véase en los Anexos, documento 7).


--Pasa a la Comisión de Hacienda.



De los Senadores señores Navarro, Quintana y Tuma, con el que piden la ratificación del Convenio N° 183, de la OIT, sobre Protección de la Maternidad (boletín N° S 1.271-12) (Véase en los Anexos, documento 8).


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



De los Senadores señores Navarro, Muñoz Aburto y Quintana, relativo a la inclusión de principios y normas de derecho internacional en la política de conservación y manejo de recursos hídricos (boletín N° S 1.272-12) (Véase en los Anexos, documento 9).


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento ha llegado a la Mesa un proyecto de acuerdo, de los Senadores señoras Rincón y Alvear y señores Frei (don Eduardo), Lagos, Quintana y Walker (don Patricio), por medio del cual se solicita la prórroga del plazo de postulación de los damnificados del terremoto a los subsidios del Programa Especial de Reconstrucción del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, y la modificación de la exigencia de acreditación de propiedad (boletín N° S 1273-12) (Véase en los Anexos, documento 10).


--Queda para el Tiempo de Votaciones de la presente sesión.

Permiso constitucional



Solicitud del Senador señor Andrés Zaldívar para ausentarse del país a contar del 26 de julio de 2010.



--Se accede a lo solicitado.

Comunicación



De Su Excelencia el Presidente de la República, con la cual expresa sus felicitaciones al Senado con motivo de haberse celebrado un nuevo aniversario del Congreso Nacional.



--Se toma conocimiento.

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la Cuenta.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los Comités, en reunión de hoy, acordaron unánimemente lo siguiente:


1.- Remitir a las Comisiones de Medio Ambiente y Bienes Nacionales y de Hacienda, unidas -el señor Presidente así lo anunció en la Cuenta-, el proyecto que establece la gratuidad de las solicitudes de regularización de la posesión y constitución del dominio de la pequeña propiedad raíz regida por el decreto ley N° 2.695, de 1979, en las zonas afectadas por el terremoto y maremoto del 27 de febrero.



2.- Votar en la presente sesión el proyecto de acuerdo suscrito por los Senadores señoras Rincón y Alvear y los señores Frei (don Eduardo), Lagos, Quintana y Walker (don Patricio), mediante el cual se pide que no se exija a los postulantes a subsidios para damnificados la inscripción de la propiedad raíz en las zonas afectadas por el terremoto y maremoto del 27 de febrero, y que se amplíe el plazo de inscripción en el Registro de Damnificados, que vence el 31 del mes en curso.

)------------------(

El señor ESCALONA.- Pido la palabra.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, se acaba de dar cuenta del proyecto que establece la gratuidad de las solicitudes de regularización de la posesión y constitución del dominio de la pequeña propiedad raíz regida por el decreto ley N° 2.695, de 1979, en las zonas afectadas por el terremoto y maremoto del 27 de febrero, el que, por acuerdo de los Comités, pasará a las Comisiones de Medio Ambiente y Bienes Nacionales y de Hacienda, unidas.



Entonces, pido que se recabe la anuencia de la Sala para que los órganos técnicos referidos sesionen en forma paralela a esta a partir de las 17:30, dado que el proyecto tiene urgencia calificada de “suma”.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, el acuerdo de Comités justamente supone entregar tal autorización.



La idea es despachar la iniciativa en la sesión ordinaria de mañana, siempre que las Comisiones unidas evacuen el informe pertinente.



Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, ¿igual habrá informe escrito? Porque, pese a concordar plenamente en la materia, deseamos formular algunas observaciones, en particular, la relativa a no disminuir los programas ordinarios o normales de regularización de títulos en esas Regiones.



No se trata de cambiar el destino de lo que está en curso, sino de que haya un programa especial para los damnificados, sin abandonar los procesos que están pendientes.

El señor PIZARRO (Presidente).- Así es, señor Senador. 



Se procederá como con cualquier otro proyecto.

El señor NAVARRO.- Con esa garantía, no tengo problema en dar mi anuencia a fin de que las Comisiones unidas sesionen de forma paralela con la Sala.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se entiende que con el aporte de los señores Senadores se logrará una normativa mejor todavía.



Si le parece a la Sala, se autorizará a las Comisiones de Medio Ambiente y Bienes Nacionales y de Hacienda, unidas, para que sesionen simultáneamente con la Sala a partir de la hora señalada.



--Se accede.
V. ORDEN DEL DÍA

DESIGNACIÓN DE DOÑA MARÍA BEATRIZ CORBO Y DON RODRIGO EGAÑA COMO MIEMBROS DE CONSEJO DE ALTA DIRECCIÓN PÚBLICA

El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde ocuparse en el oficio de Su Excelencia el Presidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar integrantes del Consejo de Alta Dirección Pública a la señora María Beatriz Corbo Atria y al señor Rodrigo Egaña Baraona, con informe de la Comisión de Hacienda.



--Los antecedentes sobre el oficio (S 1264-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 32ª, en 6 de julio de 2010.


Informe de Comisión:


Hacienda, sesión 34ª, en 13 de julio de 2010.
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El Ejecutivo informa que han terminado el período por el cual fueron elegidos los consejeros señor Mario Waissbluth y señora María Beatriz Corbo (esta última, por haber ocupado el cargo por el lapso que restaba a la señora Rosanna Costa). Y, en consecuencia, propone al Senado que se nombre en tales puestos, por un período de 6 años, al señor Rodrigo Egaña y a la señora María Beatriz Corbo.



La Comisión de Hacienda recibió a los profesionales mencionados, quienes expusieron sobre las funciones y los desafíos del Consejo y del Sistema de Alta Dirección Pública.



Seguidamente, el órgano técnico analizó los antecedentes relativos a la materia y concluyó que en estas designaciones se ha dado cumplimento a los requisitos y las formalidades previstos por nuestro ordenamiento jurídico. Tal resolución se adoptó por la unanimidad de sus integrantes presentes, Honorables señora Matthei y señores Escalona, García y Lagos.



Cabe tener presente que, para aprobar la proposición, el Senado requiere los votos conformes de los cuatro séptimos de sus miembros en ejercicio, esto es -para esta sesión-, de 21 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate



En votación la solicitud del Presidente de la República.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la proposición del Presidente de la República para nombrar a la señora María Beatriz Corbo Atria y al señor Rodrigo Egaña Baraona integrantes del Consejo de Alta Dirección Pública (26 votos a favor, 1 en contra y 2 abstenciones).


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).



Votó por la negativa el señor Navarro.



Se abstuvieron los señores Lagos y Tuma.
El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, pido que quede consignado mi pronunciamiento a favor.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se dejará constancia en la Versión Oficial de la intención de voto favorable de Su Señoría.

REFORMA CONSTITUCIONAL SOBRE TERRITORIOS ESPECIALES DE ISLA DE PASCUA Y ARCHIPIÉLAGO JUAN FERNÁNDEZ
El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica el artículo 126 bis de la Carta Fundamental, sobre territorios especiales de Isla de Pascua y Archipiélago Juan Fernández, con nuevo segundo informe de las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, unidas, y urgencia calificada de “simple”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (6756-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de reforma constitucional:


En primer trámite, sesión 63ª, en 10 de noviembre de 2009.


Informes de Comisión:


Gobierno, sesión 77ª, en 21 de diciembre de 2009.


Gobierno y Constitución, unidas (nuevo), sesión 4ª, en 23 de marzo de 2010.


Gobierno y Constitución, unidas (segundo), sesión 22ª, en 1 de junio de 2010.

Gobierno y Constitución, unidas (nuevo segundo), sesión 35ª, en 14 de julio de 2010.


Discusión:



Sesiones 78ª, en 22 de diciembre de 2009 (pasa a Comisiones de Gobierno y Constitución, unidas); 5ª, en 24 de marzo de 2010 (se aprueba en general); 23ª, en 2 de junio de 2010 (queda pendiente su discusión particular).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Cabe recordar que en sesión de 8 de junio del año en curso la Sala envió el proyecto a las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, unidas, para la elaboración de un nuevo segundo informe.



En este se consignan los siguientes acuerdos:



1) Dejar constancia de que la cautela de las garantías constitucionales de permanencia o locomoción de las personas pertenecientes a la etnia rapanui es una materia que, si bien es legítima y procede plantearla, deberá quedar regulada en la ley orgánica constitucional que la complemente, y



2) Suprimir del texto del proyecto la expresión “sólo”, en el entendido de que, con su eliminación, se salva la objeción formulada en cuanto a que podría inducir al intérprete a concluir que los conceptos de medio ambiente o desarrollo sustentable quedarían a salvo de otras limitaciones o restricciones.



Las Comisiones unidas adoptaron los referidos acuerdos por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señora Alvear y señores Bianchi, Chadwick, Larraín, Pérez Varela, Sabag, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión particular.

El señor NAVARRO.- Pido la palabra.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, dado que es el único inscrito, ¿le parece que abramos la votación y usted fundamente su voto?

El señor NAVARRO.- No tengo inconveniente.

El señor SABAG.- Señor Presidente, deseo intervenir en mi calidad de Presidente de las Comisiones unidas.

El señor PIZARRO (Presidente).- Perdón, Su Señoría, por mi inadvertencia. Es que no aparece en el registro solicitando la palabra.

El señor NAVARRO.- Que el señor Senador dé el informe respectivo primero.

El señor PIZARRO (Presidente).- En ese caso, ¿habría acuerdo para cerrar del debate después de que intervenga el Honorable señor Sabag y proceder de inmediato a tomar la votación?



--Así se acuerda.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, como Presidente de las Comisiones unidas, quiero informar sobre la iniciativa.



En sesión de 8 de junio pasado la Sala decidió enviar el proyecto que hoy debatimos a las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, unidas, para que resolvieran ciertos aspectos que, en opinión de algunos señores Senadores, no estaban claros.



El primero de ellos dice relación a la aprensión que suscitó la norma del proyecto que restringe la libertad de locomoción en Isla de Pascua a quienes pertenecen a la etnia rapanui y que se ausentan de ese territorio por razones laborales, de estudio o de cualquier otra índole.



Al respecto, se adujo que, cualquiera que fuera la contingencia que afecta al medio ambiente en Isla de Pascua, no resulta natural inhibir o limitar este derecho constitucional a personas que nacieron o que se identifican estrechamente con dicha etnia.



Sobre este punto, la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas dejó constancia de que la cautela de las garantías constitucionales de permanencia o locomoción de las personas pertenecientes a la etnia rapanui es una materia que, si bien es legítima y procede plantearla, deberá quedar regulada en la ley orgánica constitucional que la complemente.



El segundo aspecto apunta a que el adverbio de modo “sólo”, que sigue a los conceptos “medio ambiente” y “desarrollo sustentable”, que tenía por propósito acentuar la restricción del derecho de permanencia, de residencia o de circulación en los territorios especiales, podría inducir al intérprete a concluir que tales conceptos -“medio ambiente” o “desarrollo sustentable”- quedarían a salvo de otras limitaciones o restricciones.



Sobre este punto, las Comisiones unidas acordaron por unanimidad eliminar la expresión “sólo” del texto del proyecto, en el entendido de que con tal supresión se salva la objeción formulada.



Es cuanto puedo informar sobre esta iniciativa que, como ya señalé, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas.



Naturalmente, votaré a favor.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro, para fundamentar el voto.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, la iniciativa en debate ha sido exigida en forma reiterada por quienes habitan Rapa Nui.



Los habitantes de Isla de Pascua, como la conocen los chilenos, o Rapa Nui, como la llaman los indígenas o pueblos originarios que allí habitan desde antes de que llegara Policarpo Toro, han demandado que se resguarden y hagan efectivos los tratados y compromisos que el Estado de  Chile no ha cumplido durante mucho tiempo, dejando a la Isla en un claro abandono.



Se trata de una medida administrativa que tiene por objeto proteger a la Isla de Pascua de una sobrecarga turística. En ella viven no más de 5 mil personas: la mitad es de origen rapanui y el resto son extranjeros, chilenos o continentales.



Debo señalar que la legislación actual no considera  la capacidad de carga como un elemento a evaluar en la normativa ambiental. Y la pregunta que surge es cómo se va a fijar dicha capacidad cuando se limite el acceso a turistas o a empresas, si efectivamente la legislación medioambiental no la considera.



He presentado un proyecto de ley para incorporar el concepto de “capacidad de carga”, que se encuentra incluido en todas las legislaciones ambientales de los países desarrollados, menos en la chilena.



En segundo término, es preciso considerar la incorporación al Convenio 169 de la OIT. Porque se trata de una Isla cuyos principales habitantes pertenecen a un pueblo originario, los cuales se hallan protegidos por dicho Tratado aprobado por Chile. Y en él se establecen mecanismos de consulta y de información a las personas que conforman la etnia rapanui.



Asimismo, intentamos que la limitación de la capacidad de carga no solo se circunscribiera a Rapa Nui y al Archipiélago Juan Fernández, sino también a un conjunto de islas del sur austral que deben ser protegidas. 



En la Región de Aysén, en el sur de Chile, más de 23 mil kilómetros de costa presentan problemas concretos que requieren protección. Sin ir más lejos, la Isla Huafo, que en la actualidad se halla en la mira de empresas mineras, efectivamente necesita protección, como lo hemos venido solicitando de manera reiterada.



¿Vamos a proteger o no nuestro territorio insular?  ¡Esa es la pregunta!



Nuestro territorio nacional insular no solo está constituido por Rapa Nui y el Archipiélago Juan Fernández, sino por más de 23 mil kilómetros de costa existentes en el sur, como las islas Santa María y Mocha en la Región del Biobío y las que conforman el Archipiélago de Chiloé.



Por lo tanto, si bien concordamos en que este constituye un paso importante en la protección de los territorios insulares en cuanto a limitar la capacidad de carga para proteger el medio ambiente, la cultura y, en particular, la sobrevivencia de esas comunidades, espero que la ley orgánica constitucional que complementará esta materia y que será la encargada de fijar los contenidos, pueda ser consensuada a la brevedad.



Deseo consultar a los miembros de la Comisión de Constitución por qué tiene que ser una ley orgánica la que deba establecer esas limitaciones. Este asunto requerirá un gran debate y un gran consenso.



Me preocupa que esta reforma constitucional pueda brindar la condición para fijar esa limitante en Rapa Nui o en el Archipiélago Juan Fernández, como asimismo que la ley orgánica que la regule se extienda y en definitiva no se apruebe. 



Cabe preguntarse, entonces, cuánto va a demorar el Congreso en despachar una normativa que regule y haga efectivo el derecho de permanencia y de residencia.



Votaré a favor de esta reforma constitucional, porque considero que la limitación del derecho de permanencia en la Isla constituye una necesidad propia de la subsistencia de la comunidad rapanui. No obstante, me preocupa que una ley orgánica vaya a fijar los contenidos, como asimismo el tiempo que nos demorará en despachar una normativa de esa índole, porque sin ella esta reforma carecerá de todo sentido y será vacía. Se requiere una ley que regule la capacidad de carga. Y se precisa modificar la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente para hacer efectiva dicha enmienda constitucional.



Voto a favor, con esas observaciones.



¡Patagonia, sin represas!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, en las dos discusiones anteriores sobre la materia que nos ocupa, manifesté mi inquietud en cuanto a que no se cercenaran los derechos de los rapanui a circular libremente hacia y desde su Isla.



Escuché atentamente lo expresado por el Presidente de la Comisión de Gobierno, Senador señor Sabag. Pero también quiero consultar a los miembros de la de Constitución sobre esta materia.



Porque aquí se usan dos conceptos. El del ejercicio del derecho de permanencia o residencia, que no es lo mismo que el derecho de pertenencia. 



Planteo lo anterior, porque el territorio de la Isla de Pascua tiene ciertas características, de acuerdo con nuestro ordenamiento jurídico, absolutamente distintas a otras áreas geográficas del país.



Yo entiendo que compartimos el criterio de que se pueden establecer restricciones -y lo digo para la historia de la ley- al desplazamiento, a la permanencia, a la residencia de quienes no son pascuenses, pero en ningún caso respecto de quienes lo son.



La reforma constitucional no deja en claro el punto. Y no se quiso agregar un segundo párrafo sobre el particular. Porque el concepto de residencia -como lo sabemos todos los integrantes de esta Sala- es de una ambigüedad muy amplia.



Es más. Es difícil que se plantee la restricción de la residencia a cualquiera que fije su domicilio, como si este fuera equivalente a la residencia. Se  supone que para lograr esta última hay que cumplir ciertos requisitos.



Mi gran duda -y me gustaría escuchar a algunos Honorables colegas constitucionalistas- es si esta norma puede en algún momento, en la ley orgánica constitucional, prohibir que un pascuense o alguien perteneciente a la etnia rapanui vuelva a la Isla después de tener, por ejemplo, su residencia en Valparaíso, donde trabajó y se acogió a jubilación. ¿Es posible  restringirle su derecho de residencia, de permanencia?



Entiendo que después de este debate, de acuerdo con la voluntad existente en la Sala -por eso es importante lo que va a quedar consignado en la historia de la ley-, en ningún caso se va a permitir que ley alguna impida volver a dicho territorio, que en su totalidad está reconocido como tierra indígena, a alguien de ascendencia rapanui.



Conforme a ese espíritu uno desearía plegarse a esta reforma constitucional. Pero, como digo, me gustaría oír a algunos de los constitucionalistas, ya que cuando escuché al Presidente de la Comisión -y lo digo con mucho respeto- no me quedó claro este aspecto.



Cuando se habla que el derecho de permanencia o de residencia se va a poder restringir, es preciso garantizar que ello no podrá aplicársele a un grupo de ciudadanos, por el hecho de pertenecer a la etnia rapanui. 



Eso fue lo que motivó el nuevo segundo informe. Pero tanto en este como en el que entregó el Presidente de la Comisión no queda claro ese punto.



Y me encantaría que alguien lo esclareciera. Porque, de lo contrario, sería posible interpretar, generándose un conflicto político tremendo para los pascuenses, que aquí estamos aprobando una reforma constitucional en el sentido de que una ley orgánica podría restringirles el ejercicio de su derecho a permanecer o a residir en Rapa Nui.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, tan solo deseo aclarar la inquietud manifestada en torno a que el artículo único expresa que en los territorios especiales, “con el fin de proteger el medioambiente y propender a su desarrollo sustentable, podrá restringirse el ejercicio de los derechos de permanencia o residencia, como asimismo, el de libre circulación”.



Se ha planteado la interrogante respecto del significado de cada uno de esos conceptos, y si eventualmente ello podría ser motivo de preocupación para los habitantes de Isla de Pascua.



Quiero señalar, señor Presidente, que esos tres conceptos están incluidos dentro del denominado “Derecho de Locomoción”, y cada uno de ellos se halla definido doctrinariamente. De tal manera, lo que la ley orgánica constitucional pertinente tendrá que hacer respecto de la disposición que se establece en la Carta Fundamental, que como norma constitucional debe ser escueta, es sencillamente reglamentar, especificando los elementos doctrinarios relativos al Derecho de Locomoción comprendidos en los tres conceptos mencionados.



Voto favorablemente la iniciativa.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en particular el proyecto (29 votos a favor y una abstención), dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional exigido.



 Votaron por la afirmativa las señoras Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Allamand, Bianchi, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín, Longueira, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).



Se abstuvo el señor Letelier.
Suspensión temporal de comunicación de anotaciones en boletín comercial respecto de personas de regiones declaradas zonas de catástrofe
El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señor García, señora Lily Pérez y señores Chahuán, Espina y Prokurica, en primer trámite constitucional, que suspende temporalmente la aplicación de las normas que regulan la comunicación de anotaciones comerciales respecto de las personas domiciliadas en las Regiones declaradas “Zonas de Catástrofe”, con segundo informe de la Comisión de Economía.



--Los antecedentes sobre el proyecto (6854-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción de los Senadores señor García, señora Pérez San Martín y señores Chahuán, Espina y Prokurica).


En primer trámite, sesión 2ª, en 17 de marzo de 2010.


Informes de Comisión:


Economía, sesión 16ª, en 11 de mayo de 2010.

Economía (segundo), sesión 35ª, en 14 de julio de 2010.

Discusión:



Sesión 20ª, en 18 de mayo de 2010 (se aprueba en general).
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Esta iniciativa fue aprobada en general en sesión de 18 de mayo del año en curso.



La Comisión de Economía deja constancia en su segundo informe de que aprobó un texto sustitutivo del aprobado en general, decisión adoptada por la unanimidad de sus miembros presentes (Honorables señores García, Novoa y Andrés Zaldívar).



El texto que se propone aprobar en particular se puede consultar en el segundo informe o en el boletín comparado que Sus Señorías tienen en sus escritorios.



Resumidamente, el objetivo del proyecto es bloquear, por el plazo de un año contado desde el 27 de febrero de 2010, la publicación de datos referidos a protestos o morosidades de obligaciones de carácter económico, financiero, comercial, tributarios o previsionales. Este bloqueo procederá respecto de todas las personas naturales o jurídicas domiciliadas comercial y tributariamente en las Regiones del Libertador General Bernardo O´Higgins, del Maule y del Biobío.



Se extiende este beneficio a las personas naturales o jurídicas domiciliadas comercial y tributariamente en las Regiones de Valparaíso, de La Araucanía y Metropolitana que se encuentren incluidas en los catastros de personas afectadas por el terremoto y maremoto elaborados por las municipalidades respectivas.



Los beneficiarios podrán solicitar al Boletín Comercial de la Cámara de Comercio de Santiago y a las demás entidades autorizadas el bloqueo de datos pertinente.



Cabe recordar que las modificaciones unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite su discusión o existan indicaciones renovadas.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro, para fundamentar su voto.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, hemos tenido un largo debate, a propósito de las facultades del SERNAC, respecto de qué organismos pueden manejar las anotaciones comerciales y cómo esto afecta a la vida de las personas.



La Cámara de Comercio de Santiago ha utilizado esta información desde 1928. Presentamos un proyecto de ley para modificar esa condición única y exclusiva, nacida del uso consuetudinario, pero que puede ser revisada en la actualidad.



Deseo preguntarles a los autores de la iniciativa si la medida propuesta, que la considero positiva, va a significar que la gente salga de DICOM, o si este seguirá siendo el verdugo que frena las aspiraciones de millones de chilenos a desarrollar una actividad comercial, profesional.



Porque las personas estarán libres de la publicación de las anotaciones comerciales, pero permanecerán en DICOM.



Este Boletín Comercial sigue siendo un escollo para tener una sociedad en donde la gente pueda ejercer su profesión, su derecho a estudiar, su derecho a adquirir bienes de manera libre. Se ha transformado en una tragedia para millones de chilenos.



¿Debiera existir el DICOM? Porque, si les estamos diciendo a los afectados por el terremoto en mi Región del Biobío que se les borrarán de manera transitoria sus anotaciones comerciales, cabría preguntarse si van a seguir en DICOM. ¿Podrán optar a los créditos que los bancos prometieron y nunca cumplieron, pues les mintieron a los afectados, los engañaron y los ofendieron con sus mentiras?



Entonces, señor Presidente, mi interrogante tiene que ver con la efectividad del proyecto. ¿A las personas afectadas por el terremoto, el maremoto, a las cuales se les destruyó su casa; a los jubilados que perdieron su departamento, que carecían de seguros y tenían deudas en casas comerciales que van a DICOM, se les facilitará la vida, o la medida que se propone va a ser un saludo a la bandera?



Quiero preguntarles a los Senadores que asistieron a la Comisión si vamos a resolver esta difusión terrible, maldita, acerca de lo que significa el DICOM para millones de chilenos.



Hay gente que ganó mucha plata haciendo el DICOM y luego vendiéndolo. ¡Se enriquecieron!



Algunos colegas de las bancadas de Gobierno se sonríen. Pero quienes lo inventaron se hallaban enfrente en este Senado hasta hace poco tiempo; también, aquellos que se enriquecieron con él. Porque el DICOM no fue inventado por la democracia, sino por algunos empresarios que tuvieron la suerte de ser Senadores. Y hoy día sigue vigente.



La situación es complicada, señor Presidente, pues muchas veces nos han criticado por aprobar proyectos de ley que no tienen ningún efecto práctico.



Yo me pronunciaré a favor de esta iniciativa si la gente no va a estar en DICOM; porque el problema es DICOM, no las anotaciones comerciales. Si no, me abstendré, pues a alguien puede favorecer. Y espero que los Senadores que participaron en el debate nos indiquen a quién beneficiará.



No obstante, si su propósito es solo decir que desplegamos un esfuerzo para seguir lavando la imagen en DICOM y que vamos a hacer algo que en definitiva no concretaremos, voy a estar en contra, por cierto, y participaré en una campaña permanente para terminar con esta maldición, surgida de la mente de algunos, que ha significado un agravio constante para cientos de miles de personas que se ganan la vida honestamente pero que, al igual que muchos millones de chilenos, tienen deudas y caen en las garras de DICOM.



Si este proyecto no resuelve el problema de DICOM, estaremos engañando a la ciudadanía. Y lo peor que podríamos hacer con los damnificados, con los terremoteados y maremoteados, sería decirles que los vamos a ayudar a solucionar sus dificultades económicas con un proyecto que no tiene ningún efecto sobre el problema real que constituye DICOM.



Señor Presidente, pido que nos expliquen esta iniciativa, para decidir mi voto, pues no estoy dispuesto a seguir engañando a la gente que se halla en problemas.



¡Patagonia sin represas!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- A continuación se encuentra inscrito el Senador señor Chahuán, quien no está en la Sala.



Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, voy a pronunciarme afirmativamente sin mayor cuestión.



Participé en el debate habido en la Comisión de Economía en torno a esta iniciativa, que motivó intervenciones de casi todos los Senadores cuando se votó en la Sala la idea de legislar.



Soy autor de una legislación que se halla vigente, con una modificación introducida en 2004, en virtud de la cual se permitió que cerca de 2 millones de personas fueran borradas de los registros del DICOM.



El colega Navarro consulta si la ley en proyecto será eficaz y beneficiosa. 



Tengo el convencimiento de que va a ser tan eficaz como lo fue la referida enmienda, que posibilitó a un par de millones de chilenos salir del DICOM, y a miles de ellos, optar a créditos y rehacer su vida económica.



Sin embargo, debo reconocer que el sector bancario, como norma general, respecto de los deudores que estaban en los registros y fueron borrados, no solo siguió manteniendo los datos, sino que además, a través de un sistema interno que tiene con la Asociación de Bancos y la Superintendencia, se acogió más bien a la Ley de Bancos -según el referido sector, se halla por sobre la ley N° 19.628, que protege la privacidad de las personas- y no omitió los antecedentes ni siquiera para la transferencia de informes, ni mucho menos para los análisis de créditos. De manera que los bancos no han cumplido con la legislación en comento.



Empero, este proyecto tiene el mérito -lo señalo al colega Navarro por intermedio del señor Presidente- de impedir que se conozca el incumplimiento de obligaciones en que, con posterioridad al 27 de febrero del año en curso, incurrieron personas afectadas por el terremoto.



Por consiguiente, la ley en proyecto va a cubrir un año, desde aquel día hasta el próximo 27 de febrero, para evitar que alguien -mucho menos los bancos- sepa de protestos o morosidades que afectan a esos compatriotas, porque, básicamente, entendemos que unos u otras tuvieron lugar como consecuencia de la desgracia ocurrida en nuestro país, que les significó bajas en las ventas y pérdida de oportunidades para continuar sus actividades financieras, económicas o comerciales.



Entonces, invito al colega Navarro y a otros Senadores a aprobar por unanimidad esta iniciativa, que dará pie a una legislación excepcional tremendamente útil para los deudores respectivos, en cuanto sus antecedentes no van a ser publicados.



Al mismo tiempo, concuerdo con el Senador Navarro en la crítica general que hizo en el sentido de que el DICOM debe terminar.



Para eso, la Comisión de Economía del Senado está abocada a diseñar una iniciativa marco que de verdad proteja no solo los antecedentes económicos de las personas, sino también sus datos más sensibles. Y esperamos presentar en el próximo tiempo al Parlamento un proyecto de ley integral que, tratándose de los datos económicos, mida a la gente no solo por sus incumplimientos, sino además, principalmente, por su línea de comportamiento frente a los compromisos que contrae.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, voy a votar a favor este proyecto. Y me alegra que haya una normativa que permita suspender temporalmente la publicación de anotaciones comerciales cuando se trata de personas afectadas por el último terremoto.



Tengo claro que, para el buen funcionamiento del sistema financiero, debe haber información disponible sobre el grado de cumplimiento de las personas y de las empresas. De lo contrario, al final va a subir la tasa de interés por parejo, porque a todos les van a suponer la condición de mal pagador. Y con ello lo único que se hace es aumentar el spread.



Sin embargo, es tan brutal lo sucedido con el DICOM, que uno sencillamente no puede estar de acuerdo con la situación actual.



Algunas personas, por habérseles enfermado gravemente un hijo, han destinado su poco dinero al logro de una rápida atención. Otras han debido enfrentar gastos por problemas personales de salud. Hay gente que perdió su empleo y por eso no ha podido pagar determinadas cuotas. Y la verdad es que quien aparece en el DICOM pasa a ser casi un leproso social al que se le niegan nuevas ocupaciones; se le veda el acceso a la Administración Pública; se le impide, en el fondo, casi la vida.



Yo no puedo creer, señor Presidente, que estemos de acuerdo con un sistema que ha sido abusado hasta el exceso. 



Sin duda, puede existir información sobre qué tipo de deudora es una persona: si paga o no; si su costumbre es no pagar. Pero también puede haber alguien que durante toda su vida ha tenido una muy buena trayectoria de cumplimiento y, por alguno de esos problemas de la vida a que todos estamos expuestos, simplemente se atrasó. No es admisible, entonces, que de ahí para adelante a esta persona se le niegue sistemáticamente cualquier posibilidad de rehabilitarse, de volver a una vida laboral razonable y normal.



Por lo tanto, voto a favor de este proyecto. Y me alegra que se esté estudiando algo más global, pues lo que tenemos hoy día no puede seguir.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, presentamos con el colega Tuma una indicación sustitutiva destinada básicamente a corregir plazos de vigencia de la ley en proyecto.



Sin embargo, hay un punto muy importante que, aparentemente, no se incorporó, a pesar de que esa indicación fue acogida en forma unánime por la Comisión, que la refundió con el texto original.



Me explico.



Yo consideraba muy relevante que, terminado el plazo de gracia que en materia de registro de morosidad se les da a los afectados por el terremoto, si durante el año en curso resolvían su situación, no se publicara nada.



Empero, transcurrido el año de vigencia de la ley en proyecto, obviamente las entidades que lucran con la información comercial pueden volver a establecer el régimen normal y a publicar la morosidad.



Entonces, estimé muy importante que, de darse tal caso, se indicara en los informes la causal por la que el deudor aparecía registrado.



Porque los motivos pueden ser muy distintos. Y si algunos sufrieron las consecuencias del terremoto, vieron desaparecer su actividad económica y no podrán reiniciarla y cumplir sus compromisos en el año establecido como período de gracia para que sus antecedentes por morosidad no se difundan, me parece justo que, como se planteó en la indicación sustitutiva -y también en el texto original-, transcurrido ese plazo, ellos sean publicados.



Pero, señor Presidente, hay un punto bastante significativo. En efecto, establecimos en el artículo 4° de nuestra indicación...

El señor NOVOA.- ¿Me permite una pequeña interrupción, señor Senador?

El señor LONGUEIRA.- Sí, por supuesto, para aclarar este asunto. Porque, como el informe nos acaba de llegar...

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, efectivamente, el artículo 4° dice que “Transcurrido el plazo (...) podrán publicar los antecedentes sobre mora, insolvencia o protestos que encarguen los acreedores respectivos, siempre que las obligaciones correspondientes no hayan sido extinguidas al finalizar el período de gracia.”.



O sea, solo pueden publicarse las obligaciones que no hayan sido pagadas después del año. Las que sí lo fueron no aparecen nunca.

El señor LONGUEIRA.- Está claro.

El señor NOVOA.- Está puesto en el artículo 4°.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Recupera la palabra el Senador señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, lo que estoy advirtiendo precisamente es que no se recogió algo que figuraba en el artículo 4° propuesto mediante nuestra indicación sustitutiva: que si perduraban las morosidades, se podía publicar, por cierto, pero señalando que la causal de ellas fue el terremoto. Porque me parece muy justo distinguir entre la persona que no pudo cumplir por una razón de fuerza mayor y aquella que no lo hizo simplemente porque es fresca o pilla.



Por eso, lamento que, si la información debe aparecer después de un año, no quede constancia de la causal por la que no se pudo cumplir el compromiso pertinente.



El texto original establecía un plazo de 10 meses, si no recuerdo mal. En nuestra indicación planteamos un año. Esto se acogió. Empero, considero valioso, asimismo, conocer el motivo del incumplimiento que da lugar a la información comercial.



Planteamos aquello en nuestra indicación. Y hay sobre el punto otro proyecto, conforme al cual en caso de cesantía también es factible consignar la causal de incumplimiento.



Pienso, señor Presidente, que hemos de velar por la gente honesta que se ve imposibilitada de pagar. O sea, si va a figurar en este tipo de boletines, debemos diferenciarla del fresco de la zona involucrada que sencillamente no quiso cumplir.



Por cierto, votaré a favor. Sin embargo, lamento que no se haya acogido algo respecto de lo cual, a mi parecer, en esta Sala hubo unanimidad durante la discusión general. Porque, en justicia -reitero-, es muy distinto estar en DICOM por el terremoto y que conozcan esta causal la opinión pública, las casas comerciales, las instituciones financieras, en fin, a figurar allí sin ningún antecedente, razón o causa que lo justifique. 



No sé si se puede incorporar una modificación a estas alturas. Como digo, entendí que todos compartían el concepto que explicité. Sin embargo, lamentablemente, el artículo 4° aprobado por la Comisión no lo recogió.

La señora MATTHEI.- Señor Senador, pida que el proyecto vuelva a Comisión para que lo recojan.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Su Señoría puede presentar altiro una indicación renovada con al menos 10 firmas. No habría problema.



Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- En todo caso, señor Presidente, en la Comisión optamos por despachar lo antes posible este proyecto, porque va a pasar el año después del terremoto y...

El señor LONGUEIRA.- Pero al incorporar el concepto a que me referí la iniciativa habría ganado.

El señor NOVOA.- Sí. No obstante, el punto que señala Su Señoría podemos recogerlo en el otro proyecto: el vinculado con la cesantía. Porque quienes manejan los registros pertinentes plantearon que no hay ningún problema...

El señor LONGUEIRA.- ¿Cuándo va a salir esa iniciativa?

El señor NOVOA.- Está en tabla en la Comisión para mañana.



Como decía, quienes operan los registros respectivos plantearon que no existe ningún problema para agregar una información. En otras palabras, se publica un protesto, pero se indica que el deudor hizo presente que se halla en un período de cesantía a contar de equis fecha.



Por tanto, como la situación expuesta va a ser relevante después de febrero del próximo año, podríamos establecer que, en caso de que deba publicarse una obligación no pagada, se agregue que el incumplimiento se registró en el período comprendido entre el 27 de febrero de 2010 y la fecha que corresponda.



Entonces, podríamos establecer una norma más general que les permita a los deudores, si lo quieren, agregar una anotación donde se indique cuál es la causa de la morosidad. Porque, por ejemplo, hay personas que caen en esta situación dado que ellas o familiares suyos han debido enfrentar una enfermedad catastrófica que obliga a pagar millones y millones de pesos. Eso se podría publicar en el boletín pertinente si el deudor lo solicitara. Y, según se nos informó, es perfectamente factible hacerlo.



En suma, señor Presidente, propongo que despachemos el proyecto que nos ocupa y que en la Comisión de Economía busquemos una norma más general que le permita al deudor poner una anotación que de alguna forma explicite la justificación de la mora.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, hemos procurado en esta iniciativa que el sistema opere en forma automática. Y por eso se hizo una sola división.



En efecto, las personas domiciliadas comercial y tributariamente en las Regiones del Libertador Bernardo O’Higgins, del Maule y del Biobío (las mismas declaradas Zona de Catástrofe, como norma de excepción constitucional que rige por cierto tiempo) y que no presenten protestos o morosidades antes del 27 de febrero del año en curso -o sea, antes de la fecha del terremoto y maremoto- no podrán ser objeto de publicaciones en el Boletín Comercial.



De otra parte, respecto a las personas con domicilios comerciales o tributarios en las Regiones de Valparaíso, de La Araucanía y Metropolitana, que aparecieron en el primer decreto de declaración de Zona de Catástrofe pero luego no fueron incorporadas en el estado de excepción constitucional, el beneficio operará en la medida que sus nombres se hallen registrados en los listados de damnificados o afectados por el terremoto en los respectivos municipios. Y, para que ello funcione de manera automática, les estamos pidiendo a las municipalidades que remitan inmediatamente los datos al Boletín Comercial de la Cámara de Comercio de Santiago, de tal manera que nadie tenga que formular solicitud alguna, sino que el beneficio opere por el solo ministerio de la ley.



En segundo término, señor Presidente, quiero también puntualizar que el Boletín Comercial de la Cámara de Comercio de Chile (entiéndase Cámara de Comercio de Santiago de Chile) es del año 1928. Y él es el que con posterioridad da origen a lo que comúnmente llamamos “DICOM”.



En la Comisión de Economía somos del todo conscientes de los abusos que existen en materia de publicación de datos extraordinariamente sensibles. Estamos trabajando intensamente, con la asesoría respectiva, para devolver a cada uno el derecho a que sus datos revistan el carácter de personales y sensibles y a que no pueda usarlos a su antojo cualquier empresa, como tampoco -lo que es aún peor- andar vendiéndolos y lucrando con ellos.



Probablemente, las personas, cuando soliciten un crédito, van a tener que autorizar la publicación de sus morosidades. En caso contrario, simplemente esto último no será posible, pero también se correrá el riesgo de que no se dé el crédito. Porque, sobre el particular, consignemos que las cosas no son en blanco o negro. Aquí siempre va a haber un costo cuando se quiera publicar la información o cuando no se quiera publicar determinado antecedente por ser sensible.



En la Comisión de Economía el asunto nos preocupa sobremanera. Como se ha dicho, estamos trabajando intensamente, y esperamos entregar en pocos días más un proyecto de ley de carácter general cuya doctrina principal será la de devolver a los individuos la privacidad y la protección de sus datos personales.



Gracias.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, felicito a los autores por la idea del proyecto, y voy a votarlo a favor.



El sistema del DICOM constituye una verdadera discriminación comercial, determinante de que un porcentaje muy alto de chilenos que no son delincuentes; que no hacen daño; que no han podido cumplir, sencillamente, por las razones que sean, algunas de las deudas contraídas, se encuentren incluso sin la posibilidad de conseguir un trabajo, lo que, como es obvio, causa otra discriminación, más espantosa.



El proyecto, en el artículo 1°, expresa que “La presente ley tiene por objeto bloquear por el plazo de un año, contado desde el día 27 de febrero del año 2010, la publicación de datos referidos a protestos o morosidades de obligaciones de carácter económico, financiero, comercial, tributarias o previsionales, respecto de aquellas personas naturales y jurídicas a que aluden los artículos siguientes.”.



Pero una cosa es que no se realice la publicación y otra, muy distinta, la información que manejan las instituciones financieras -en lo fundamental, la banca-, las entidades comerciales. No sé si por el hecho de que no conste la morosidad se va a otorgar un crédito a quienes se sabe que están pasando por una situación compleja producto de la catástrofe, de la crisis. Aun cuando no medie la publicación, dudo de que esos agentes -y es la posibilidad tal vez peor- vayan a prestar dinero a quienes no pueden emprender, a muchos que quedaron sin trabajo, y que, por este mismo motivo, entrarán a la discriminación que implica el DICOM.



Entonces, imagino que el objetivo es que no aparezca, durante un año, la información de los datos personales de los que han enfrentado un problema puntual en las Regiones afectadas, pero la pregunta es para qué, en circunstancias de que, en resumen, se puede prever que las propias empresas no van a abrirles la posibilidad de un crédito o de algún tipo de financiamiento.



No sé si los autores del proyecto de ley han previsto lo anterior y pueden entregar información al respecto, para saber, en el fondo, cuál es la finalidad de una iniciativa en esta línea, en la medida en que dudo -repito- de que las propias instituciones financieras o las multitiendas, el retail, puedan proporcionarles crédito a aquellos a que hago referencia.



No obstante, creo que esa es la línea que es preciso seguir. Me alegro de que vengan también proyectos sobre la base del mismo criterio, para resguardar la seguridad de las personas en cuanto a una información que, muchas veces, se comercializa. Me quedo con la sensación de que, en definitiva, se trata de una buena iniciativa, de una buena idea. Pero, más allá de que se difundan o no los antecedentes, estimo que las instituciones, en definitiva, no van a entregar los créditos seguramente necesarios para volver a emprender a muchos de los que han quedado sin trabajo, sin actividad, luego de la situación registrada en nuestro país.



Gracias.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En el artículo 4°, diez señores Senadores han planteado agregar al final, después de las palabras “al finalizar el período de gracia” y precedida de una coma, la frase “debiendo dejar constancia en la publicación que los protestos o mora fueron consecuencia del terremoto o maremoto del día 27 de febrero de 2010.”. Al no ser una indicación renovada, se requiere la unanimidad de la Sala.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Si no existen objeciones, ello se acogerá, al igual que las modificaciones propuestas por la Comisión de Economía.



--Por 33 votos a favor y un pareo, así se acuerda, quedando despachado en particular el proyecto.


Votaron a favor las señoras Alvear, Matthei, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).



No votó, por estar pareado, el señor Larraín.

CONVENIO PARA REPRESIÓN DE

ACTOS DE TERRORISMO NUCLEAR
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Convenio Internacional para la Represión de los Actos de Terrorismo Nuclear, adoptado el 13 de abril de 2005 por la Asamblea General de las Naciones Unidas, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.



--Los antecedentes sobre el proyecto (6549-10 ) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de acuerdo:

En segundo trámite, sesión 59ª, en 27 de octubre de 2009.


Informe de Comisión:


Relaciones Exteriores, sesión 35ª, en 14 de julio de 2010.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal del instrumento internacional mencionado es establecer un conjunto de normas jurídicas destinadas a la represión de los actos calificados como delitos de terrorismo nuclear, referidos a la posesión y uso ilícitos de uranio y plutonio enriquecidos.



La Comisión acogió el proyecto de acuerdo, tanto en general cuanto en particular, por la unanimidad de sus integrantes (Honorables señores Kuschel, Larraín, Letelier, Tuma y Walker (don Ignacio)), en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión general y particular.



Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, quisiera informar, en nombre de la Comisión de Relaciones Exteriores, que se trata de un Convenio del mayor interés. Este forma parte de una actividad muy intensa en el mundo para condenar todo tipo de acciones terroristas y, particularmente, en el caso que nos ocupa, aquellas vinculadas al terrorismo nuclear.



Chile ha participado y apoyado de manera muy activa, desde un principio, todas estas iniciativas. Ha dado fiel cumplimiento a las resoluciones aprobadas en la materia por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas y adoptado casi la totalidad de los trece instrumentos internacionales contra el terrorismo que figuran bajo el auspicio de ese organismo, de los cuales el Convenio Internacional para la Represión de los Actos de Terrorismo Nuclear que estamos analizando constituye una parte integral.



Este último ya ha sido ratificado a nivel internacional por 67 países, y, por eso, en la Comisión, donde lo acogimos por unanimidad, recomendamos también que el Senado lo apruebe, para que Chile pueda concurrir a ese proceso.



Ello servirá, por cierto, para reforzar el compromiso de nuestro país con las Naciones Unidas en materia de prevención del terrorismo, pero, además, fortalecerá la cooperación multilateral a fin de dificultar que grupos terroristas adquieran materiales o precursores que les permitan la fabricación de bombas sucias o radiológicas. 



El Convenio describe las conductas que se constituyen en delictivas y establece distintos tipos de procedimientos para hacer expedita la aplicación de sus normas. 



En particular, su artículo 2º señala cuándo se comete delito conforme al instrumento que nos ocupa, referido a grupos de personas -es importante esclarecerlo-, más que a Estados o agencias estatales, que posean material radiactivo o fabriquen o posean un dispositivo, con el propósito de causar la muerte o lesiones corporales graves, o daños al medio ambiente; o que utilicen ilícita e intencionalmente material radiactivo o un dispositivo, o utilicen o dañen una instalación nuclear de manera que provoque la emisión o entrañe el riesgo de provocar la emisión de material radiactivo, con el propósito de causar la muerte o lesiones corporales graves, o de dañar al medio ambiente, o de obligar a una persona natural o jurídica, una organización internacional o un Estado a realizar o abstenerse de realizar algún acto.



Del mismo modo, cometen delito quienes amenacen con perpetrar una utilización como la referida, quienes sean cómplices, quienes organicen la comisión de cualquiera de los ilícitos anteriores o instiguen a otros a realizarlos, o quienes contribuyan de un modo distinto a llevarlos a cabo.



En la Comisión, si bien se registró bastante consenso para sumarse al sistema, también se hicieron algunas reflexiones que creo importante transmitir.



La primera de ellas dice relación, respecto de la tipificación de los delitos, a que varios señores Senadores estimaron que la amenaza se encuentra expresada en forma quizás un poco vaga o puede prestarse para interpretaciones muy laxas. Porque el Convenio dispone que también comete un ilícito quien “Amenace, en circunstancias que indiquen que la amenaza es verosímil, con cometer un delito en los términos definidos” anteriormente. Y esa verosimilitud, obviamente, es subjetiva. Se registran experiencias no muy antiguas en el plano internacional, a partir de supuestas amenazas, de la intervención de otro Estado, con sus correspondientes consecuencias complejas y negativas.



Por otra parte, si bien es cierto que existe el Tratado de No Proliferación de Armas Nucleares, en el cual son sujetos y tienen responsabilidad los Estados que incurran en actuaciones contrarias a esas normas, no lo es menos que las exigencias que se hacen -en el caso que nos ocupa, razonablemente- a los grupos terroristas no es igual que las de los primeros. Y, tratándose se amenazas nucleares, no deberíamos tener mucha vacilación al respecto.



Se verifica -y ese es otro comentario formulado en la Comisión- una suerte de doble estándar en la materia que nos obliga a presionar a los países para que también se sumen a la misma línea de condena a los grupos terroristas que actúan o pueden actuar en este ámbito. 



Por cierto, la voluntad de Chile ha sido bastante consecuente, ya que participó en una reciente cumbre de seguridad nuclear en Estados Unidos que buscaba reforzar y crear mayor conciencia al respecto.



En virtud de tales consideraciones, y teniendo presente el interés de seguir ratificando nuestra condena al uso de armas nucleares en cualquier forma, la Comisión acordó, por unanimidad, aprobar el proyecto de acuerdo, y recomienda a la Sala proceder en igual forma.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, estimados colegas, como integrante de la Comisión de Relaciones Exteriores, participé en el debate sobre la aprobación del Convenio Internacional para la Represión de los Actos de Terrorismo Nuclear, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas.



Ese instrumento internacional fue suscrito por Chile el 22 de septiembre de 2005, hace casi cinco años, y me parece oportuno que el Congreso Nacional también le dé su aprobación, por representar un paso más en la lucha contra el terrorismo. 



El texto reconoce la necesidad urgente de que se intensifique la cooperación internacional entre los Estados con miras a prevenir los actos de terrorismo nuclear y enjuiciar y castigar a sus autores. Se crea, entonces, este último delito, tipificándose conductas criminales como la posesión ilícita e intencional de material radiactivo o la fabricación o posesión de un dispositivo con el propósito de causar la muerte o lesiones corporales, o daños considerables a los bienes o al medio ambiente.



El señor Presidente de la Comisión se refirió a la manera en que realizamos el debate. En verdad, hubiéramos querido que el Convenio fuese bastante más preciso en la tipificación, pues podría traducirse en la calificación de intenciones no necesariamente interpretadas en forma correcta.



Otro aspecto que tuvimos presente es que no se tratan las acciones de agentes del Estado. Es decir, en teoría, un país con armamento nuclear podría efectuar atentados con material radiactivo en terceros Estados y esos crímenes no quedarían sujetos a las disposiciones del instrumento internacional en análisis. 



El Congreso Nacional carece de la facultad de proponer indicaciones o de corregir un tratado y esperamos que los planteamientos formulados se consideren por el Ejecutivo y el Ministerio de Relaciones Exteriores en futuros acuerdos, pero nos encontramos convencidos de que el Convenio representa un avance en la lucha contra el terrorismo, por lo cual contribuimos a la unanimidad para aprobarlo. En consecuencia, invito a apoyar el proyecto de acuerdo y a acoger las observaciones de los distintos miembros de la Comisión.



He dicho. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Cerrado el debate.



En votación. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba en general y en particular el proyecto de acuerdo (20 votos a favor y un pareo).


Votaron por la afirmativa las señoras Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Bianchi, Chadwick, Coloma, Girardi, Gómez, Horvath, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).


No votó, por estar pareado, el señor Larraín.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminado el Orden del Día.

VI. TIEMPO DE VOTACIONES

ELECCIÓN DE SISTEMA DE SALUD PARA MIEMBROS DE FUERZAS ARMADAS Y CARABINEROS. PROYECTO DE ACUERDO
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señor Bianchi, señora Lily Pérez y señores Cantero, García, Horvath, Kuschel, Prokurica, Ruiz-Esquide, Ignacio Walker y Zaldívar, con informe de la Comisión de Salud. 



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1267-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 33ª, en 7 de julio de 2010.



Informe de Comisión:



Salud, sesión 35ª, en 14 de julio de 2010.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El propósito del proyecto de acuerdo es solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República el envío de una iniciativa legal que posibilite a los miembros de las Fuerzas Armadas y de Carabineros elegir el sistema de salud al que se puedan acoger.



Asimismo, se solicita que puedan beneficiarse del régimen general de garantías en salud.



La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, acordó informar que corresponde dar curso progresivo al presente proyecto de acuerdo.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (13 votos a favor, una abstención y un pareo).


Votaron por la afirmativa la señora Rincón y los señores Bianchi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Muñoz Aburto, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).



Se abstuvo el señor Girardi.



No votó, por estar pareado, el señor Larraín.
OTORGAMIENTO DE NOMBRE “PATRICIA VERDUGO” A 

SALA DE CENTRO CULTURAL GABRIELA 
MISTRAL. PROYECTO DE ACUERDO

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo de los Senadores señoras Alvear, Allende, Lily Pérez y Rincón y señores Bianchi, Escalona, Espina, Frei, Gómez, Lagos, Muñoz Aburto, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Zaldívar, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología. 



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1268-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 34ª, en 7 de julio de 2010.



Informe de Comisión:



Salud, sesión 35ª, en 14 de julio de 2010.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que se denomine “Patricia Verdugo” a una de las salas del Centro Cultural Gabriela Mistral, en homenaje a la destacada periodista, escritora y férrea defensora de los derechos humanos.



La Comisión de Educación, por la unanimidad de sus miembros (Honorables señores Ignacio Walker, Cantero, Chadwick, Navarro y Quintana), acordó informar favorablemente este proyecto de acuerdo.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (13 votos afirmativos).


Votaron la señora Rincón y los señores Bianchi, Girardi, Gómez, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Quintana, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).
PRÓRROGA DE PLAZO DE INSCRIPCIÓN EN REGISTRO DE DAMNIFICADOS. PROYECTO DE ACUERDO
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señoras Rincón y Alvear y señores Frei, Lagos, Quintana y Patricio Walker.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1273-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 36ª, en 27 de julio de 2010.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los objetivos de la iniciativa son:



Primero, solicitar la prórroga del plazo de inscripción en el Registro de Damnificados del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, que vence el 30 de julio.



Y segundo, pedir que se modifique el requisito de tener la calidad de propietario del inmueble con inscripción anterior al 27 de febrero de 2010 para postular a los subsidios para damnificados, permitiendo que puedan hacerlo una vez regularizada la situación de dominio.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (13 votos afirmativos).


Votaron las señoras Alvear y Rincón y los señores Girardi, Gómez, Lagos, Letelier, Longueira, Navarro, Quintana, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).
PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)---------(


--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



De la señora ALVEAR:



A la señora Ministra y al señor Director Regional Metropolitano del Medio Ambiente, para que expliquen DEMORA EN RESOLUCIÓN DE PROCESO CONTRA MUNICIPIO DE BUIN POR ABANDONO Y DESTRUCCIÓN DE PARQUE LA SANCHINA (Región Metropolitana).



Del señor BIANCHI:



Al señor Ministro Secretario General de la Presidencia, a fin de que comunique los plazos para concretar COMPROMISOS DE PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA PARA CON PERSONAL PASIVO DE FUERZAS ARMADAS Y DE ORDEN Y SEGURIDAD.



De los señores COLOMA y LARRAÍN:



A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, solicitándole PRÓRROGA DE PLAZO PARA POSTULACIÓN A SUBSIDIO DE RECONSTRUCCIÓN.



Del señor PIZARRO:



A los señores Ministros de Hacienda y de Justicia, con el propósito de que informen acerca de ESTADO DE AVANCE DE IMPLEMENTACIÓN DE LEY N° 20.426.



De la señora RINCÓN:



A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, pidiéndole envío de LISTADO DE VIVIENDAS TIPO EVALUADAS Y APROBADAS POR LA DIVISIÓN TÉCNICA DEL MINVU EN REGIONES DECLARADAS ZONAS DE CATÁSTROFE, CON MENCIÓN DE FECHAS DE SOLICITUD Y DE APROBACIÓN.

)----------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 17:51.










Manuel Ocaña Vergara,










  Jefe de la Redacción
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE FACULTA AL SERVICIO DE TESORERÍAS PARA OTORGAR FACILIDADES DE PAGO A CONTRIBUYENTES POR IMPUESTOS MOROSOS, POR UN PLAZO DE HASTA 36 MESES

(7065-05)



Con motivo del Mensaje, Certificado  y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente
PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Amplíase, a contar del día primero de julio de 2010, hasta un máximo de treinta y seis meses, en cuotas fijas o variables, el plazo que el inciso primero del artículo 192 del Código Tributario concede al Servicio de Tesorerías para otorgar facilidades para el pago de impuestos adeudados, sólo respecto de aquellos impuestos girados hasta el día 30 de junio de 2010 y que se encuentren sujetos a cobranza administrativa o judicial. La facultad que se concede al Servicio de Tesorerías en este artículo, se podrá ejercer hasta el 30 de junio del año 2011. La primera de las cuotas deberá ser enterada al momento de suscribir el convenio, no pudiendo exceder su monto una treintaiseisava parte del monto total adeudado, salvo que el deudor, en forma expresa, solicite pagar un monto mayor.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Alejandra Sepúlveda Orbenes, Presidenta de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, , Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados

2

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ESTABLECE GRATUIDAD DE SOLICITUDES DE REGULARIZACIÓN DE POSESIÓN Y CONSTITUCIÓN DE DOMINIO DE LA PEQUEÑA PROPIEDAD RAÍZ REGIDA POR EL DECRETO LEY Nº 2.695, DE 1979, EN ZONAS AFECTADAS POR TERREMOTO Y MAREMOTO DE 27 DE FEBRERO DE 2010

(7048-14)


Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Se aplicarán las normas establecidas en esta ley, a todas las solicitudes de regularización que se presenten a partir de su vigencia y por el plazo de un año contado desde dicha fecha, ante el Ministerio de Bienes Nacionales según las disposiciones del decreto ley Nº 2.695, de 1979, por las personas que tengan la calidad de damnificados por el terremoto o maremoto del 27 de febrero de 2010, respecto de los inmuebles afectados ubicados en el territorio de las regiones de Valparaíso, Metropolitana, del Libertador General Bernardo O’Higgins, del Maule, del Bío Bío y de La Araucanía, las que serán resueltas exclusivamente por las respectivas Secretarías Regionales Ministeriales de Bienes Nacionales.


Igualmente, tratándose de las personas que cumplan lo dispuesto en el inciso anterior, cuyas solicitudes de regularización se encuentren en trámite a la fecha de publicación de la presente ley, se regirán por las normas establecidas en ésta.


Artículo 2º.-
 Tendrá la calidad de damnificado la persona natural cuyo inmueble objeto de la regularización haya sufrido daño que se hubiere originado por alguno de los eventos señalados en el artículo anterior, provocando la destrucción total o parcial del mismo, y que como consecuencia de éstos haya quedado en estado de inhabitabilidad.


La calidad de damnificado se acreditará ante la respectiva Secretaría Regional Ministerial de Bienes Nacionales, mediante la ficha técnica, o certificado de inhabitabilidad o de daños, extendido por la correspondiente Dirección de Obras Municipales o por el Servicio de Vivienda y Urbanismo respectivo.


Artículo 3º.- Las solicitudes de regularización de la posesión de la pequeña propiedad raíz, que se tramiten con arreglo a las normas de esta ley, por aquellas personas naturales que acrediten la calidad de damnificados conforme al artículo precedente, gozarán de gratuidad total.


Artículo 4º.- Para efectos de la aplicación de esta ley, los conservadores de bienes raíces estarán obligados a realizar las inscripciones, subinscripciones y anotaciones que correspondan, y otorgar las copias y certificados respectivos de manera gratuita.


Artículo 5º.- No obstante lo dispuesto en el presente cuerpo legal, la forma, modalidades, y demás requisitos a que diere lugar su aplicación, se regirán por las normas establecidas en el decreto ley Nº 2.695, de 1979, en todo aquello que no se oponga a la presente ley, y por las disposiciones contenidas en el decreto Nº 541, de 1996, del Ministerio de Bienes Nacionales, que reglamenta su aplicación.


Artículo 6º.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el presente año, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Bienes Nacionales y, en lo que faltare, con cargo a la partida del Tesoro Público.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Alejandra Sepúlveda Orbenes, Presidenta de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, , Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados

3

INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE SISTEMA NACIONAL DE ASEGURAMIENTO DE CALIDAD DE LA EDUCACIÓN PARVULARIA, BÁSICA Y MEDIA Y SU FISCALIZACIÓN

(5083-04)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, en cumplimiento del acuerdo que se adoptó en sesión celebrada el día 11 de mayo de 2010, tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en tercer trámite constitucional, con urgencia calificada de “simple”.

Cabe hacer presente que, en virtud del Oficio N° 8.703, de 4 mayo de 2010, de la Honorable Cámara de Diputados, este informe ha omitido todas las modificaciones específicas que se realizaron, en segundo trámite constitucional, al articulado de los Títulos II y III, a los artículos 111 y 113 permanentes, y a los artículos transitorios primero, tercero, sexto, séptimo, octavo, noveno y décimo, que constan en la parte principal de dicho Oficio, debido a que la Cámara Revisora rechazó los artículos 5° y 45 permanentes, que crean la Agencia de Calidad de la Educación y la Superintendencia de Educación, respectivamente. Todo esto en conformidad con lo preceptuado en el inciso segundo, del artículo 30, de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

A las sesiones en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley, asistieron, además de sus miembros:


- Del Ministerio de Educación: el Ministro, señor Joaquín Lavín; el Subsecretario, señor Fernando Rojas y el Jefe de Gabinete del Subsecretario, señor Orlando Chacra; la Jefa de la División de Educación General, señora Verónica Abud y los asesores, señora Trinidad Valdés y señores Pablo Eguiguren y Eugenio Rengifo; la Coordinadora de Estándares de la Unidad de Curriculum y Evaluación, señora Bárbara Eyzaguirre, y el Jefe de la División Jurídica, señor Raúl Figueroa.

- Del Ministerio de Hacienda, de la Dirección de Presupuestos, los abogados, señora Jacqueline Duncan y señor Patricio Espinoza.


- Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: los asesores, señores Pedro Guerrero y Felipe Rojas.

- De la Fundación Jaime Guzmán, el asesor, señor Felipe Rössler.


- Del Instituto Libertad: la Investigadora Social, señora Constanza Gillmore.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Se hace presente que todas las modificaciones que recaen en los artículos 5°, 6°, 7°, 15, 30, 35, 32, 33, 36, 39, 40, 41, 43, 45, 46, 47, 80, 81, 82, 94, 97, 98, 99, 100, 104 y 112 permanentes, y los artículos transitorios primero, tercero, cuarto, quinto y undécimo, requieren para su aprobación de quórum orgánico constitucional, por tratarse de un conjunto de normas que se refieren a la creación, organización y funcionamiento de los Servicios Públicos y de la carrera funcionaria, y por establecer una especie de recurso administrativo y judicial. Todo esto en virtud de lo dispuesto en los artículos 38 y 77 de la Constitución Política de la República y en el decreto con fuerza de ley N° 1-19.653, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575 sobre Bases Generales de la Administración del Estado de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.

- - -


Durante el análisis de las modificaciones introducidas al proyecto por la Cámara de Diputados, concurrieron especialmente invitados a exponer sus puntos de vista respecto de las mismas, los representantes de las entidades que se indican a continuación:


- De la Facultad de Educación de Universidad Alberto Hurtado: el señor Juan Eduardo García-Huidobro.

- Del Centro de Estudios Públicos, CEP: el Coordinador Académico, señor Harald Beyer.


- Del Centro de Políticas Comparadas de Educación de la Universidad Diego Portales: el Sub Director, señor Gregory Elacqua.


- Del Centro de Estudios del Desarrollo, CED: el Investigador, señor Pedro Montt.


- Del Centro de Estudios de Políticas y Prácticas en Educación de la Universidad Católica: el Director, señor Cristian Cox.


- Del Consejo de Decanos de Educación del Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas (CRUCH): el Presidente, señor Abelardo Castro y la Vicepresidenta, señora Lucía Guerra.

- De la Fundación Educación 2020, el Coordinador Nacional, señor Mario Waissbluth; la Directora del Área de Estudios, señora Valentina Quiroga; la Directora de Proyectos, señora Adriana Del Piano y la Asesora señora Patricia Schaulsohn.

- De la Universidad Católica Silva Henríquez: el Rector, señor Francisco Javier Gil; el Encargado de Proyectos, señor Nello Gargiulo y la Periodista de la Unidad de Comunicación, señorita Jenny Díaz.

- De la Fundación Chile: la Presidenta del Consejo Nacional de Certificación de la Calidad de la Gestión Escolar, señora Mariana Aylwin y el Director del Programa de Gestión y Dirección Escolar de Calidad, señor Mario Uribe.
- - - 


Antes de iniciar el estudio pormenorizado de las modificaciones introducidas al proyecto de ley por la Cámara de Diputados, el Ministro de Educación, señor Joaquín Lavín, recordó que esta iniciativa legal es fruto de un importante acuerdo político y que como tal debe ser respetado. Además, destacó que esta iniciativa legal es el primer proyecto de ley que aborda de manera profunda el tema de la calidad de la educación, al proponer un nueva arquitectura para la educación chilena. 

Enseguida, señaló que esta nueva arquitectura se centra en la creación y en la adecuación de las siguientes instituciones: el Consejo Nacional de Educación; el Ministerio de Educación; la Agencia de Calidad de la Educación, y la Superintendencia de Educación. Explicó que el Consejo Nacional de Educación, creado por la Ley General de Educación, será el encargado de aprobar los estándares de aprendizaje que proponga el Ministerio de Educación, mientras que la Agencia de Calidad de la Educación será la entidad encargada de evaluar el cumplimiento de dichos estándares. Asimismo, acotó que la Superintendencia de Educación será la encargada de sancionar el incumplimiento de los estándares nacionales, pudiendo incluso llegar a clausurar a aquellos establecimientos educacionales que obtengan en forma reiterativa resultados deficientes.

Por otra parte, indicó que el debate en la Cámara de Diputados se centró en las siguientes temáticas:

a) Aspectos laborales. Al respecto, comentó que para algunos señores Parlamentarios este proyecto de ley podría generar alguna suerte de inestabilidad laboral para los funcionarios del Ministerio de Educación que fueran traspasados a la Agencia de Calidad de la Educación y a la Superintendencia de Educación, puesto que esta iniciativa legal permitiría a los Jefes Superiores de ambos Servicios declarar una vez al año la vacancia del cargo del personal de carrera, cuando existan razones fundadas vinculadas al oportuno y eficiente funcionamiento de la respectiva institución.

Sobre el particular, el señor Ministro de Educación manifestó su disponibilidad para solucionar este tema y planteó la posibilidad de no someter a los funcionarios de la Agencia de Calidad de la Educación y de la Superintendencia de Educación a mayores exigencias que las prescritas en el Estatuto Administrativo. A mayor abundamiento, recalcó que el objetivo de esta norma es permitir que la Agencia de Calidad de la Educación y la Superintendencia de Educación cuenten con un personal de alto nivel profesional. Asimismo, explicó que busca evitar la duplicidad de gastos y de funciones entre el personal de estas instituciones y el personal del Ministerio de Educación.

b) Aspectos constitucionales. En relación a este tema, el señor Ministro de Educación comentó que este proyecto de ley contiene una serie de disposiciones transitorias que facultan al Presidente de la República para que mediante uno o más decretos con fuerza de ley establezca las Direcciones Regionales de la Superintendencia de Educación, definiendo sus potestades, funciones y el ámbito geográfico que abarcará cada una de ellas; fije las plantas del personal de la Superintendencia de Educación y de la Agencia de Calidad de la Educación, así como también su régimen de remuneraciones; dicte las normas complementarias para el adecuado desarrollo de un concurso abierto que la autoridad deberá llamar en el evento de que no se completen los cargos de la Agencia de Calidad de la Educación y de la Superintendencia de Educación, y modifique la organización del Ministerio de Educación, con el objetivo de adecuar su legislación al contenido de la presente iniciativa legal.

Con respecto a este tópico, comunicó que el Ejecutivo estaría llano a plantear ante la Comisión Mixta mayores limitaciones a estas facultades delegatorias.

c) Consideraciones sobre los estándares de aprendizaje. Informó que en la Cámara de Diputados se observó que este proyecto de ley reduce los estándares de aprendizaje únicamente a objetivos de carácter cognitivos, lo que de acuerdo a la opinión de algunos señores Parlamentarios implicaría, también, una consideración restrictiva y sesgada del concepto de calidad de la educación.

Sobre este punto, expuso que comparte este criterio, puesto que entiende que no se puede reducir la calidad de la educación a un sistema de medición de los resultados de aprendizaje, que sólo mida materias vinculadas al área de las matemáticas y del lenguaje. En efecto, acotó que cree en una educación integral y en este contexto comunicó que intentará buscar una fórmula más creativa para también medir otras áreas del currículum.

A continuación, el Honorable Senador señor Bianchi se refirió a la educación pública y señaló que se requiere una nueva mirada de la misma, en la que exista un Estado con mayor participación. Asimismo, arguyó que el Estado debe garantizar que, al menos, se cubran los costos mínimos de la educación pública y que en definitiva se termine con la gran deuda que hoy tienen los municipios en materia educacional. Antes de finalizar, planteó la necesidad de consensuar un gran acuerdo nacional sobre el destino de la educación estatal.

El señor Ministro de Educación comentó que la educación pública está padeciendo una grave crisis y en este contexto anunció que durante este año el Ejecutivo enviará al Congreso Nacional dos proyectos de ley: uno, que modificará la carrera docente y otro que planteará un nuevo mecanismo para la administración de la educación pública.
Enseguida, hizo presente la urgencia que tiene este proyecto de ley, dada la gran baja que ha experimentado la matrícula de alumnos en los colegios municipales y la imperiosa necesidad que tiene el país de abordar el tema de la calidad de la educación.

El Honorable Senador señor Walker expuso que la tramitación especial que se le ha dado a este proyecto de ley se justifica en la medida en que se prepare un ambiente favorable para aprobar esta iniciativa legal. Compartió que este proyecto de ley fue producto de un acuerdo político, pero a su juicio lo fundamental de esta iniciativa es que regula un sector completamente desreglado. En efecto, acotó que en la educación todo queda entregado al libre arbitrio de los sostenedores de los establecimientos educacionales y en ese sentido consideró que este proyecto de ley constituye un gran avance. Sin perjuicio de lo anterior, cree que es perfectible.

Por otra parte, su Señoría recalcó que se debe hacer un esfuerzo nacional de colocar a la educación dentro de la agenda pública prioritaria, a fin de relevar la educación y acercarla más a lo que se entiende por una política de Estado. Asimismo, comentó que ya se realizó la revolución silenciosa del aumento de la cobertura educacional y que ahora es tiempo de mejorar la calidad y la equidad de la educación.

En relación al contenido del presente proyecto de ley, observó que prevé una suerte de dispersión institucional con la nueva arquitectura que se crea, porque a su parecer no queda claro cuál será el órgano encargado de coordinar toda esta nueva estructura.

Posteriormente, hizo presente su preocupación por la excesiva delegación de facultades legislativas al Presidente de la República. En efecto, acotó que existen alrededor de doce facultades delegatorias en este proyecto de ley y en especial reparó en la norma que faculta al Presidente de la República a reorganizar el Ministerio de Educación, mediante la dictación de uno o más decretos con fuerza de ley. Al respecto, opinó que debe buscarse una nueva fórmula de ajuste, que restrinja esta excesiva entrega de facultades legislativas al Presidente de la República.

En relación al tema de la calidad de la educación, consideró que la calidad no puede quedar restringida al SIMCE. Al respecto, planteó utilizar el concepto de currículum con sus nueve áreas curriculares.

En cuanto al tema laboral, valoró que el señor Ministro de Educación con la finalidad de zanjar un posible conflicto se comprometa a respetar las causales de cesación de un cargo público que establece el Estatuto Administrativo.

El Subsecretario de Educación, señor Fernando Rojas, aclaró que este proyecto de ley no genera dispersión institucional, puesto que permite una mayor definición de los roles y de las funciones de las distintas entidades vinculadas al área de la educación.

La Agencia de Calidad de la Educación, continuó, tendrá la misión de evaluar y de orientar el mejoramiento de la calidad de la educación. Explicó que para cumplir este cometido tendrá la atribución de evaluar los logros de aprendizaje de los alumnos de acuerdo al grado de cumplimiento de los estándares, así como también podrá realizar evaluaciones de desempeño de los establecimientos educacionales y clasificarlos según los resultados. Además, tendrá el gran desafío de diseñar, implementar y de aplicar un sistema de medición de los resultados de aprendizaje de los alumnos.

Luego, comentó que la Agencia de Calidad de la Educación tendrá la difícil tarea de extender el SIMCE a otras disciplinas. Además, señaló que deberá hacer más accesible la información de sus resultados. Sobre este último punto, sostuvo que lo fundamental es que este tipo de instrumento nos permita conocer cuáles son las áreas más débiles de los alumnos, información que actualmente no proporciona el SIMCE, por lo cual indicó que la autoridad tendrá también la misión de buscar un mecanismo que transforme el puntaje obtenido por un alumno en el SIMCE en un instrumento ilustrador de las áreas que el alumno debe reforzar.

Por su parte, prosiguió, la Superintendencia de Educación fiscalizará que las personas y las instituciones cumplan con la normativa educacional, asimismo fiscalizará el uso de los recursos públicos destinados a la educación. Al mismo tiempo, indicó que podrá imponer sanciones cuando detecte infracciones a la normativa educacional. Recordó que estas sanciones podrán ir desde la simple amonestación por escrito hasta la revocación del reconocimiento oficial o la inhabilitación perpetua de la calidad de sostenedor.

Enseguida, explicó que el Consejo Nacional de Educación será el órgano encargado de aprobar las bases curriculares y los planes y programas que para cada uno de los niveles de educación parvularia, básica y media proponga el Ministerio de Educación. Asimismo, deberá informar favorablemente o con observaciones el plan de evaluación de los objetivos de aprendizaje determinados en las bases curriculares y los estándares de calidad propuestos por el Ministerio de Educación. También, deberá asesor al Ministerio de Educación en las materias que éste le consulte.

En cuanto al Ministerio de Educación, señaló que éste será el gran articulador de la nueva estructura que se crea, porque será quien defina las políticas a seguir, convirtiéndose en el corazón del sistema. Además, recordó que el Ministerio de Educación será quien proponga las bases curriculares y los planes y programas para cada uno de los niveles de la educación parvularia, básica y media.

El señor Ministro de Educación señaló que, si es necesario explicitar en el texto de este proyecto de ley el rol del Ministerio de Educación de gran articulador de esta nueva estructura, el Ejecutivo no tendría ningún inconveniente en plantearlo ante la Comisión Mixta.

El Honorable Senador señor Navarro sostuvo que este proyecto de ley no se hace cargo de la mala educación que existe en nuestro país, puesto que a su juicio aún no se han superado las consecuencias desastrosas de la reforma educacional de la década de los ochenta. Agregó que la educación hoy día está en crisis, especialmente la educación municipal, debido en gran parte al sistema de financiamiento con que cuentan, el que ha provocado el gran endeudamiento de los municipios. Sin perjuicio de lo anterior, advirtió que el problema de la educación no es sólo un problema de financiamiento y del aula, sino que es un problema ideológico, porque debe garantizarse la formación de un ciudadano libre pensante. Luego, indicó que nuestro país debería seguir el modelo educacional de Finlandia, basado en la entrega de una educación pública y gratuita. 

Por otra parte, se refirió a la calidad de los profesionales que ejercen la carrera docente. Al respecto, comentó que en nuestro país existe un grave problema con la formación docente, porque se permitió a las universidades entregar títulos de pedagogía por correspondencia y porque en la Ley General de Educación se autoriza a cualquier profesional a ejercer la docencia, siendo que no todos están habilitados para enseñar. Enseguida, señaló que apoya la idea de aumentar sus remuneraciones y de exigirles más como contrapartida. Pero asimismo, indicó que el Estado debe presentar un plan para jubilar al 23% de los profesores que están en edad de jubilarse y que no pueden hacerlo por el daño previsional que han padecido.

Posteriormente, su Señoría hizo presente que esta iniciativa legal en su artículo 112, numeral 2) plantea eliminar la letra c), del artículo 2°, de la ley N° 18.956 que Reestructura el Ministerio de Educación Pública, que permite al Ministerio de Educación evaluar el desarrollo de la educación como un proceso integral, con lo cual a su parecer con esta modificación se estaría suprimiendo la facultad del Ministerio de Educación de constituirse en el gran articulador del sistema educativo. Sobre esta misma idea, recalcó que debe precisarse en forma más expresa quién será el ente coordinador del nuevo sistema y manifestó que apoya la propuesta de transformar al Ministerio de Educación en el gran articulador del sistema, pero advirtió que para esto primero habría que reformularlo y modernizarlo.

Antes de finalizar, reparó en el exiguo presupuesto que este proyecto de ley dispone para la Superintendencia de Educación y para la Agencia de Calidad de la Educación y solicitó al Ejecutivo una proyección de sus gastos para los próximos diez años, a fin de evaluar su viabilidad.

El Honorable Senador señor Quintana comentó que probablemente estamos ante la mayor reforma que hemos realizado a la educación chilena y en este sentido precisó que antes es fundamental reflexionar sobre el modelo de educación que queremos seguir. Además, señaló que es primordial armonizar las normas existentes con las nuevas instituciones que se crean, al igual que esta iniciativa legal con el proyecto de ley que modificará la educación pública.

Enseguida, indicó que no estima que sería conveniente aumentar el nivel de exigencias para los funcionarios de la Agencia de Calidad de la Educación y de la Superintendencia de Educación. Al respecto, compartió la propuesta de mantener el mismo nivel que prescribe el Estatuto Administrativo y la Constitución Política de la República. Asimismo, opinó que preferiría limitar las facultades legislativas que este proyecto de ley delega al Presidente de la República.

En relación a los estándares de aprendizaje, comentó que apoyaría un sistema de medición de los resultados de aprendizaje que también incluyera otras áreas del currículum, como las Ciencias Sociales o las Artes Plásticas, porque en su opinión de lo contrario se podría discriminar a todos aquellos alumnos que presentan habilidades para las áreas curriculares no tradicionales.

El Honorable Senador señor Chadwick sostuvo que hoy día existe una suerte de crisis internacional de la educación, lo que se manifiesta en el debate que se está haciendo sobre la misma en diversos países, como se percató que ocurre en España. En su opinión la educación siempre está en crisis, porque constantemente surgen nuevas exigencias en pos de una educación de calidad.

Bajo este contexto, indicó que este proyecto de ley forma parte de un proceso de reforma de carácter progresivo, que representa un avance, a lo mejor no todo lo que quisiéramos, pero que igual implica una mejora sustantiva al sistema que hoy tenemos y que sin duda es perfectible.

Enseguida, comentó que este proyecto de ley avanza en relación a dos grandes temas: el uso de los recursos y la calidad de la educación. Con respecto al primero, señala que esta iniciativa legal faculta a la Superintendencia de Educación a fiscalizar el uso de los recursos que se destinan a la educación y con respecto al segundo punto precisa que la Agencia de Calidad de la Educación será el órgano encargado de evaluar y de orientar el mejoramiento de la calidad de la educación y por esto se la concibe como un órgano autónomo, especializado y con un perfil profesional altamente calificado.

En sesión posterior, el Decano de la Facultad de Educación de la Universidad Alberto Hurtado, señor Juan Eduardo García-Huidobro, señaló que este proyecto de ley crea dos entidades bien distintas: por una parte, la Agencia de Calidad de la Educación, encargada de promover y de evaluar la calidad, y de prestar apoyo a los establecimientos educacionales, y, por otra, la Superintendencia de Educación que debe velar por el control del uso de los recursos públicos y por el cumplimiento de la normativa educacional. Posteriormente, precisó que su exposición se centrará únicamente en la Agencia de Calidad de la Educación.

Indicó que existe un amplio consenso de que nuestro sistema educativo es insuficiente y que debe ser enriquecido con acciones de aseguramiento de la calidad y de la equidad. En efecto, acotó que tanto en el Informe de la Educación Chilena de la OECD, como el Informe Final del Consejo Asesor Presidencial para la Calidad de la Educación se vislumbra la necesidad de implementar un sistema con más control y con un mejor servicio de apoyo a las escuelas por parte del Estado, lo que implicaría a su juicio el enriquecimiento y una mayor profesionalización de las instituciones del sector educativo.

Enseguida, valoró la iniciativa de propiciar un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad, no obstante lo anterior señaló que no conoce el fundamento por el cual no se incluye a todos los establecimientos educacionales en las acciones evaluativas, orientadas al mejoramiento de la calidad de la educación. En su opinión, el sistema como está propuesto deja al margen a la educación particular pagada de la mayoría de los procedimientos y restringe su participación respecto de la educación particular subvencionada. En este plano, comentó que el único proceso de carácter nacional será la evaluación de los resultados de aprendizaje de los alumnos de todos los establecimientos educacionales que realizará la Agencia de Calidad de la Educación.
Asimismo, señaló que la Agencia de Calidad de la Educación evaluará el funcionamiento de los establecimientos educacionales, pero solamente de los municipales y de los particulares subvencionados. Con respecto a los establecimientos educacionales particulares subvencionados, comentó que sólo podrán ser evaluados si el sostenedor lo solicita o si acepta expresamente las visitas dispuestas de oficio por la Agencia de Calidad de la Educación y que en el caso de los colegios particulares pagados únicamente serán evaluados si éstos solicitan la visita, previo pago de su costo a la Agencia de Calidad de la Educación.
En materia de evaluación de docentes y de directivos, precisó que la evaluación se dirige sólo a los establecimientos educacionales municipales y que en el caso de la educación particular subvencionada esta función se circunscribe únicamente a validar los mecanismos de evaluación docente que utilizan estos colegios cuando sus sostenedores así lo soliciten.

En suma, arguyó que el sistema de aseguramiento propuesto sólo es nacional en materia de evaluación de los resultados de aprendizaje de los alumnos, mas no respecto de la evaluación docente, ni de la evaluación de los establecimientos educacionales.

En su opinión, un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación debe propiciar un conjunto de procedimientos que se apliquen a todos los establecimientos educacionales del país, tal como lo dispone el artículo 6° de la Ley General de Educación, el cual establece que el es deber del Estado propender a asegurar una educación de calidad y procurar que ésta sea impartida a todos, tanto en el ámbito público como en el privado. En esta misma línea, puntualizó que todos los establecimientos educacionales forman parte del mismo sistema, porque todos poseen reconocimiento oficial, tienen la obligación de cumplir con un marco curricular común y están afectos a las normas generales de participación de los padres y apoderados, y de no discriminación de sus alumnos y alumnas.

A mayor abundamiento, recalcó que una revisión comprensiva, integral y nacional del funcionamiento de todo el sistema implica una evaluación de todos los establecimientos educacionales, al menos en las siguientes dimensiones: evaluación de los resultados de aprendizaje de los alumnos; evaluación del funcionamiento de los establecimientos educacionales, y evaluación del desempeño de su personal docente y directivo. Acotó que es importante contar con una visión global del funcionamiento del sistema para orientar las decisiones políticas y las que se toman a nivel de cada establecimiento educacional. Además, indicó que sólo una mirada integral permitiría captar una visión general de la calidad y de la equidad del sistema educativo. Por otra parte, sostuvo que sería ventajoso incluir a la educación particular pagada ya que, dada su mayor holgura económica, tendría una mayor capacidad de experimentación, que el sistema debería conocer y evaluar en su mérito para aprovechar y difundir. 
Luego, reparó que este proyecto de ley reduce la calidad de la educación a los aprendizajes que pueden ser medidos con pruebas estandarizadas, como el SIMCE, siendo que el inciso final del artículo 8º de esta norma establece que la evaluación de desempeño de los establecimientos educacionales considerará, entre otros, los resultados de educativos, el grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje de los alumnos, los resultados de la autoevaluación institucional, el proyecto educativo y las condiciones de contexto de cada establecimiento educacional. Sin perjuicio de lo anterior, arguyó que las normas que regulan la clasificación de los establecimientos educacionales reducen el concepto de calidad, porque sólo consideran el promedio de los resultados obtenidos por los alumnos en las pruebas estandarizadas.

Sobre esta misma idea, indicó que no todos los aprendizajes son susceptibles de mediciones estandarizadas, como sucede con el sentido social, la moral, la expresión oral o el trabajo en grupo. Asimismo, reparó que esta propuesta no considera las otras evaluaciones que realizará la Agencia de Calidad de la Educación. En efecto, consideró que se propone una visión estrecha sobre la calidad, reducida al SIMCE.

Bajo este contexto, recomendó incluir otras consideraciones en el juicio sobre la calidad de la educación y de los establecimientos educacionales, que se vinculen más bien a cuestiones cualitativas y de proceso, que pueden ser captadas a través de las otras evaluaciones que ejecuta la Agencia de Calidad de la Educación o de los indicadores habituales del sistema escolar, como la repitencia, la capacidad del establecimiento educacional de retener a sus alumnos, la calidad de la gestión del establecimiento educacional, el trabajo colectivo de los docentes para mejorar sus prácticas, la instalación y el nivel de funcionamiento de los Consejos Escolares, la existencia de otras instancias de participación y los niveles de selección escolar.

Por otra parte, sostuvo que este proyecto de ley distorsiona el concepto de calidad de la educación y no considera el trabajo que se ha realizado con el Sistema Nacional de Evaluación del Desempeño (SNED), el cual para determinar el buen desempeño de un establecimiento educacional no sólo tiene en cuenta los resultados de aprendizaje de los alumnos, sino también las características propias de cada establecimiento educacional. Tampoco, continuó, considera la ley Nº 20.248 que establece la Subvención Escolar Preferencial, la cual recurre a una metodología para clasificar a las escuelas según sus resultados, pero que también contempla otros indicadores como la retención de los alumnos y las tasas de integración. 
Asimismo, indicó que este concepto de calidad de la educación se distancia de los criterios contemplados en el artículo 4°, letra B) del texto de este proyecto de ley, el cual establece que los estándares indicativos de desempeño de los establecimientos educacionales deberán considerar la gestión curricular, los indicadores de los procesos relevantes, los estándares de gestión de los recursos humanos y pedagógicos, el liderazgo técnico pedagógico del equipo directivo y la convivencia escolar, en lo referido a los reglamentos internos, las instancias de participación, el trabajo colectivo, respeto a la diversidad y mecanismos de solución de conflictos y ejercicio del liderazgo democrático por los miembros de la comunidad educativa.

Recalcó que esta norma para asegurar una mejora de los resultados debe profundizar el apoyo técnico-pedagógico que el Ministerio de Educación presta a los establecimientos educacionales, lo que a su juicio está someramente tratado en este proyecto de ley en las modificaciones que esta norma prescribe realizar a la Ley que Reestructura el Ministerio de Educación. Al respecto, explicó que esta iniciativa legal si bien explicita las tareas de evaluación de la Agencia de Calidad de la Educación y de fiscalización de la Superintendencia de Educación a los establecimientos educacionales, no detalla el apoyo que el Ministerio de Educación prestará a los establecimientos educacionales que así lo requieran.

En esta misma línea, indicó que los artículos 23, 24 y 26 referidos al tema son muy generales y no establecen obligaciones claras ni para el Ministerio de Educación, ni para las nuevas entidades que se crean, en términos de cautelar que este apoyo sea suficiente y de calidad. Acotó que se hace necesario precisar cómo se asegurará que el apoyo que requieran las escuelas sea el adecuado en pertinencia y calidad. Desde una mirada más institucional, comentó que le sorprende la nula mención a la función de supervisión técnico-pedagógica, que será el instrumento principal que tendrá el Ministerio de Educación para dar este apoyo. Luego, reparó que este proyecto de ley propone: por una parte, crear una Agencia de Calidad de la Educación para dotar al Estado de una mayor capacidad para cumplir con su obligación de asegurar la calidad de la educación y, por otra, privatizar la prestación del servicio de apoyo técnico pedagógico a los establecimientos educacionales.
En su opinión, el apoyo técnico pedagógico es fundamental para mejorar la calidad de la educación y como tal propuso crear un sistema de aprendizaje y un sistema de supervisión con una visión institucional y con personal altamente calificado. Asimismo, recomendó no externalizar el servicio de apoyo técnico prestado a los establecimientos educacionales y precisar en forma más detallada quién necesitará de este apoyo.

Asimismo, indicó que debe crearse un sistema de supervisión para las escuelas, con alta especialización, integrado por docentes que hayan sido bien evaluados o que hayan participado en el Programa Red de Maestros. Al mismo tiempo, manifestó su preocupación por las dificultades que podrían tener las escuelas que presenten debilidades técnicas para elegir a la entidad que les prestará el apoyo técnico pedagógico. Para superar esta dificultad, propuso que al menos la selección de la entidad que prestará este apoyo sea ejercida por el Ministerio de Educación.

Luego, consideró que el sistema de registro público propuesto por este proyecto de ley no asegura que las entidades de apoyo vayan a mejorar la calidad de la educación y bajo este contexto planteó la necesidad de entregar recursos a las instituciones y no a personas determinadas, asegurando así la continuidad y el aprendizaje de los alumnos, suscribiendo contratos a largo plazo con permanencia de equipos. 

Por otra parte, señaló que este proyecto de ley no contempla estrategias diferenciadas para tratar a los distintos tipos de establecimientos educacionales. Sobre este punto, propuso recurrir a la experiencia que han adquirido las entidades de educación superior, los microcentros rurales, los proyectos de mejoramiento colectivos y los planes de mejoramiento propuestos por la Ley de Subvención Escolar Preferencial.
Enseguida, consideró que es preciso especificar mejor la relación del Sistema de Nacional de Aseguramiento de la Calidad con los distintos tipos de sostenedores, asumiendo la variedad de sostenedores, tanto del ámbito público, como del privado. Asimismo, indicó que se deben evaluar las responsabilidades de los municipios en el control y apoyo de las escuelas y disponer de relaciones especiales con los privados que administran grupos de escuelas.
En relación al plan del Ejecutivo de informar a los padres y apoderados de los resultados obtenidos por sus hijos o pupilos en las pruebas nacionales de aprendizaje, argumentó que si bien el artículo 7°, letra h de este proyecto de ley establece que los padres y apoderados deberán ser informados de los resultados obtenidos por sus hijos o pupilos en las pruebas nacionales de aprendizaje. Al respecto, opinó que existe un riesgo evidente, porque teme que se produzca una mayor segregación social y se seleccione y se clasifique a los alumnos por sus resultados, vulnerándose así los derechos del niño.
Por último, señaló que en materia de equidad existe un silencio absoluto en esta norma, siendo que los autores están contestes en que la equidad no es independiente de la calidad, puesto que todas las acciones que se dirijan hacia un sistema más igualitario e integrado tendrán consecuencias directas en el mejoramiento de la calidad de la educación.
A continuación, el Coordinador Académico del Centro de Estudios Públicos, señor Harald Beyer, señaló que no cabe duda que hay insatisfacción en el país con los resultados de aprendizaje que están teniendo nuestros estudiantes. Al respecto, opinó que estos desempeños son aún más dolorosos, toda vez que muestran importantes brechas, causadas en gran parte por los distintos niveles socioeconómicos de los alumnos.
Ahora bien, comentó que entre los desafíos que tiene el país no cabe duda que se encuentra el fortalecimiento institucional del Ministerio de Educación, entidad que debe convertirse en la cabeza del proceso educativo. Sobre este mismo punto, indicó que en la actualidad es evidente que el Ministerio de Educación presenta serias dificultades para desplegar sus políticas e influir de modo significativo en el sistema educativo del país. En estricto rigor, argumentó que no se reformuló institucionalmente al Ministerio de Educación, ni se le entregaron las capacidades necesarias para lidiar con una educación más concentrada y atomizada, lo que hace que influya en el sistema de un modo desarticulado y con poca coherencia en el tiempo, propiciando una excesiva burocracia, sin tener un efecto significativo sobre la calidad y la equidad de la educación.
Enseguida, recomendó utilizar como modelo la Ley de Subvención Escolar Preferencial, la cual se forjó como un intento importante para destinar más recursos para la educación de los niños más vulnerables y que afinó una estructura institucional que le permite al Gobierno Central orientar de mejor modo el proceso educativo nacional, particularmente de los establecimientos educacionales con desempeños más deficientes, pero sin hacerse cargo de la gestión de ellos. Luego, explicó que esa ley clasificó a los establecimientos educacionales y los obligó a establecer un plan de mejoramiento, apoyado por el Ministerio de Educación o por asistencias técnicas externas en distintos grados dependiendo de la clasificación recibida. Sobre este mismo punto, consideró que los objetivos de dicha norma iban en la dirección correcta, porque establecía metas de aprendizaje fijadas de acuerdo a estándares y rendición de cuenta de los planes y de los recursos.

Además, indicó que esta ley hace descansar en el Ministerio de Educación el apoyo técnico pedagógico que deben recibir los establecimientos educacionales y la supervisión de los planes de mejoramiento, lo que en este proyecto de ley no está claramente establecido. Al respecto, comentó que en la experiencia internacional labores como éstas están radicadas en instituciones estatales identificables y especializadas. En su ausencia, continuó, existe un evidente riesgo de burocratizar los procesos, porque dicha labor queda entregada a unidades que no tienen objetivos claros y suelen, entonces, dispersarse en su tarea.

A continuación, hizo presente que una de las particularidades de la realidad chilena es la inercia que presentan los resultados en el tiempo. Acotó que muchas veces en la prensa se destacan cambios en los resultados tanto hacia arriba como hacia abajo, de un grupo pequeño de establecimientos educacionales, sin que dichos cambios sean consistentes. En su opinión lo que más se destaca en el tiempo es la estabilidad en los resultados. En efecto, comentó que si se comparan los resultados de los mismos establecimientos educacionales entre el año 1996 y el año 2005 en las pruebas de lenguaje de cuarto básico, es posible apreciar que, en general, los establecimientos educacionales que lo hacían bien en el año 1996 lo siguen haciendo bien en el año 2005 y los que lo hacían mal en el año 1996 continúan teniendo resultados insatisfactorios en el 2005. Al respecto, estimó que institucionalmente el Estado tiene pocas herramientas para cambiar esta situación.

Luego, observó que es evidente que existe una enorme dispersión en los resultados de los establecimientos educacionales que reúnen a alumnos de similares condiciones sociales, ello es así tanto en el mundo municipal como en el particular subvencionado. Sobre este punto, precisó que se requiere de una estrategia que defina estándares de aprendizaje precisos, una instancia institucional que oriente a los establecimientos educacionales en el cumplimiento de esos estándares y un conjunto de sanciones adecuadas en caso de incumplimiento. Todos estos elementos, continuó, deberían permitir mejorar los puntos más bajos de los establecimientos educacionales de menores desempeños para cada nivel de vulnerabilidad y obtener a través de esta vía un cambio efectivo en su desempeño.
Recalcó que también existe una natural preocupación por velar que se cumplan todos los requisitos que se le exigen a los establecimientos educacionales en la legislación vigente, por asegurar que se satisfagan los derechos de los distintos actores educativos y por fiscalizar el uso de los recursos públicos, toda vez que éstos representan una parte sustancial del presupuesto de la Nación. Acotó que todas estas tareas son en estricto rigor de una naturaleza distinta a aquellas involucradas en la orientación de los establecimientos educacionales hacia una educación de calidad, por lo cual arguyó que le parece pertinente encargárselas a otra institución.
En relación al presente proyecto de ley, valoró que se planteé la creación de dos instituciones para satisfacer objetivos que en su naturaleza son de distinto orden. Por una parte, explicó que uno de esos objetivos es la orientación al logro de una educación de calidad, el que estaría en manos de la Agencia de Calidad de la Educación y, por otra, la fiscalización, en manos de la Superintendencia de Educación. Añadió que se trata de dos objetivos cualitativamente distintos, lo que permite que estén depositados en dos agencias especializadas. 
También, destacó que se definen estándares de aprendizaje exigibles para todos los establecimientos educacionales y estándares indicativos de desempeño, que son orientadores pero no exigibles obligatoriamente. Con esto, continuó, se lograría un balance adecuado entre el control y la autonomía, y se evitarían los riesgos de desdibujar el trabajo de la Agencia de Calidad de la Educación. 
Luego, explicó que se crea la Agencia de Calidad de la Educación para orientar a los establecimientos educacionales en el logro de esos aprendizajes, mediante dos vías: exámenes externos y visitas inspectivas, que tendrán como sustento inicial la autoevaluación del establecimiento educacional, lo que permite la creación de una cultura orientada a una educación de altos estándares. Añadió que esta labor termina en un informe que genera un proceso de deliberación al interior de los establecimientos educacionales y en la comunidad educativa, que indudablemente será provechoso para el logro de una educación de calidad.

En cuanto al programa de visitas inspectivas, precisó que éste será inversamente proporcional a la calificación que haya obtenido un establecimiento educacional, puesto que los establecimientos educacionales clasificados en la categoría más alta podrán desempeñarse como instancias de apoyo técnico pedagógico, facilitando la comunicación entre los establecimientos educacionales.
Asimismo, indicó que los establecimientos educacionales deberán elaborar planes de mejoramiento que se hagan cargo de los cuestionamientos que la Agencia de Calidad de la Educación les haya formulado. Informó que los establecimientos educacionales deberán confeccionar estos planes con el apoyo del Ministerio de Educación o de una entidad externa calificada, inscrita en un registro público creado para estos efectos. Con esto, acotó, se evitaría convertir a la Agencia de Calidad de la Educación en juez y parte.
Enseguida, informó que el legislador dispone de un plazo de cuatro años para que el establecimiento educacional demuestre alguna mejora y que sólo en caso de incumplimiento el establecimiento educacional perderá su reconocimiento oficial, salvo de que se trate del único establecimiento educacional municipal ubicado en el sector.

Luego, arguyó que la separación entre las tareas de apoyo y de control hace más fácil la gestión de la Agencia de Calidad de la Educación, para que después de los cuatro años solicite a la Superintendencia de Educación la revocación del reconocimiento oficial de un establecimiento educacional. 
Por otra parte, señaló que este proyecto de ley concentra en la Superintendencia de Educación la fiscalización de los recursos y el cumplimiento de la normativa educacional, evitando así una confusión de los roles. Sobre esta misma idea, precisó que la Superintendencia de Educación realizará un juicio sobre la legalidad del uso de recursos y no sobre los criterios de uso de los mismos.

Posteriormente, valoró que esta iniciativa legal entregue facultades al Ejecutivo para reorganizar al Ministerio de Educación.

Antes de finalizar su exposición, consideró que este proyecto de ley adolece de los siguientes defectos:

a) Sobredimensiona a los establecimientos educacionales y a los sostenedores, al asumirlos como grandes empresas, lo que en su opinión podría terminar ahogando a los establecimientos educacionales, pudiendo generar un alto riesgo de burocratización. 
b) Debilitamiento del gobierno corporativo de la Agencia de Calidad de la Educación por su excesiva dependencia con su Secretario Ejecutivo.
c) Ausencia de institucionalidad del servicio de apoyo que debe prestar el Ministerio de Educación.
d) Falta de especialidad de los actuales funcionarios del Ministerio de Educación para asumir como el nuevo personal de la Agencia de Calidad de la Educación y de la Superintendencia de Educación.

Posteriormente, el Subdirector del Centro de Políticas Comparadas de Educación de la Universidad Diego Portales, señor Gregory Elacqua, señaló que la mayoría de los expertos concuerdan que las reformas educacionales de la Concertación han tenido efectos positivos en materia de cobertura, infraestructura, jornada escolar y en los salarios de los docentes, que se aumentaron en un 156%. En general, indicó que las encuestas de opinión pública reportan altos niveles de satisfacción de los padres con las escuelas y destacó que el desempeño de los alumnos en Chile es uno de los mejores de América Latina, pero que todavía está muy por debajo de los países de la OCDE y países emergentes de Asia y Europa del Este.
Sin perjuicio de lo anterior, informó que sólo el 5% de los alumnos de 15 años en Chile obtienen resultados sobre la mediana de la OCDE en lenguaje y se observan tendencias similares en matemática, ciencia y educación cívica. A mayor abundamiento, recalcó que existen brechas importantes y persistentes en los resultados según el nivel socioeconómico de los alumnos. 
Bajo este contexto, recordó que la revolución de los pingüinos puso a la educación en el centro de la discusión nacional y se formuló el acuerdo político para instaurar un nuevo marco regulatorio que asegure el derecho a una educación de calidad para todos. Acotó que este acuerdo se materializó en las siguientes reformas de la ex Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet: la promulgación de la Ley Subvención Escolar Preferencial, el reemplazo de Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza por la Ley General de Educación y la presentación del proyecto de ley sobre Sistema de Nacional de Aseguramiento de Calidad de la Educación. Enseguida, comentó que S.E. el Presidente de la República, señor Sebastián Piñera, retomando la agenda del Gobierno anterior anunció el 21 de mayo como su primera prioridad en materia educacional la aprobación del proyecto de ley sobre Sistema Nacional de Aseguramiento de Calidad de la Educación.
En cuanto al presente proyecto de ley, consideró que la instauración de un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación es el cambio estructural necesario para alcanzar una educación de calidad y de equidad.

Al respecto, comentó que en la mayoría de los sistemas de aseguramiento de la calidad de los países de la OCDE se emplean pruebas alineadas a estándares, se promueve la rendición de cuentas, se induce a las escuelas a alterar sus prácticas pedagógicas, se proporciona información simple y focalizada, y se ayuda a que los directores, profesores y padres tomen decisiones efectivas. Sobre este mismo tema, recalcó que no basta con presionar e informar, puesto que a su juicio los apoyos técnico pedagógicos son vitales para ayudar a levantar a las escuelas más deficitarias. Sin perjuicio de lo anterior, advirtió que aún persiste un debate sobre los métodos más efectivos para clasificar e intervenir las escuelas a fin de lograr mejores resultados. Bajo este contexto, recomendó reponer los artículos rechazados en la Cámara de Diputados y mejorar el texto de este proyecto de ley en la Comisión Mixta.

Enseguida, señaló que el Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación tendrá los siguientes desafíos:

1.- Fortalecer la autonomía de los sostenedores y de las escuelas, sin ser demasiado prescriptivo y rescatar la experiencia adquirida con la aplicación de la Ley de Subvención Escolar Preferencial.

2.- Focalizar el apoyo en las escuelas deficitarias, ya que estimó que no sería útil supervisar e intervenir a las escuelas que logran buenos resultados, como sucede en el caso de Holanda y de EEUU. Además, sostuvo que debe promoverse una supervisión y fiscalización eficientes.

3.- Asegurar recursos para un apoyo focalizado y efectivo, porque no basta sólo con el control y la fiscalización. Asimismo, precisó que debe asegurarse que exista apoyo donde hoy no existe, como en las regiones más extremas.

4.- Intervenir de una manera eficaz en las escuelas que no mejoran. Sobre el particular, resaltó que no hay recetas mágicas y que existen pocas agencias de calidad en Chile, por lo cual sugirió aprender de las lecciones que nos dejaron los programas ya implementados, como las escuelas críticas, los liceos prioritarios, el Liceo para Todos y el programa P-900.

5.- Implementar y coordinar eficientemente estas dos nuevas agencias y el Ministerio de Educación.

6. Ampliar el concepto de calidad de la educación, porque en su opinión el sentido utilizado en este proyecto de ley es muy estrecho, ya que el papel de la escuela es mucho más amplio que obtener buenos resultados en el SIMCE de matemática, lectura y de ciencias. En efecto, acotó que la escuela debe entregar herramientas a los alumnos para prepararlos para la educación superior y el mercado laboral, y para ser ciudadanos productivos. Asimismo, precisó que las escuelas deben responder a indicadores de evaluación utilizados en el sistema de aseguramiento de calidad. De lo contrario, indicó que existen altas probabilidades de generar un estrechamiento curricular, porque las escuelas enfocarán su tiempo en preparar el SIMCE -con técnicas para pruebas estandarizadas- y no a enseñar el currículum.

Consecuencialmente, propuso ampliar el concepto de calidad de la educación, basándose en resultados. Para esto, continuó, planteó la necesidad de crear un índice con distintos resultados, valorados por la sociedad, como un Sistema Nacional de Evaluación del Desempeño (SNED) ampliado y mejorado. Luego, informó que la mayoría de los países utilizan matemática y lenguaje como los principales indicadores de sus sistemas de aseguramiento de calidad, pero que también incluyen otros indicadores. A modo de ejemplo, señaló que en Suecia y en Alemania se utilizan otros criterios vinculados al mercado laboral y que en Holanda y en Portugal también se mide la interacción social y la inclusión social.
Por último, consideró un error la publicación de los mapas con los promedios por comuna de los resultados del SIMCE, porque esta información no explica los resultados obtenidos por los alumnos. Al respecto, arguyó que estos resultados se deben en gran parte a otros factores, como la situación socioeconómica o al nivel de escolaridad de los padres de los alumnos evaluados por el SIMCE, con lo cual consideró que esta medida en vez de constituir un aporte para mejorar la calidad de la educación no hace más que incrementar la segregación y la estigmatización social.
A continuación, el Investigador del Centro de Estudios del Desarrollo, señor Pedro Montt, señaló que al menos deben formularse cuatro cambios al presente proyecto de ley para mejorarlo y conseguir su aprobación en el Congreso Nacional, a saber: la ampliación del concepto de calidad; el establecimiento de mayores seguridades laborales para los funcionarios públicos del sector; un reconocimiento expreso al rol de apoyo del Ministerio de Educación, y una mejor coordinación interinstitucional del sistema.

Por otra parte, indicó que debe revisarse el sistema de evaluación docente y la función de control que ejercerá la Superintendencia de Educación. Al mismo tiempo, sostuvo que deben crearse mejores condiciones para convenir un nuevo acuerdo con todas las fuerzas políticas con representación en el Parlamento, a fin de suscribir un protocolo y compromiso para fortalecer la educación pública. 
Posteriormente, explicó que el rechazo en la Cámara de Diputados evidencia la necesidad de renegociar un nuevo acuerdo en materia educacional para mejorar nuestra legislación. Luego, comentó que se rechazaron todos los artículos que el Senado, en su primer trámite constitucional, calificó como normas orgánicas constitucionales. En su opinión el Senado utilizó esta calificación con excesivo celo y agregó algunas normas que en su criterio deben ser calificadas como normas de quórum ordinario, como las disposiciones que rigen al personal de las organizaciones y la delegación de facultades legislativas al Presidente de la República para estructurar las nuevas organizaciones públicas que se crean. Sobre este punto, precisó que al Senado no le queda otra alternativa que rechazar las modificaciones que introdujo la Cámara de Diputados y reponer los artículos de este proyecto de ley en una posterior Comisión Mixta.
En cuanto a la ampliación del concepto de calidad de la educación, contenido en los artículos 2° y 4° de esta iniciativa legal, comentó que existen tres soluciones posibles, a saber:

1.- Mantener el criterio actual de vincular el concepto de calidad sólo a los resultados de aprendizaje, midiendo las áreas tradicionales y ampliándose a otras áreas del currículum, como Inglés y Educación Cívica.
2.- Poner mayor énfasis en los resultados, pero teniendo también en consideración los procesos de gestión escolar, según lo que determine la supervisión que realice la Agencia de Calidad de la Educación. Acotó que esta solución es la utilizada en múltiples modelos de calidad de países exitosos.
3.- Considerar los resultados teniendo presente el factor de inclusión de los alumnos. Este modelo contempla la creación de un índice de calidad que considera como parte de los resultados los grados de inclusión de la matrícula.
Luego, sostuvo que la primera solución podría producir un sistema con una medición exacerbada, en el cual no se conocería el límite de las áreas curriculares medibles o no. En cuanto a las propuestas segunda y tercera, indicó que si bien tienen la ventaja de que han sido probadas por varios países exitosos, podrían hacernos perder el foco central hacia los aprendizajes.
Posteriormente, señaló que el sistema propuesto por el presente proyecto de ley posee consecuencias sobre las escuelas, clasificándolas y otorgándoles incentivos para cambiar de categoría y en este sentido recalcó que este modelo no se restringe a los resultados de aprendizaje de los alumnos. 
En relación al tema de la inseguridad laboral de los funcionarios que sean traspasados a la Agencia de Calidad de la Educación y a la Superintendencia de Educación, propuso mantener las normas comunes de la Administración Pública, sin innovar en este campo, eliminándose las causales especiales de despido que contempla este proyecto de ley. Además, propuso incentivar la salida voluntaria del personal que se encuentre en edad de jubilar, implementado un plan de incentivo al retiro.
Asimismo, planteó precisar las condiciones bajo las cuales el Presidente de la República podrá ejercer las facultades delegatorias que le encomienda esta ley, con la finalidad de crear las plantas de la Agencia de Calidad de la Educación y la Superintendencia de Educación, así como la reestructuración del Ministerio de Educación. También, sugirió eliminar la facultad delegatoria contenida en el artículo undécimo transitorio que se refiere al rediseño del Ministerio de Educación, estableciéndose que el nuevo diseño será fijado mediante una ley especial.

En cuanto al rol que debe desempeñar el Ministerio de Educación en el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad, señaló que se debe precisar en forma más categórica el apoyo que debe prestar el Ministerio de Educación, por cuanto le corresponde la ejecución de las políticas, planes y programas, elaborados por éste, para los sostenedores que reciban subvención o aportes del Estado. Además, indicó que se trata de un órgano que debe prestar asesoría técnica al Sistema en su conjunto, lo que está en concordancia con la asistencia técnica que le corresponda brindar, de acuerdo a la Ley de Subvención Escolar Preferencial.

Agregó que este órgano tendrá la coordinación de los programas de ayuda focalizada, correspondiéndole además prestar apoyo educativo a los sostenedores y velar por el mejoramiento continuo de la calidad del servicio educativo prestado por éstos. Además, acotó que esta ley debe establecer que esta Cartera concentrará las funciones de diseño de las políticas, planes y programas, y que también se ocupará de la elaboración del currículum nacional y mantendrá la administración del pago de las subvenciones. Bajo este contexto, arguyó que es fundamental asegurar una mejor coordinación interinstitucional del sistema y enunciar expresamente en esta ley que el Ministerio de Educación es el punto central y el ente rector del mismo.
Luego, reiteró que esta iniciativa legal también debería considerar el tema de la evaluación docente. Al respecto, señaló que se cometió un grave error al excluirla del artículo 112, por cuanto esta disposición se refiere a la facultad del Ministerio de Educación de elaborar estándares para la docencia de aula y directiva. Enseguida, resaltó que de acuerdo a los resultados del SIMCE, tanto del año 2009 como del 2010, se confirma que los alumnos de los docentes que han sido bien evaluados logran mejores resultados de aprendizaje.

Con respecto a la facultad de la Superintendencia de Educación de ejercer un control de los recursos públicos destinados a la educación, sugirió mantener la redacción del artículo 50 aprobado por el Senado, puesto que el texto aprobado por al Cámara de Diputados prohíbe a esta entidad efectuar un control de mérito del uso de dichos recursos. 
A continuación, el Profesor del Centro de Estudios de Políticas y Prácticas en Educación de la Pontificia Universidad Católica de Chile, señor Cristián Cox, planteó una serie de propuestas para mejorar el presente proyecto de ley.

En primer lugar, señaló que pese a la inspiración y al título de esta iniciativa legal -Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación- el proyecto es deficitario respecto a los apoyos que se deben brindar a las unidades educativas que deben ser mejoradas. En efecto, acotó que se percibe un desequilibrio entre los conceptos de sanción y de apoyo, las dos herramientas que la literatura comparada destaca en las reformas educativas exitosas. Añadió que esta norma se carga desequilibradamente hacia la primera, es decir, hacia la presión. En esta misma línea, indicó que esto justifica que la Agencia de Calidad de la Educación y la Superintendencia de Educación concentren sus mecanismos en las presiones y sanciones que pueden aplicar a las escuelas de peor desempeño. A mayor abundamiento, precisó que este proyecto de ley no explicita mecanismos para apoyar el mejoramiento del grueso de las escuelas, que distan mucho de alcanzar los aprendizajes que define el currículum nacional. Agregó que los artículos 23, 24 y 26 que tratan el tema de los apoyos son extremadamente generales, puesto que no establecen obligaciones ni para el Ministerio de Educación, ni para las nuevas entidades, en términos de cautelar que el apoyo referido sea suficiente y de calidad.
En segundo lugar, indicó que un Sistema Nacional de Aseguramiento no debiera dejar afuera de sus evaluaciones a la educación particular pagada, porque forma parte del sistema nacional y para aprovechar su mayor capacidad de experimentación y de innovación.
En tercer lugar, consideró muy restrictivo el concepto de calidad educativa que propone el proyecto de ley en estudio, porque lo circunscribe a los aprendizajes medidos por las pruebas estandarizadas, como el SIMCE, lo que en su opinión podría generar consecuencialmente una restricción curricular y un empobrecimiento de la experiencia educativa. Advirtió que el proyecto de ley en su artículo 8° se abre de hecho a otros indicadores de calidad, como los resultados de la auto-evaluación institucional, el proyecto educativo y las condiciones de contexto de cada establecimiento educacional, pero que al definir los criterios de clasificación de los establecimientos educacionales en los artículos 13 al 16 sólo tiene en cuenta los resultados de aprendizaje promedio de los alumnos. Con esto, continuó, las demás evaluaciones que hará la Agencia de Calidad de la Educación, al no ser consideradas en la clasificación de los establecimientos educacionales, tendrán otro significado y ponderación. 
Enseguida, comentó que el tema de la calidad de la educación y de sus indicadores tiene una larga historia de discusión, como puede apreciarse en el debate en torno al Sistema Nacional de Evaluación de Desempeño (SNED) y con las definiciones de sistema educativo de calidad de la Ley General de Educación. Bajo este contexto, sostuvo que este proyecto de ley debería construir sobre la base de este cúmulo de experiencias, para evitar que el Sistema de Aseguramiento introdujera sesgos sistemáticos contra el carácter integral de una experiencia educativa de calidad. 
En cuarto lugar, consideró que el proyecto de ley en estudio no distingue suficientemente entre los tipos de sostenedores que reconoce nuestro modelo educativo, con lo cual no se responde a la especificidad de la educación pública, como es la educación municipal y no distingue entre los sostenedores de dilatada y probada trayectoria de los nuevos, ni entre los que tienen una escuela y los que tienen sistemas de escuelas.

En quinto lugar, se refirió al tema de la coordinación de la agencias. Sobre este punto, indicó que este proyecto de ley avanza decisivamente respecto de las capacidades de regulación pública de la calidad del sistema escolar, pero que también crea un nuevo desafío institucional de gran magnitud, cual es la coordinación del nuevo conjunto de agencias. Sin perjuicio de lo anterior, lamentó que este proyecto de ley no presta mayor atención a la necesidad de potenciar una mayor coordinación entre las nuevas entidades que se crean en esta iniciativa legal y en el proyecto de ley sobre Fortalecimiento de la Educación Pública.

Luego, comentó que el proyecto de ley sobre Fortalecimiento de la Educación Pública pretende enmarcarse en el contexto de una nueva arquitectura del sistema educativo, reconociendo cinco órganos en la alta dirección del sector, a saber: el Ministerio de Educación, la Superintendencia de Educación, la Agencia de la Calidad de la Educación, el Servicio Nacional de Educación y el Consejo Nacional de Educación, cada uno con roles y responsabilidades específicas y separadas, funcionales al sistema y debidamente coordinadas. No obstante de lo anterior, reparó que el presente proyecto de ley entregue a un reglamento el diseño de un modelo y de los mecanismos que permitirán una coordinación eficaz entre los distintos órganos del Estado que componen el sistema educacional. En su opinión este punto es central y como tal requiere ser abordado por una ley. 

En sexto lugar, mencionó una falta de coordinación entre la legislación vigente. Al respecto, indicó que este proyecto de ley, en muchos aspectos, repite conceptos y regulaciones ya establecidos en la Ley de Subvención Escolar Preferencial y al mismo tiempo plantea un nuevo esquema de clasificación de las escuelas. A su juicio, es necesario un mayor esfuerzo de armonización entre estas dos normas, y también con el proyecto de ley sobre Fortalecimiento de la Educación Pública.

En séptimo lugar, detectó un vacío legal respecto de la creación de capacidades y de las funciones de apoyo. En efecto, reiteró que todas estas iniciativas se caracterizan por su silencio frente a un nuevo Ministerio de Educación y frente a las funciones de apoyo que debe prestar a las escuelas que así lo requieran. Al respecto, reparó que este punto esté abordado tan someramente en el presente proyecto de ley, puesto que considera a la función de asistencia técnica como el eje central de esta reforma y lamentó que no se diga nada sobre el papel del Ministerio de Educación en esta materia y que no se considere la desigual distribución de este servicio en el país, puesto que en algunas zonas del país no existe el servicio de asistencia técnica.

En su opinión, este proyecto de ley debe asumir el rol del Ministerio de Educación en términos de regulación y de desarrollo de la asistencia técnica en el sistema escolar, distinguiendo con claridad la labor propia del sistema de supervisión que maneja, respecto de la relación productiva, de sanción y de apoyo, que debe ejercer a través de las agencias privadas.
Por último, indicó que le parece más pertinente definir legalmente la institución que será responsable de los estándares y de los exámenes que se aplicarán para evaluar a los egresados de la profesión docente. 
En sesión posterior, la Jefa de la División de Educación General del Ministerio de Educación, señora Verónica Abud, señaló que la División que dirige debe ser entendida como la columna vertebral del Ministerio de Educación y como tal debe ser considerada el eje central de la reforma educacional que se debe implementar en nuestro país.

Por otra parte, indicó que la gran brecha que se ha producido con los resultados del SIMCE, ha contribuído a aumentar la segregación social entre los establecimientos educacionales particulares pagados y los colegios más vulnerables.

Enseguida, comentó que la Ley de Subvención Escolar Preferencial es la primera ley que en Chile autoriza la entrega de mayores recursos públicos contra la presentación de un Plan de Mejoramiento, elaborado por los establecimientos educacionales, que pretende mejorar la calidad de la educación de los niños más vulnerables. Asimismo, indicó que esta ley permite a los directores y a los sostenedores de las escuelas sentirse más comprometidos con la misión de la educación.

Posteriormente, señaló que al interior del Ministerio de Educación ha detectado que existen un sinnúmero de unidades desarticuladas, que no siguen la trayectoria educacional del niño en la etapa preescolar, básica y media. Asimismo, comentó que se ha encontrado con varios programas de auto-subsistencia, duplicidad de funciones y con la ausencia de instancias capaces de generar una retroalimentación efectiva.

Bajo este contexto, sostuvo que la labor de la División de Educación General debe ser garantizar la entrega de aprendizajes efectivos en el aula en todas las etapas escolares, apoyando de esta manera el proceso de aprendizaje de nuestros estudiantes, mediante la entrega de apoyo técnico pedagógico y la formación de directores y de sostenedores, a fin de que éstos adquieran las competencias necesarias para dirigir el proceso de mejoramiento de la calidad de la educación.

En cuanto al apoyo técnico pedagógico que debe prestar el Ministerio de Educación, precisó que esta Cartera debe asumir la misión de formar asesores técnicos de calidad, que visiten y observen a las escuelas, para apoyarlas y hacerles un seguimiento efectivo de su evolución. En la actualidad, acotó que sólo disponen de supervisores que únicamente se encargan de chequear que las escuelas cuenten con los programas y con toda la documentación que exige el Ministerio de Educación.

Recalcó que el principal problema que presenta nuestro sistema educativo es su falta de articulación, puesto que cuenta con una pesada estructura, que no funciona en forma coordinada entre sus distintas instancias. En efecto, explicó que en un primer nivel está el Ministerio de Educación; en un segundo nivel, el Secretario Regional Ministerial; en un tercer nivel, el Jefe del Departamento Provincial, y en un cuarto nivel, los Jefes de los Departamentos de Educación Municipal y los Directores de las Corporaciones Municipales. Acotó que con esta gran estructura sin duda se dificulta la llegada del Ministerio de Educación al aula, a los sostenedores y a los directores de los establecimientos educacionales. En este sentido, indicó que se deben redefinir las líneas de mando de las autoridades existentes, para llegar efectivamente al aula y reestructurar la asistencia técnica pedagógica, para enfocarla más hacia la prestación de apoyo a los establecimientos educacionales y no mantenerla como un control permanente de la ejecución de las resoluciones que dicta el Ministerio de Educación.

Luego, sostuvo que el Ministerio de Educación tiene el gran desafío de evitar que la educación pública muera. En su opinión, la muerte de la educación pública podría traer aparejada la pérdida del piso mínimo de exigencia que deben cumplir todos los establecimientos educacionales, con lo cual los colegios particulares quedarían a su libre arbitrio, puesto que no tendrían con quien compararse.

Por último antes de finalizar su exposición, señaló que esta nueva visión del Ministerio de Educación y de la División de Educación General supone la existencia de la nueva arquitectura que se propone crear con la Ley General de Educación y con el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.

Posteriormente, el señor Subsecretario de Educación recalcó que efectivamente el Ministerio de Educación tiene el gran desafío de aumentar su rol de supervisor y de articular una capacidad de asistencia técnica pedagógica que hoy no existe. Para esto, continuó, se requiere contar con profesionales competentes que sean capaces de asumir este rol y de llegar al aula en forma efectiva. Agregó que esta nueva visión del Ministerio de Educación debe estar articulada bajo la misma estructura y contar con un trabajo coordinado entre las distintas instancias.

Enseguida, la Jefa de la División de Educación General, señaló que esta nueva visión del Ministerio de Educación conlleva la articulación de la Unidad de Currículum, que determina lo que se debe enseñar y del Centro de Perfeccionamiento, Experimentación e Investigación Pedagógica (CPEIP), que se encarga de la formación docente. Asimismo, comentó que el Ministerio de Educación debe fomentar la independencia de los establecimientos educacionales, puesto que hoy a pesar de que existe libertad para escoger los planes y programas, la gran mayoría de los establecimientos educacionales deciden utilizar los planes y programas que propone el Ministerio de Educación.

El Honorable Senador señor Cantero consideró que el talón de Aquiles de la educación chilena es el Ministerio de Educación, puesto que percibe que en él existe incompetencia, negligencia y bajos indicadores.

Luego, indicó que ha visitado diversos países como Finlandia, Singapur y Canadá, en los cuales se ha percatado que sus sistemas educativos se han propuesto objetivos más específicos y más concretos, como fijar un número limitado de alumnos por sala de clases. Por el contrario, reparó que nuestro país continúa con discusiones profundas que plantean sólo soluciones macro.

Por su parte, el Honorable Senador señor Navarro manifestó su preocupación con la modernización que se pretende impulsar en el Ministerio de Educación, mediante la dictación de uno o de varios decretos supremos. Sobre este particular, recalcó que desde el punto de vista jurídico para modernizar al Ministerio de Educación se requiere de una ley, tal como se ha hecho con todas las reformas que se han realizado a la institucionalidad vigente. Asimismo, indicó que una reforma de este tipo debe ser consultada con el Parlamento, porque el Ministerio de Educación es la cabeza central de todo el sistema educativo y el órgano encargado de desarrollar las políticas en materia educacional.

En relación al proyecto de crear cincuenta Liceos de Excelencia, señaló que esta propuesta incentivará a los buenos liceos a seleccionar a sus alumnos y con ello se podría aumentar la segregación social de los alumnos que obtienen más bajos resultados. Con esta medida, arguyó que los mejores alumnos se concentrarán en los liceos de excelencia y que los malos estudiantes se agruparán en los liceos de desempeño deficiente.

Con respecto al SIMCE, manifestó su temor de que los establecimientos educacionales se dediquen exclusivamente a preparar este examen, lo que a su juicio podría desvirtuar la esencia del trabajo pedagógico y podría estandarizar aún más nuestro sistema educativo. Posteriormente, solicitó al Ejecutivo un informe detallado de los resultados del SIMCE y de la aplicación de la Ley Subvención Escolar Preferencial.

El Honorable Senador señor Quintana comentó que le preocupa que los cambios que está planteando Su Excelencia el Presidente de la República en materia educacional empeoren aún más nuestro sistema educativo, como podría suceder con la medida de comunicar a los apoderados los resultados por comuna del SIMCE, lo que a su juicio podría generar una estampida generalizada de la educación pública.

En cuanto a la iniciativa de implementar cincuenta liceos de excelencia, opinó que la concentración en un establecimiento educacional de los mejores alumnos podría empeorar la situación de los otros alumnos y con respecto a la formación docente recomendó al Ministerio de Educación buscar apoyo en la Universidad de Chile.

Por su parte, el Honorable Senador señor Walker señaló que es crítico del proceso educativo que lidera el Ministerio de Educación, porque percibe una escasa continuidad en las políticas educativas. Sin perjuicio de lo anterior, observó que no tiene una visión tan catastrófica de la educación nacional, puesto que en los últimos veinte años se han incorporado más de un millón de jóvenes al sistema educativo, de los cuales setecientos mil han ingresado a la educación escolar. Comentó que si bien nuestros resultados educativos no han mejorado, tampoco han empeorado, a pesar de que se ha aumentado la cobertura escolar con jóvenes que provienen de sectores socioeconómicos más vulnerables.

Por otra parte, consideró que el SIMCE es necesario, porque es un avance contar con una herramienta que nos permite medir nuestros resultados. Luego, expuso que en las pruebas de los años 2008 y 2009 existe un leve repunte en cuarto básico, lo que a su juicio se debe a la implementación de la Ley de Subvención Escolar Preferencial, norma que en su opinión apunta en la dirección correcta. No obstante lo anterior, sostuvo que la publicación de los datos del SIMCE sectorizados por comuna puede ser un grave error, porque de acuerdo a lo expuesto por el académico Gregory Elacqua al menos un 70% de los resultados de esta prueba se deben a factores familiares y socioculturales. Asimismo, arguyó que el SIMCE no sirve para clasificar escuelas y bajo este contexto sostuvo que este proyecto de ley está tergiversando el sentido de esta prueba.

En otro orden de ideas, consideró correcta la propuesta planteada por la señora Jefa de la División de Educación General de llegar al aula con apoyo técnico pedagógico y coincidió en el diagnóstico de que el Ministerio de Educación presenta una evidente debilidad institucional. Luego, sostuvo que nuestro país debe proponerse el desafío de que todos los niños lean en segundo básico, como una forma de emular las buenas prácticas de otros países, como Finlandia.

Posteriormente, arguyó que en nuestro país se le exige demasiado a la educación y en su opinión es difícil que la educación pueda resolver todos los problemas sociales de un país, porque para ello se requiere de un tratamiento en conjunto que involucre también a otras áreas, como salud y vivienda, entre otras. Pero sí consideró que es una obligación del Ministerio de Educación mejorar el nivel de la educación pública, cuya matrícula actualmente ha disminuido a un 37%, siendo que en el año 1980 bordeaba el 78%. Asimismo, indicó que es obligación de este Ministerio mantener los programas exitosos, como el Programa de Educación en Ciencias Basadas en la Indagación (ECBI).

El señor Subsecretario de Educación puntualizó que debe buscarse un nuevo consenso en materia educacional, al menos en cuatro frentes, a saber: aumento de la subvención escolar, para corregir diferencias de origen; modernización del Estatuto Docente, para atraer a los jóvenes talentosos a la docencia, mejorar la formación docente, premiar el desempeño y fortalecer el rol de los directores; formulación de una nueva propuesta para la educación municipal, y aprobación de la Ley de Aseguramiento de la Calidad de la Educación. Además, indicó que el Ministerio de Educación debe procurar entregar más información a la comunidad escolar y a la comunidad universitaria, y propender hacia una formación integral y amplia, a partir del fomento a la lectura.

La Jefa de la División de Educación General del Ministerio de Educación manifestó su preocupación por el carácter más bien político que se le está dando a la discusión en materia educacional. Comentó que ella es educadora y que lleva más de veinticinco años dedicada a este tema y como tal prefiere buscar soluciones más técnicas. Luego, sostuvo que para ella es fundamental que todos los niños sepan leer en cuarto básico, porque la lectura permite desarrollar el área intelectual de los niños y para esto se debe comenzar a trabajar desde la etapa preescolar.

Por otra parte, aclaró que el Ministerio de Educación sólo está modificando el Programa Educación en Ciencias Basadas en la Indagación, con la finalidad de mejorarlo y de aumentar sus fondos. Al mismo tiempo, sostuvo que tampoco está cambiando la institucionalidad del Ministerio de Educación por decreto supremo, por el contrario, informó que se están tratando de articular de una manera más coordinada las distintas dependencias de esta Cartera. Asimismo, comentó que es fundamental que el Ministerio de Educación se vuelque hacia la asesoría técnica y advirtió que esta función ya está contemplada en la legislación educacional vigente. En esta misma línea, indicó que para mejorar la calidad de la educación chilena se debe llegar al aula, especialmente en los primeros años escolares, puesto que hasta los siete años se produce el mayor desarrollo cognitivo de los niños y en este sentido arguyó que cualquier reforma educacional debe producirse desde los primeros años escolares.

El Honorable Senador señor Quintana indicó que coincide en la necesidad de reforzar a un Ministerio de Educación que mejore su capacidad de prestar asesoría técnica pedagógica, pero para esto arguyó que debe reforzarse esta idea en el presente proyecto de ley.

En sesión posterior, el Coordinador Nacional de la Fundación Educación 2020, señor Mario Waissbluth, señaló que este proyecto de ley es un instrumento importante para garantizar que todos los niños de Chile tengan una educación de calidad, porque busca asegurar que todos los establecimientos educacionales cumplan con los estándares de enseñanza y de gestión requeridos por la ley. En su opinión, esta iniciativa legal va en el espíritu correcto, porque induce al sistema educativo a enfocarse en la mejora de la calidad de la educación. Sin perjuicio de lo anterior, indicó que Educación 2020 considera que este proyecto de ley requiere de una serie de modificaciones, que a continuación pasó a enunciar:

1.- Existencia de un evidente riesgo de descoordinación entre las distintas instituciones educacionales. Al respecto, indicó que hoy se consume gran parte del tiempo de las escuelas en la comunicación con diversos actores, especialmente en el caso de los miles de establecimientos educacionales, que cuentan con menos de trescientos alumnos, por lo cual arguyó que es necesario asegurar por ley la debida coordinación entre la Agencia de Calidad de la Educación y la Superintendencia de Educación con los establecimientos educacionales.
2.- Ausencia de un desarrollo adecuado de la figura del director. Sobre este tema, puntualizó que es urgente posicionar a los directores de las escuelas, dándoles más atribuciones y responsabilidades. Para ello, continuó, es necesario contar con un número cada vez mayor de directores de buen nivel y certificados, que tengan la capacidad para decidir sobre los programas de mejoramiento que implementarán en los establecimientos educacionales que dirigen.
3.- Ampliación de la labor de la Agencia de Calidad de la Educación. Al respecto, precisó que deben ampliarse las atribuciones que esta ley entrega a esta entidad, dotándola de mayor competencia, para atender temas fundamentales como el asegurar la calidad educativa, la revisión de los sistemas de acreditación de las carreras de pedagogía y la certificación de la calidad de los entes que proporcionan asistencia técnica pedagógica a las escuelas.
4.- Necesidad de que la evaluación de los programas educativos quede en manos de la Agencia de Calidad de la Educación. En relación a este punto, consideró que no es posible que el Ministerio de Educación continúe teniendo el doble rol de formular los programas educativos y de evaluar los programas que le presentan los distintos establecimientos educacionales. 
5.- Ampliación de los criterios que se utilizarán para clasificar a los establecimientos educacionales. Sobre el particular, señaló que este proyecto de ley establece en su artículo 13 que los establecimientos serán clasificados en categorías de desempeño, según los resultados de aprendizaje de los alumnos y en función del grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje. Acotó que es indispensable que este proyecto de ley contemple un tratamiento diferenciado, que considere la ruralidad del establecimiento educacional, su tamaño y su porcentaje de vulnerabilidad, como lo hacen los indicadores del Sistema Nacional de Evaluación del Desempeño. Recalcó que le preocupa que nuestro sistema educativo caiga en el paradigma de considerar al SIMCE como sinónimo de calidad educativa.
6.- Asegurar que las subvenciones educacionales no se destinen a pagar las eventuales multas que pudiera aplicar la Superintendencia de Educación. Para ello, arguyó que se debe definir el origen de los recursos con que los establecimientos educacionales podrán pagar dichas multas, asegurando que la sanción no afecte a la subvención, que le corresponde a cada niño.
7.- Aumentar el rol que se asigna a los padres y apoderados. A vía de ejemplo, comentó que en el caso de los establecimientos educacionales particulares pagados, la evaluación por parte de la Superintendencia de Educación sólo será posible si el establecimiento educacional así lo solicita. Al respecto, planteó establecer en esta ley que la evaluación sea obligatoria para todos los establecimientos educacionales y que se faculte a los padres y apoderados a solicitar una evaluación a la Superintendencia de Educación del establecimiento educacional al cual asisten sus hijos, cuando ellos lo estimen necesario.
8.- Establecer un sistema de evaluación obligatorio para todos los establecimientos educacionales. Sobre este punto, acotó que el artículo 19 del texto del proyecto de ley establece que los establecimientos educacionales que han sido clasificados en la categoría de Buen Desempeño, sólo serán evaluados si el sostenedor así lo solicita. En su opinión, es preciso que todos los establecimientos educacionales se sometan a evaluaciones regulares, con más o menos o frecuencia, puesto que nada garantiza que con el transcurso de los años un establecimiento educacional mantenga su mismo nivel de enseñanza. En efecto, arguyó que con esta medida se evitaría el error que se cometió con la certificación de los jardines infantiles.
9.- Fortalecer y dar mayor prioridad al apoyo técnico-pedagógico que se presta a las escuelas, por sobre el control y la fiscalización. En relación a este punto, indicó que este proyecto de ley debe establecer quiénes serán los responsables de prestar este servicio. Al respecto, acotó que esta ley debería garantizar que sólo entes altamente capacitados y experimentados sean quienes estén autorizados para ejercer esta tarea.

10.- Evitar posibles conflictos de intereses con las entidades encargadas de realizar las auditorías que requiera la Superintendencia de Educación. Sobre este tema, indicó que este proyecto de ley dispone que la Superintendencia de Educación podrá realizar auditorías o requerir, a petición del sostenedor, una auditoría externa. En este último caso, informó que la elección y el financiamiento de dicha auditoría correspondería al sostenedor, lo que implica que la institución que llevará a cabo la fiscalización será elegida, contratada y financiada por el mismo sostenedor cuestionado, lo que en su opinión podría dar lugar a un conflicto de interés, como sucede actualmente con la acreditación universitaria.
11.- Armonizar el contenido de esta ley con la Ley de Subvención Escolar Preferencial. Sobre este particular, señaló que este proyecto de ley modifica elementos esenciales de la Ley de Subvención Escolar Preferencial y no queda claro cómo convivirán ambas leyes, especialmente en materia de fiscalización.
12.- Aclarar el origen de los recursos que se destinarán para ejecutar los planes de mejoramiento educativo que deberán confeccionar los establecimientos educacionales, según lo dispuesto en el artículo 22 de este proyecto de ley.
13.- Potenciar a la Agencia de Calidad de la Educación y a la Superintendencia de Educación como dos entidades que se encargarán de fiscalizar a 11.500 establecimientos educacionales. Para esto, arguyó que deben disponer de los recursos y de los funcionarios necesarios para asumir cabalmente esta tarea.

Enseguida, el Presidente del Consejo de Decanos de Educación del Consejo de Rectores de Universidades Chilenas, señor Abelardo Castro, luego de compartir lo expuesto por el señor Mario Waissbluth, señaló que el Consejo de Decanos de las Facultades de Educación está convencido que el quehacer educativo de nuestro país debe enfocarse en desarrollar la capacidad de resolución de problemas y en mejorar la convivencia escolar. Para esto, continuó, debe implementarse un diálogo continuo entre los distintos componentes del sistema educativo.

Por otra parte, opinó que no es necesario crear una Agencia de Calidad de la Educación para que se encargue de divulgar los resultados del SIMCE, función que tampoco a su juicio le corresponde al señor Ministro de Educación. Sobre este mismo punto, informó que en Finlandia el Estado es el encargado de diseñar y de aplicar la política educacional, pero en forma descentralizada, ya que las instancias ejecutoras de estas políticas son los directores y los docentes. En el caso de Holanda, comentó que la ejecución de los procesos educativos están en manos de los establecimientos educacionales, pero con gran participación del Estado. Además, señaló que en estos dos países se acostumbra informar a los padres y apoderados de los resultados de las pruebas estandarizadas que se aplican a sus hijos, pero estos resultados no se hacen públicos, para evitar la comparación entre los establecimientos educacionales. Asimismo, consideró que los indicadores del SIMCE son importantes para el sistema, no obstante, advirtió que éstos no deben entenderse como un instrumento para enjuiciar a los alumnos, ni a las escuelas.

Luego, se refirió al sistema de apoyo que presta el Ministerio de Educación. Al respecto, indicó que los antiguos supervisores provinciales fueron reemplazados por las agencias técnicas de apoyo, creadas por la Ley de Subvención Escolar Preferencial, con la finalidad de prestar apoyo a los establecimientos educacionales. Sobre este punto, lamentó que este nuevo sistema de apoyo presenta graves problemas de implementación, porque incentiva el lucro con recursos públicos. En este sentido, precisó que debe instaurarse un sistema de mayor control de los gastos de los recursos provenientes del Estado. Asimismo, comentó que en otros países estas asesorías las prestan las universidades más destacadas. 

Por otra parte, señaló que no apoya la idea de que este proyecto de ley proponga clasificar a los establecimientos educacionales considerando únicamente los resultados del SIMCE, puesto que se trata de un examen que mide sólo habilidades cognitivas y no la capacidad para resolver problemas. Además, indicó que el SIMCE reproduce la situación socioeconómica del alumno y se tendería a estigmatizar a los estudiantes si se publican sus resultados. En esta misma línea, precisó que para él la única clasificación válida sería la que mide el valor agregado que entregan los establecimientos educacionales. También, indicó que este proyecto de ley debe incluir un concepto más amplio de la calidad, porque no puede restringirse la calidad a los resultados del SIMCE.

Posteriormente, sostuvo que le preocupa la cobertura de esta ley, por cuanto no es obligatoria para los establecimientos educacionales, dejando afuera a los colegios particulares pagados. En su opinión, un sistema de aseguramiento para ser nacional debe abarcar todo el sistema educativo. 

El Honorable Senador señor Chadwick coincidió en gran parte con los planteamientos formulados por ambos expositores. Luego, consultó al Presidente del Consejo de los Decanos de Educación cuáles son los elementos fundamentales que deben modificarse para mejorar el nivel de las escuelas de pedagogía del país.

Por su parte, el Honorable Senador señor Navarro valoró que esta iniciativa legal aún no se haya aprobado, porque luego de escuchar las diversas exposiciones de los expertos del área se ha percatado del gran error que hubieran cometido si hubieran aprobado el texto del presente proyecto de ley, el que en su opinión genera más incertidumbre, polarización e ideologización en la educación. En esta misma línea, precisó que espera que en esta oportunidad se realice una verdadera y profunda reflexión sobre la calidad de la educación.

Con respecto al deterioro de la calidad de la carrera de pedagogía, explicó que la crisis de la formación docente comenzó cuando la carrera de pedagogía fue eliminada de las carreras con exclusividad universitaria. Asimismo, sostuvo que hoy existen más 157 programas de pedagogía y que el promedio de los alumnos que ingresan a esta carrera bordea los 450 puntos en la PSU. A mayor abundamiento, indicó que el artículo 46 de la Ley General de Educación permitió que cualquier persona que esté en posesión de un título profesional otorgado por una universidad acreditada pueda impartir clases en la enseñanza media, lo que en su opinión ha degradado aún más la profesión docente.

En cuanto a la asistencia técnica pedagógica, consideró que no existen profesionales idóneos para prestarla, lo que ha motivado al Ministerio de Educación ha externalizar este servicio. Sobre este punto, precisó que el Estado debería buscar una fórmula para garantizar la certificación y la acreditación de quienes prestan la asistencia pedagógica.

El Honorable Senador señor Walker consideró que el SIMCE es un sistema de medición de habilidades cognitivas necesario y útil. No obstante, acotó que con la publicación de sus resultados por comuna se está haciendo un mal uso de él, porque se está distorsionando la realidad, al no informar a los padres y apoderados que el 65% de sus resultados se debe a factores socioeconómicos. Sobre este mismo punto, advirtió que con esta medida se podría producir una estampida generalizada de los alumnos de los establecimientos educacionales municipales.

En relación a la crisis de la carrera docente, indicó que este tema será abordado en el proyecto de ley que modificará la carrera docente. Al respecto, puntualizó que se debe buscar una fórmula para aumentar las exigencias de ingreso a la carrera docente, atraer a los mejores alumnos, valorar el desempeño por sobre la antigüedad e implementar un plan de incentivo al retiro de los profesores en edad de jubilarse. Advirtió que este proceso durará entre 10 a 15 años.

En materia de apoyo técnico-pedagógico, señaló que la Ley de Subvención Preferencial ha incentivado que se forme un mercado con las agencias que prestan apoyo a las escuelas, pero también ha permitido que los establecimientos educacionales que atienden a niños vulnerables puedan disponer de mayores recursos para responder a sus necesidades psicosociales, lo que en la prácticamente ha permitido a estas escuelas a contratar a psicólogos y a psicopedagogos, entre otros profesionales. Sin perjuicio de lo anterior, sostuvo que es primordial evaluar la implementación de la Ley de Subvención Escolar Preferencia, especialmente en lo dice relación con una excesiva burocratización del sistema y con una rigidez de los ítems en que se pueden invertir estos nuevos recursos.

El Honorable Senador señor Cantero señaló que percibe que en este debate sólo se está utilizando un enfoque ideológico, sin seguir una lógica de política de Estado como a su juicio debe ser entendido el sistema educacional de un país. Por otra parte, sostuvo que vislumbra un leve avance en la mejora del sistema educacional, pero advirtió que no se puede continuar responsabilizando únicamente a la educación de la vulnerabilidad que existe en nuestro país, porque este tema también incumbe a otras áreas, como la salud y la vivienda, entre otras.

El Coordinador Nacional de la Fundación Educación 2020 manifestó su apoyo al presente proyecto de ley con las modificaciones antes planteadas. Sin perjuicio de lo anterior, aclaró que una reforma educacional no puede restringirse a la aprobación de esta norma, puesto que también debe mejorarse el nivel de la carrera de pedagogía, fortalecerse el rol de los directivos, instaurarse una carrera docente adecuada y promisoria, y perfeccionarse la Ley de Subvención Escolar Preferencial. Recalcó, enseguida que esta norma es sólo una parte de la gran reforma educacional que debe realizarse en nuestro país y que para que efectivamente se reforme la educación debe mirarse a la educación con un enfoque más sistémico.

Enseguida, planteó las siguientes sugerencias para elevar el nivel de la calidad de la carrera de pedagogía: establecer la obligatoriedad de la prueba Inicia; implementar un fondo concursable para que las facultades de pedagogía puedan mejorar su nivel, y entregar becas completas a los mejores estudiantes de la carrera de pedagogía, bajo el compromiso de que éstos al momento de titularse se desempeñen en el área pública.

En cuanto al SIMCE, sostuvo que se trata de un buen instrumento de medición, pero advirtió que éste no puede inducir a la competencia entre los establecimientos educacionales. Sobre el mismo, comentó que es una herramienta de gran utilidad, porque nos permite concluir que existen alumnos que requieran de más apoyo, puesto que no han obtenido más 190 puntos en el SIMCE, lo que evidencia que existen niños analfabetos en cuarto u octavo básico. Por otra parte, señaló que también permite conocer que existen escuelas vulnerables, cuyos alumnos obtienen buenos resultados, a pesar de todas las condiciones adversas de sus estudiantes

Luego, comentó que apoya la existencia de una educación de provisión pública y privada, y aclaró que para ellos no es tema a debatir el origen de los recursos que se destinan a la educación. Posteriormente, señaló que la educación pública no puede desaparecer, porque ella constituye el estándar mínimo de calidad de todo el sistema educativo, aunque obviamente debe mejorarse su calidad. Con respecto a la educación particular pagada, opinó que tampoco es del mejor nivel, ya que probablemente sólo un tercio de los alumnos que egresan de alguno de los establecimientos educacionales más caros del país podrían continuar sus estudios superiores en una universidad extranjera. Recalcó que es responsabilidad del Estado garantizar que todos tengan acceso a una educación de calidad.

En cuanto al cuerpo directivo de los establecimientos educacionales, señaló que la figura del director de un colegio es fundamental para elevar la calidad de la enseñanza de un establecimiento educacional. Bajo este contexto, enunció una serie de reformas para mejorar el nivel de los directores de los establecimientos educacionales municipales, a saber: aumentar sus remuneraciones; detectar sus habilidades de liderazgo; implementar un programa de formación de directores, y modificar el artículo 38 transitorio del Estatuto Docente, el cual prescribe que los directores que no han cumplido la edad para jubilarse tendrán derecho a mantener su designación en la dotación docente con la misma remuneración, hasta cumplir la edad de jubilarse. En efecto, comentó que esta norma obliga a los municipios a mantener la remuneración de los directores que no han sido reelegidos, lo que ha motivado a la gran mayoría de los alcaldes a mantenerlos en sus cargos directivos.

El Presidente del Consejo de Decanos de Educación del Consejo de Rectores de Universidades Chilenas informó que en el año 1960 se terminó con las escuelas normales, ya que el país tuvo que asumir una gran expansión de la cobertura escolar, lo que motivó al Gobierno de entonces a abrir el Centro de Perfeccionamiento, Experimentación e Investigaciones Pedagógicas con la finalidad de preparar a los futuros docentes. Posteriormente, continúa, comienza un proceso de depreciación de la profesión docente que culmina en la década de los noventa. Acotó que la crisis de la docencia fue tal magnitud que un profesor percibía como remuneración el equivalente al ingreso mínimo. En los noventa, comentó que se realizó una gran reforma curricular, pero sin contar con los docentes idóneos. Todos estos hechos, prosiguió, son parte de los antecedentes de la gran crisis que vivimos en la educación chilena, en la que existen numerosas escuelas de pedagogía no acreditadas y se dicta la carrera de pedagogía a distancia, a pesar de la férrea oposición de los Decanos de las Facultades de Educación de las Universidades Estatales. Sobre esta misma idea, arguyó que un error en materia educacional se paga por lo menos en treinta años, lo que equivale al tiempo que un profesor dura activo. Posteriormente, se comprometió a enviar propuesta para la captación de talentos para las carreras de pedagogía. 

En esta misma línea, el Coordinador Nacional de la Fundación Educación 2020 lamentó que la carrera de pedagogía en la actualidad se haya convertido en un negociado, puesto que hoy existen más de 90.000 estudiantes de pedagogía, todo esto motivado por la gran cantidad de recursos que maneja la educación debido a la Ley de Subvención Escolar Preferencial.
La Vicepresidenta del Consejo de Decanos de Educación del Consejo de Rectores de Universidades Chilenas, señora Lucía Guerra, ratificó que hoy existe una gran oferta de profesores, lo que ha motivado una fuerte competencia para poder ingresar a la dotación docente. Por otra parte, indicó que es fundamental vincular el currículum con la carga cultural que trae cada niño, así como también centrar más la educación en el desarrollo de las capacidades de resolución de problemas que en las habilidades cognitivas.
En sesión posterior, la Coordinadora de Estándares de la Unidad de Currículum y Evaluación del Ministerio de Educación, señora Bárbara Eyzaguirre, señaló que la Ley General de Educación entrega al Ministerio de Educación las siguientes funciones: coordinar la modificación de la duración de los niveles de la educación regular; establecer las bases curriculares y los estándares de aprendizaje, mediante decreto supremo, previa aprobación del Consejo Nacional de Educación, y crear un banco de planes y programas complementarios, que al menos contengan cinco alternativas para cada nivel educativo.

Asimismo, indicó que en virtud del artículo décimo transitorio de la Ley General de Educación se dispone que mientras no entre en vigencia la norma que crea la Agencia de Calidad de la Educación y la Superintendencia de Educación las facultades que esta ley establece para estos dos entidades serán ejercidas momentáneamente por el Ministerio de Educación. Bajo este contexto, sostuvo que, además, deberá provisoriamente asumir las siguientes funciones que esta ley establece para la Agencia de Calidad de la Educación: diseñar e implementar el sistema nacional de evaluación del logro de los aprendizajes; definir el plan de mediciones nacionales e internacionales; establecer la categoría en que se encuentra un establecimiento educacional, en función del grado del cumplimiento de los estándares de aprendizaje; disponer de instrumentos válidos y confiables para evaluar los objetivos de aprendizaje; informar los resultados obtenidos a nivel nacional por cada establecimiento educacional, y diseñar e implementar un sistema de evaluación de desempeño de los establecimientos educacionales y de los sostenedores.

A su vez, acotó que, también, deberá ejercer las funciones que la Ley General de Educación entrega a la Superintendencia de Educación, tales como: exigir a los sostenedores la rendición de cuenta del uso de los recursos y del estado financiero de sus establecimientos educacionales; decretar la revocación del reconocimiento oficial de un establecimiento educacional; fiscalizar la mantención de los requisitos del reconocimiento oficial; aplicar las sanciones que establece la ley, y formular cargos e instruir procesos, cuando así corresponda.

Posteriormente, sostuvo que es primordial armonizar las distintas leyes vigentes en el área de la educación, con la finalidad de evitar que se produzca una superposición de normas jurídicas o una duplicidad de funciones entre las diversas instituciones vinculadas al sector educacional. En efecto, acotó que de aprobarse el presente proyecto de ley existirían, al menos, tres criterios distintos para clasificar a las escuelas: la clasificación del Sistema Nacional de Desempeño (SNED); la que propone la Ley de Subvención Escolar Preferencial, y la que realizaría la Agencia de Calidad de la Educación.

Por otra parte, hizo presente que esta ley debe consagrar un tiempo razonable para que los establecimientos educacionales puedan recolectar la evidencia que requieren para practicar sus procesos de autoevaluación y para formular sus planes de mejoramiento, a fin de que los sistemas de evaluación de desempeño, acreditaciones y fiscalizaciones cumplan sus objetivos. Sobre esta misma idea, indicó que no sería recomendable sobrecargar a los establecimientos educacionales con tareas administrativas, porque ellas podrían interferir en su gestión pedagógica, especialmente porque la mayoría de las escuelas son pequeñas. En efecto, precisó que el 65% de los establecimientos educacionales del país tienen menos de 300 alumnos y que en el sector municipal existen 3.900 escuelas con menos de 100 alumnos.

Enseguida, sostuvo que el personal de la Agencia de Calidad de la Educación que se encargará de la evaluación directa de las escuelas debe ser altamente calificado y preparado para diagnosticar y orientar a los establecimientos educacionales en sus procesos de mejoramiento. A mayor abundamiento, indicó que los evaluadores deben estar capacitados para captar las fortalezas y debilidades de una escuela, para analizar la información proporcionada por los establecimientos educacionales y para emitir informes de carácter público, haciéndose responsables de ellos. Asimismo, arvirtió que si no se entregan los recursos adecuados para la contratación y preparación de un equipo competente y suficiente en número, la evaluación de desempeño que realizará la Agencia de Calidad de la Educación podría tener un impacto negativo en el proceso de mejoramiento de la educación.

Luego, el Rector de la Universidad Católica Silva Henríquez, señor Francisco Javier Gil, señaló que su exposición se centrará en el tema de los logros de los estándares de educación en la enseñanza media y en los estímulos que hoy existen para acceder a la educación superior. Al respecto, indicó que todos los años se repiten los mismos resultados y a vía de ejemplo comentó que en el año 2008 egresaron de cuarto medio unas 268.000 personas y que sólo 30.000 alumnos ingresaron a alguna de las universidades del Consejo de Rectores, lo que implica que un 11% del total de los alumnos egresados pudo ingresar a la universidad.

Luego, indicó que este 11% está integrado normalmente por alumnos que provienen de las familias con mayores recursos económicos, lo que evidencia la gran brecha que existe entre los distintos colegios y los efectos negativos que genera en el sistema educativo el aporte fiscal indirecto. Sobre este particular, sostuvo que de acuerdo al aporte fiscal indirecto los alumnos mejor evaluados son sólo aquellos que obtienen los más altos puntajes en la PSU, lo que ha provocado en los establecimientos educacionales en que ningún estudiante ingresa a la universidad una bajísima motivación para tener un buen rendimiento escolar. Bajo este contexto, sostuvo que si se establece el requisito de exigir 600 puntos en la PSU como puntaje mínimo para ingresar a la universidad todos los niños de los colegios vulnerables bajarán aún más su motivación, puesto que sabrán con certeza que jamás podrán acceder a la universidad.

Asimismo, comentó que el aporte fiscal indirecto establece que los mejores alumnos en Chile son aquellos que han obtenido los 27.500 mejores puntajes en la PSU. A mayor abundamiento, informó que el aporte fiscal indirecto ha motivado a las universidades a subir el porcentaje de ponderación de la PSU, bajando consecuencialmente la ponderación del rendimiento escolar, con el fin de captar los cuantiosos recursos que el Estado entrega a las universidades en que se matriculan los alumnos que han obtenido los más altos puntajes. Acotó que esta práctica ha provocado una gran desmotivación en los alumnos de los colegios vulnerables, que no pueden pagar un preuniversitario, que los ha incitado a bajar su rendimiento académico, puesto que saben de antemano que no obtendrán buenos puntajes en la PSU y que consecuencialmente no podrán ingresar a la universidad. Recordó que antes de que existiera el aporte fiscal indirecto la ponderación de la Prueba Aptitud Académica era sólo de un 42% y hoy ésta ha aumentado a un 60,4%.

Posteriormente, arguyó que los efectos negativos del aporte fiscal indirecto generan consecuencias adversas en materia de equidad, porque sólo ingresan a la universidad los estudiantes de los primeros quintiles, que han obtenido los mejores puntajes, lo que evidencia que nuestro sistema no es perfecto, porque si lo fuera deberían ingresar a la universidad el 20% de los estudiantes de cada quintil.

Agregó que la matrícula en las universidades del Consejo de Rectores se duplicó, lo que no se ha reflejado en su tasa de titulación, porque el número de titulados permanece constante en un 46%, lo que equivale a decir que de cada dos estudiantes de las universidades del Consejo de Rectores sólo uno se titula. Además, comentó que se ha aumentado el tiempo de permanencia de un estudiante en la universidad, como consecuencia de aceptar a los alumnos que obtuvieron un buen puntaje en la PSU y un bajo rendimiento escolar.

Por otra parte, arguyó que los alumnos talentosos están igualmente distribuidos en todos los estamentos sociales, por lo cual afirmó que en todos los colegios existen jóvenes capaces de acceder a la educación superior. En su opinión estos estudiantes no sólo son aquellos que han obtenido los mejores puntajes en la PSU, sino aquellos que han obtenido los mejores rendimientos académicos dentro de su establecimiento educacional. Bajo esta premisa, sostuvo que si uno bonificara a estos alumnos con una ponderación adicional de un 5%, se aumentaría su puntaje final en al menos 30 puntos, con lo cual varios de estos estudiantes podrían ingresar a la universidad. Acotó que las universidades son libres para establecer los requisitos de ingreso de sus estudiantes, por lo cual no existiría ningún impedimento para realizar esta bonificación, ya que el único requisito que la ley exige para ingresar a la universidad es haber obtenido la licencia de enseñanza media. Comentó que esta experiencia la realizaron durante varios años en la Universidad de Santiago de Chile, dándole preferencia al ranking de los mejores alumnos, sin comparar sus notas, ya que en su opinión las notas de los distintos colegios no son comparables, porque éstas varían dependiendo de su proyecto educativo.

Luego, informó que el 52,5% de los alumnos que ingresaron a la universidad a través de esta nueva ponderación, basada en una escala de ranking de cada colegio, aprobaron el primer semestre, siendo que sólo el 45% de los estudiantes que ingresaron bajo el sistema normal aprobó su primer semestre universitario. En efecto, acotó que los alumnos mejor evaluados en sus colegios tienen un mejor rendimiento en la universidad, lo que se refleja también en sus tasas de retención y de titulación. Añadió que esta afirmación se confirmó con una investigación que realizaron en el año 2009 la Pontificia Universidad Católica de Chile, la Universidad de Chile y la Universidad de Santiago de Chile, en la cual se demostró que para mejorar las tasas de retención de las universidades se debe permitir el ingreso del 10% de los alumnos con mejor rendimiento escolar.

En esta misma línea, señaló que la idea es mantener dos sistemas de ingreso a la universidad: uno, para los alumnos que obtengan los mejores puntajes en la PSU y, otro, para los alumnos con mejor nivel de rendimiento académico. 

Comentó que afortunadamente existe la Beca de Excelencia Académica, la que fue creada en el año 1996 y que exige dos requisitos copulativos: integrar el grupo que corresponde al 5% de los alumnos que obtienen mejores resultados académicos y que pertenecen a las familias más pobres del país. En efecto, precisó que esta beca es la válvula que permite el acceso a la universidad de los estudiantes más pobres del país que realizan un esfuerzo tremendo para convertirse en los alumnos mejores evaluados durante su etapa escolar.

En la actualidad, señaló que en la universidad que dirige están trabajando con los alumnos de cuarto medio que integran el 5% de excelencia académica de los establecimientos educacionales, que no obstante tienen un promedio de 438 puntos en la PSU. Al respecto, informó que los invitan a participar en un propedéutico en la universidad, en el cual los refuerzan en las asignaturas de matemáticas, lenguaje y de gestión personal, exigiéndoseles un 100% de asistencia para su aprobación. Comentó que se trata de niños de colegios vulnerables, que no tienen posibilidades de ingresar a la universidad e indicó que al año siguiente estos alumnos normalmente aumentan su promedio en la PSU en 50 puntos y que al año subsiguiente lo aumentan en 80 puntos. Precisó que todos estos aumentos se explican por la nueva motivación que tienen estos niños de poder ingresar a la universidad.

Luego, aclaró que estos propedéuticos no son preuniversitarios, porque no los preparan para dar la PSU, al contrario indicó que ellos los eximen de rendir la PSU, porque se trata de niños que ya demostraron que tienen la capacidad para acceder a la universidad, por estar dentro del 5% de los mejores alumnos de sus establecimientos educacionales. Recalcó que esta propuesta para mejorar el nivel de aprendizaje de nuestros alumnos, basada en el ranking de notas exige motivación, liderazgo, hábitos de estudios y de lectura por interés propio. Agregó que se les incentiva a estudiar para poder acceder a los estímulos adecuados y se les reconoce el esfuerzo que deben realizar en la sala de clases. Por todo lo anteriormente expuesto, planteó la necesidad de modificar o de eliminar el aporte fiscal indirecto y de adoptar el mecanismo antes expuesto basado en el ranking de notas.

A continuación, la Presidenta del Consejo Nacional de Certificación de la Calidad de la Gestión Escolar de la Fundación Chile, señora Mariana Aylwin, señaló que el Consejo que representa se encarga de certificar la calidad de la gestión educacional de las escuelas. Al respecto, acotó que en el año 2002 diseñaron un modelo de calidad para el sistema escolar chileno y que definieron los estándares de aprendizaje para las escuelas y que entre los años 2002 y 2010 han estado certificando la calidad de las escuelas chilenas, que se han sometido voluntariamente a este procedimiento, lo que les ha permitido mejorar su definición de estándares y el proceso de evaluación de las escuelas. 

Luego, comentó que les interesa transmitir la experiencia que han adquirido en materia de certificación de la calidad de la gestión escolar, especialmente en lo que dice relación con la formulación de los estándares. Al respecto, acotó que los estándares que formularon en el año 2002 ya han tenido dos revisiones y que actualmente acaban de terminar una tercera revisión, para alinear estos indicadores con las políticas educativas de la Ley de Subvención Escolar Preferencial, fortaleciendo así su mirada pedagógica, con la finalidad de prestar una mayor utilidad dentro de las escuelas. 

Posteriormente, expuso que sería lamentable que este proyecto de ley no fuera aprobado por el Congreso Nacional, porque nuestro sistema educativo requiere de una Agencia de la Calidad y de una Superintendencia de Educación, puesto que ambas instituciones buscan modernizan a nuestro sistema educativo y superar los problemas de funcionamiento que hoy debe enfrentar el Ministerio de Educación.

Luego, observó que en la Cámara de Diputados se planteó la obligación de definir estándares indicadores de desempeño para los equipos directivos y docentes. Al respecto, comentó que desconoce los efectos que podría generar esta nueva propuesta y advirtió que esta norma no establece con claridad la diferencia entre indicador de desempeño y estándar indicativo, y que por lo mismo podría existir una suerte de incongruencia si no se definen claramente las consecuencias que podrían traer aparejadas cada uno de estos criterios.

Por otra parte, opinó que la Agencia de Calidad de la Educación tal como está concebida puede perfectamente evaluar a las escuelas por sí o a través de otras entidades. No obstante, señaló que en esta ley únicamente se faculta a la Agencia de Calidad de la Educación a delegar a terceros las visitas inspectivas que deben realizar a las escuelas. Sobre este punto, consideró que es extremadamente difícil que la Agencia de Calidad de la Educación pueda evaluar a más de 10.000 establecimientos educacionales, por lo cual recomendó permitir a la Agencia de Calidad de la Educación externalizar esta evaluación, pudiendo recurrir a agentes externos. Bajo este contexto, planteó la necesidad de que este proyecto de ley permita a la Agencia de Calidad de la Educación recoger la experiencia adquirida por la Fundación Chile y externalizar el procedimiento de evaluación de las escuelas, y armonizar esta ley con la Ley de Subvención Escolar Preferencial.

Por su parte, el Director del Programa de Gestión Escolar y Dirección Escolar de Calidad de la Fundación Chile, señor Mario Uribe, señaló que apoyan la idea de crear una Agencia de Calidad para la educación, porque de acuerdo a su experiencia se ha percatado que se produce una gran mejora en la calidad de la educación en todos los establecimientos educacionales que han evaluado.

Por otra parte, observó que en el presente proyecto de ley se habla de estándares indicativos de los sostenedores, sin mencionar ninguna acción en concreto para definirlos o medirlos. Al respecto, propuso que en esta materia esta ley permita la autoevaluación de los sostenedores, al menos, en cuanto a su injerencia en el aspecto pedagógico en el interior de las escuelas.
- - -

DIFERENCIAS ENTRE EL SENADO Y LA CÁMARA DE DIPUTADOS


A continuación, se transcriben las modificaciones que introdujo la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, al texto aprobado por el Senado, en primer trámite constitucional:

Artículo 2°

Letra a)

El Senado aprobó el siguiente texto para el literal a):

“Artículo 2º.- El Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media considerará:

a) Los estándares de aprendizaje de los alumnos, referidos a los objetivos generales señalados en la ley y sus respectivas bases curriculares, y estándares indicativos de desempeño de los establecimientos educacionales y sus sostenedores, de los docentes y directivos.”.

En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados acordó eliminar la expresión “, de los docentes y directivos”. 
Letra e)

El Senado aprobó el texto que a continuación se transcribe para el literal e):

“e) Fiscalización del uso de los recursos y del cumplimiento de los requisitos del reconocimiento oficial y de la normativa educacional por los sostenedores y administradores del servicio educativo.”.
La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, aprobó agregar a dicho texto, luego de la palabra “recursos” la expresión “, de conformidad a lo establecido en el Título III de esta ley,”.
Artículo 3°

Inciso segundo, nuevo Cámara de Diputados

La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, ha consultado el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Los estándares de aprendizaje servirán de base para realizar las evaluaciones que dan origen a la clasificación de establecimientos educacionales y consecuencialmente a los demás efectos que determina la ley.”.

Artículo 4°

El Senado aprobó el siguiente texto.

“Artículo 4º.- Los estándares indicativos de desempeño considerarán:

A) A nivel de los profesionales de la educación, estándares indicativos de desempeño para los docentes de aula, directivos y técnicos pedagógicos. 

B) A nivel de los establecimientos educacionales y sus sostenedores:

1. gestión curricular;

2. indicadores de calidad de los procesos relevantes de los establecimientos educacionales;

3. estándares de gestión de los recursos humanos y pedagógicos;

4. liderazgo técnico pedagógico del equipo directivo, y 

5. convivencia escolar, en lo referido a reglamentos internos, instancias de participación y trabajo colectivo, ejercicio de deberes y derechos, respeto a la diversidad y mecanismos de resolución de conflictos y ejercicio del liderazgo democrático por los miembros de la comunidad educativa. 

Los estándares señalados precedentemente, cuyo incumplimiento no dará origen a sanciones, constituirán orientaciones para el trabajo de evaluación contemplado en esta ley.”.

La Cámara de Diputados lo reemplazó por el siguiente:

“Artículo 4º.- Los estándares indicativos de desempeño para los establecimientos y sus sostenedores considerarán:
1. Gestión curricular;

2. Indicadores de calidad de los procesos relevantes de los establecimientos educacionales;

3. Estándares de gestión de los recursos humanos y pedagógicos;

4. Indicadores de desempeño de los equipos directivos y docentes;

5. Liderazgo técnico pedagógico del equipo directivo; 

6. Convivencia escolar, en lo referido a reglamentos internos, instancias de participación y trabajo colectivo, ejercicio de deberes y derechos, respeto a la diversidad y mecanismos de resolución de conflictos y ejercicio del liderazgo democrático por los miembros de la comunidad educativa; 

7. Formación, en concordancia con el proyecto educativo institucional de cada establecimiento y el marco curricular, y

8. Resultados del proceso educativo.

Los estándares señalados precedentemente, cuyo incumplimiento no dará origen a sanciones, constituirán orientaciones para el trabajo de evaluación contemplado en esta ley.”.

Artículo 4° bis

El Senado aprobó el siguiente texto:

“Artículo 4º bis .- Corresponderá al Presidente de la República, por decreto supremo dictado por intermedio del Ministerio de Educación, previo  informe favorable del Consejo Nacional de Educación, establecer los estándares de aprendizaje e indicativos de desempeño a que se refiere el artículo 2°, letra a), los cuales tendrán una vigencia de 6 años.”.

La Cámara de Diputados aprobó sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 4º bis.- Corresponderá al Presidente de la República, por decreto supremo dictado por intermedio del Ministerio de Educación, previo informe favorable del Consejo Nacional de Educación, establecer los estándares de aprendizaje e indicativos de desempeño a que se refiere el artículo 2º, letra a), de esta ley. 

Los estándares de aprendizaje durarán seis años. Con todo, si durante este período se modifican los objetivos generales establecidos en la ley o en las bases curriculares, estos estándares de aprendizaje deberán adecuarse a dichas modificaciones, aún cuando no hubieren transcurrido los seis años. 

Los nuevos estándares que se fijen tendrán igualmente una duración de seis años, sin perjuicio de lo previsto en el inciso anterior.”.
TÍTULO II
“TÍTULO II

DE LA AGENCIA DE CALIDAD DE LA EDUCACIÓN”.
El Senado aprobó un Título II, que abarca desde el artículo 5° al 44, ambos inclusive, que crea la Agencia de Calidad de la Educación. Este Título regula su objeto, funciones y atribuciones, su organización y patrimonio. Al mismo tiempo, legisla sobre la evaluación de desempeño de los establecimientos educacionales y de sus sostenedores, y sobre la facultad de la Agencia de Calidad de la Educación para clasificar a los establecimientos educacionales según los resultados de aprendizaje que obtengan.

La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, rechazó todo el Título II “De la Agencia de Calidad de la Educación” y su articulado, en virtud del rechazo del artículo 5°- que crea la Agencia de Calidad de la Educación- de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo, del artículo 30, de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

TÍTULO III

“TÍTULO III

DE LA SUPERINTEDENCIA DE EDUCACIÓN”.
El Senado aprobó un Título III, que abarca desde el artículo 45 al 107, ambos inclusive, que crea la Superintendencia de Educación. Este Título regula las siguientes materias: objeto, atribuciones, organización y patrimonio de la Superintendencia de Educación; el ejercicio de la facultad de fiscalización; la obligación de los sostenedores de los establecimientos educacionales que reciban aportes del Estado de rendir cuenta pública del uso de los recursos; la atención y resolución de los reclamos y denuncias que formulen los miembros de la comunidad educativa; las infracciones y sanciones que pueden aplicar la Superintendencia de Educación, y la facultad de la Superintendencia de Educación de designar a un administrador provisional para que asuma las funciones que competen a un sostenedor de un establecimiento que recibe aportes del Estado.

La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, rechazó todo el Título III “De la Superintendencia Educación” y su articulado, en virtud del rechazo del artículo 45°- que crea la Superintendencia de Educación- de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo, del artículo 30, de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

Artículo 111

El Senado aprobó el siguiente texto:

“Artículo 111.- Un reglamento establecerá los mecanismos que permitan una coordinación eficaz entre los órganos del Estado que componen el Sistema.
Las visitas inspectivas, evaluativas o de fiscalización que realicen los órganos mencionados deberán realizarse coordinadamente.
La Agencia deberá informar a la Superintendencia de Educación, la exclusión indebida de alumnos de bajo rendimiento de las mediciones, filtración de pruebas o cualquier otro intento de manipulación de los resultados de las mediciones de aprendizaje, con el objeto que adopte las medidas pertinentes y aplique las sanciones que corresponda de conformidad a la ley.
Para la elaboración, mantención y actualización de los Registros que se creen en virtud de esta ley, el Ministerio, la Superintendencia y la Agencia de Calidad tendrán libre acceso a la información que cada uno posea, recíprocamente.”.
La Cámara de Diputados rechazó este artículo como consecuencia del rechazo de los artículos 5° y 45 permanentes, que crean la Agencia de Calidad de la Educación y la Superintendencia de Educación, respectivamente, en conformidad al artículo 30, inciso segundo, de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.
Artículo 112

El Senado aprobó el siguiente texto para el artículo 112:

“Artículo 112.- Modifícase la ley Nº 18.956, que reestructura el Ministerio de Educación, en el siguiente sentido:

1. Sustitúyese el artículo 1º, por el siguiente:

“Artículo 1°.- El Ministerio de Educación es la Secretaría de Estado encargada de fomentar el desarrollo de la educación en todos los niveles y modalidades; promover la educación parvularia y garantizar el acceso gratuito y el financiamiento fiscal al primer y segundo nivel de la educación parvularia; financiar un sistema gratuito destinado a garantizar el acceso de toda la población a la educación básica y media, generando las condiciones para la permanencia en las mismas de conformidad a la ley; promover el estudio y conocimiento de los derechos esenciales de la persona humana; fomentar la cultura de la paz, y estimular la investigación científica y tecnológica, la creación artística, la práctica del deporte y la protección y conservación del patrimonio cultural.”.

2. Elimínase la letra c) del artículo 2º.

3. Intercálanse, a continuación del artículo 2º, los siguientes artículos 2º bis y 2° ter, nuevos:

“Artículo 2º bis.- Sin perjuicio de las funciones señaladas en el artículo anterior, también corresponderá al Ministerio:

a) Elaborar las bases curriculares y los planes y programas de estudio para la aprobación del Consejo Nacional de Educación;

b) Formular los estándares de aprendizaje  de los alumnos y los estándares indicativos de desempeño para docentes, docentes directivos, sostenedores y establecimientos educacionales para la aprobación del Consejo Nacional de Educación, cuando corresponda; 

c) Proponer y evaluar las políticas y diseñar e implementar programas y las acciones de apoyo técnico pedagógico para docentes, equipos directivos, asistentes de la educación, sostenedores y establecimientos educacionales;

d) Proponer y evaluar las políticas relativas a la formación inicial y continua de docentes;

e) Determinar, en coordinación con la Agencia de Calidad, el plan de mediciones nacionales e internacionales de los niveles de aprendizaje de los alumnos para la aprobación del Consejo Nacional de Educación;

f) Desarrollar estadísticas, indicadores y estudios del sistema educativo, en el ámbito de su competencia, y poner a disposición del público la información que con motivo del ejercicio de sus funciones recopile. Esta información será pública y de libre acceso para todo el que tenga interés en consultarla. No obstante, tendrá carácter confidencial respecto de la identidad de los alumnos y los docentes evaluados de conformidad a la ley;

g) Establecer y administrar los registros públicos que determine la ley, y

h) Ejecutar las sanciones que disponga la Superintendencia de Educación o, en su caso, aplicar las sanciones en los ámbitos que determinen las leyes.

Artículo 2º ter.- Dentro de la función de apoyo técnico pedagógico a los sostenedores y sus establecimientos educacionales y a las instituciones de apoyo técnico pedagógico, al Ministerio le corresponderá asesorar, directamente o por intermedio de terceros, elegidos por el sostenedor de entre los sujetos registrados según el artículo 19 letra d), en los procesos de mejora de la calidad educativa.

En el caso de los establecimientos que reciban la subvención creada por la ley Nº 20.248, este apoyo se financiará con cargo a los recursos que ella establece.”.

4. Elimínase, en el artículo 4º, la expresión “Jefe Superior del Ministerio y”.

5. Intercálase, en el artículo 6º, a continuación de la expresión “del Ministro”, la frase “y el Jefe Administrativo del Ministerio”.

6. Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 15, la frase “y de inspección y control de subvenciones” por “y las vinculadas a la inspección del pago de las subvenciones”.

7. Elimínase, en el inciso primero del artículo 16, la expresión “y financiera”.

8. Incorpórase el siguiente Título III, nuevo, pasando el actual Título III a ser IV, ordenándose sus artículos correlativamente:

“TÍTULO III

De los requerimientos de información, de la Ficha Escolar y los registros

Artículo 17.- Para los efectos de los registros establecidos en la ley, los sostenedores deberán proporcionar toda la información solicitada por el Ministerio de Educación relativa a repitencia, promoción, abandono y retiro de alumnos, compromisos de gestión o metas institucionales del establecimiento. Asimismo, cuando corresponda, deberán informar sobre los programas de apoyo propios o con otras instituciones u organismos, cobros efectuados en los establecimientos en que así procediere y aquella información mencionada en el artículo 8º de la ley Nº 19.979, en los casos que corresponda.

Artículo 18.- A partir de la información a que se refiere el artículo anterior, el Ministerio de Educación elaborará una Ficha Escolar que resumirá la información relativa a cada establecimiento educacional.

La Ficha Escolar será publicada en la página Web del Ministerio de Educación. Esta información estará a disposición de cualquier interesado.

Un reglamento fijará la forma, modalidad y periodicidad en que deberá requerirse y publicarse la información establecida en el presente artículo y el anterior, en especial el contenido de la Ficha Escolar.

Artículo 19.- Los Registros de Información comprenderán, al menos, los siguientes:

a) Registro de Sostenedores, el que deberá incluir, al menos, la constancia de su personalidad jurídica, representante legal, establecimientos que administra e historial de infracciones, si las hubiere. En el caso de percibir subvención o aportes estatales, deberá también informarse sobre origen y monto de todos los recursos recibidos y planes de desarrollo. 

b) Registro de Establecimientos Reconocidos Oficialmente, donde deberá incluirse, al menos, el nombre y domicilio del establecimiento educacional, identificación del sostenedor y representante legal, constancia del acto administrativo por medio del cual se otorgó el reconocimiento oficial y su fecha, nivel de enseñanza y modalidad que imparte y la información pertinente relativa a alumnos, directivos, docentes y asistentes de la educación. Asimismo, deberá contemplar indicadores de eficacia y eficiencia interna y fuentes de recursos y monto de los mismos.

En el caso de los establecimientos que reciban subvenciones o aportes estatales, deberá incluir, además, la individualización de los integrantes del Consejo Escolar e información sobre el Plan de Mejoramiento Educativo, si lo tuviere.

c) Registro de Docentes, el que deberá incluir el nombre, títulos y otras certificaciones de competencia, establecimiento educacional donde se desempeña, sectores de aprendizaje y cursos en que ejerce, premios o sanciones recibidas y otros antecedentes relativos a la idoneidad para ejercer la profesión, de conformidad a la ley. La información para confeccionarlo deberá ser proporcionada por el sostenedor para quien trabaja el docente.

d) Registro Público de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo, que estarán habilitadas para prestar apoyo a los establecimientos educacionales y para la elaboración y ejecución del Plan de Mejoramiento Educativo. Un reglamento establecerá la regulación a que se sujete este registro, así como los requisitos que deberán cumplir las personas y entidades para el ingreso y permanencia en el registro o subregistro de especialidades que se creen. En todo caso, el registro deberá incluir, a lo menos, una adecuada identificación de las entidades y especialidades técnicas en las que ofrecen servicios, así como antecedentes relativos a la calidad de los que hubieren prestado. El procedimiento de selección de las mismas, tiempo de duración en el registro y causales que originan la salida de éste, se determinará considerando la calidad técnica, eficacia y especialidad de dichas entidades. Para constituir este registro, el Ministerio de Educación convocará un panel de expertos, ad-honorem, ampliamente reconocidos en el campo de la educación nacional o extranjera.

El Ministerio de Educación deberá administrar y mantener con información actualizada los registros señalados en este artículo, sin perjuicio de la facultad de la Superintendencia de Educación y la Agencia de Calidad de la Educación de establecer otros registros que sean necesarios para el ejercicio de sus funciones.

Artículo 20.- Las universidades e institutos profesionales deberán remitir por medios informáticos al Ministerio de Educación la nómina de profesores titulados cada año de su respectiva institución. Tratándose de profesores titulados con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley, deberán remitir la información, dentro del plazo de un año, contado desde la publicación de la presente ley.”.”.

La Cámara de Diputados propone rechazar el artículo 112.
Artículo 113

El Senado aprobó el siguiente texto para el artículo 113:

“Artículo 113.- Modifícase el decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales, en el siguiente sentido:
1. Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 5°:

a) Derógase su inciso tercero.
b) Sustitúyese su inciso cuarto, por el siguiente:
“El incumplimiento de la obligación señalada en el inciso segundo se considerará infracción menos grave.”.
2. Derógase el artículo 19.
3. Elimínase, en el inciso final del artículo 21, la frase “para los efectos del artículo 50”.
4. Sustitúyese, en el inciso final del artículo 22, la oración que sigue al punto seguido (.), por la siguiente: “La infracción de esta obligación se considerará menos grave.”.
5. Sustitúyese, en el inciso quinto del artículo 26, la expresión “al Ministerio” por “a la Superintendencia”.
6. Deróganse los artículos 52, 52 bis y 53.
7. Intercálase, en el inciso primero del artículo 54, a continuación de la expresión “mediante resolución fundada”, la frase “y previo informe favorable de la Superintendencia de Educación”.
8. Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 55:
a) Agrégase, en el inciso primero, después del punto final (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Sin perjuicio de las facultades que correspondan, en materia sancionatoria, a la Superintendencia de Educación.”.
b) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo:
“En la fiscalización de las normas de esta ley y sus reglamentos el Ministerio de Educación, la Superintendencia de Educación y la Agencia de Calidad de Educación deberán actuar coordinadamente conforme al artículo 111 de la Ley sobre Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media.”.
9. Deróganse los artículos 64 y 65.
10. Elimínase, en el inciso final del artículo quinto transitorio, la frase “para los efectos de los artículos 50 y 52 del presente cuerpo legal”.”.

La Cámara de Diputados rechazó este artículo como consecuencia del rechazo de los artículos 5° y 45 permanentes, que crean la Agencia de Calidad de la Educación y la Superintendencia de Educación, respectivamente, en conformidad al artículo 30, inciso segundo, de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto:

“Artículo primero.- Facúltase al Presidente de la República para que, mediante un decreto con fuerza de ley expedido por intermedio del Ministerio de Educación, que además deberá ser suscrito por el Ministro de Hacienda, establezca las Direcciones Regionales de la Superintendencia de Educación definiendo sus potestades, funciones y el ámbito geográfico que abarcará cada una de ellas.”.

La Cámara de Diputados rechazó este artículo como consecuencia del rechazo de los artículos 5° y 45 permanentes, que crean la Agencia de Calidad de la Educación y la Superintendencia de Educación, respectivamente, en conformidad al artículo 30, inciso segundo, de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.
Artículo segundo

El Senado aprobó un texto del siguiente tenor:

“Artículo segundo.- El Ministerio de Educación tendrá un plazo máximo de un año desde la entrada en vigencia de esta ley, para presentar los estándares de aprendizaje e indicativos de desempeño al Consejo Nacional de Educación.

La Agencia de Calidad tendrá un plazo máximo de un año, contado desde la aprobación de los estándares que señala el inciso anterior, para determinar y aplicar la metodología para la clasificación de los establecimientos en las categorías y criterios señalados en el artículo 13.”.

La Cámara de Diputados aprobó reemplazar dicho artículo por el siguiente:

“Artículo segundo.- El Ministerio de Educación tendrá un plazo de tres años, desde la entrada en vigencia de esta ley, para presentar los estándares de aprendizaje e indicativos de desempeño al Consejo Nacional de Educación. Con todo, este plazo será de un año para presentar los estándares de aprendizaje de, a lo menos, uno de los cursos evaluados por el sistema nacional de medición.”.

Artículo tercero

El Senado aprobó el siguiente texto para el artículo tercero transitorio:

“Artículo tercero.- Facúltase al Presidente de la República para que, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Educación, que además deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, fije las plantas de personal de la Superintendencia de Educación y de la Agencia de Calidad de la Educación, y el régimen de remuneraciones que les será aplicable. 

En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas de personal que fije, el número de cargos por cada planta, así como los requisitos para el desempeño de los  mismos, sus denominaciones y niveles jerárquicos para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el título VI de la ley Nº 19.882 y en el artículo 8° del decreto con fuerza de ley Nº 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, según corresponda. En el mismo acto, fijará la fecha de vigencia de la planta de personal y la dotación máxima de personal para el año. 

Además, en el ejercicio de esta facultad, establecerá las normas de encasillamiento del personal de las plantas que fije. Del mismo modo, el Presidente de la República fijará las normas necesarias para la fijación de las remuneraciones variables, en su aplicación transitoria.

Mediante igual procedimiento, el Presidente de la República determinará la fecha de vigencia de la planta que fije y del encasillamiento que practique y el inicio de funciones de la Superintendencia de Educación y de la Agencia de Calidad.”.

La Cámara de Diputados rechazó este artículo como consecuencia del rechazo de los artículos 5° y 45 permanentes, que crean la Agencia de Calidad de la Educación y la Superintendencia de Educación, respectivamente, en conformidad al artículo 30, inciso segundo, de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.
Artículo cuarto

El Senado aprobó un texto del siguiente tenor:

“Artículo cuarto.- El Presidente de la República nombrará, transitoria y provisionalmente, conforme al artículo quincuagésimo noveno de la ley N° 19.882, al Superintendente y al Secretario Ejecutivo de la Agencia de Calidad de la Educación, quienes asumirán de inmediato y en tanto se efectúa el proceso de selección pertinente que establece la señalada ley para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública.

Para iniciar el concurso de los integrantes del consejo de la Agencia, el Ministro de Educación tendrá un plazo máximo de dos meses, contado desde la publicación de la presente ley.”.

La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, lo ha rechazado.
Artículo quinto

El Senado aprobó el siguiente texto:

“Artículo quinto.- La planta de personal de la Superintendencia y de la Agencia de Calidad de la Educación será provista mediante el traspaso, sin solución de continuidad, de personal desde el Ministerio de Educación, Subsecretaría de Educación y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, siguiendo el procedimiento que se establece en el inciso siguiente. Del mismo modo, se traspasarán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho. Los cargos que no se provean de conformidad al procedimiento previsto en el inciso siguiente se llenarán mediante concurso público.

Conforme a lo anterior, la Subsecretaría de Educación directamente o utilizando el procedimiento que establece por el artículo 23 del Estatuto Administrativo, llamará a un concurso abierto a los funcionarios de las instituciones enumeradas en el inciso precedente, sean de planta o a contrata, los que deberán cumplir los requisitos de los cargos concursados y estar calificados en listas 1 o 2 de distinción o buena, respectivamente. Los funcionarios a contrata deberán, además, haberse desempeñado en tal calidad a lo menos durante los dos años previos al concurso.

La Subsecretaría de Educación en forma previa, según la planta y sus requisitos, definirá, conjuntamente con el Superintendente o el Secretario Ejecutivo de la Agencia de Calidad de la Educación, según corresponda, los factores, subfactores, competencias o aptitudes específicas a considerar, pudiendo fijarse por cargos o grupo de cargos o funciones.

El concurso deberá seguir, a lo menos, las siguientes normas básicas:

a) En la convocatoria se especificarán los cargos, las funciones a desempeñar y la localidad en la que estará ubicada la vacante.

b) En un solo acto, se postulará a una o más de las plantas o escalafones de la Superintendencia sin especificar cargos o grados determinados dentro de ellas, salvo que se postule sólo a determinadas localidades especificadas en la convocatoria.

c) La provisión de los cargos de cada planta se efectuará, en cada grado, en orden decreciente, conforme al puntaje obtenido por los postulantes.

d) En caso de producirse empate, los funcionarios serán designados conforme a los siguientes criterios: en primer término con el personal de planta, si quedaran vacantes se procederá con los funcionarios a contrata. De subsistir la igualdad se procederá conforme al resultado de la última calificación obtenida en la institución de origen. Por último, de mantenerse la igualdad se pronunciará el Superintendente o el Secretario Ejecutivo de la Agencia de Calidad, según corresponda.

e) El traspaso regirá a partir de la fecha en que quede totalmente tramitado el acto administrativo que lo dispone o de una fecha posterior, si éste así lo estableciera.

Facúltase al Presidente de la República para que, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Educación, que además deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, dicte normas complementarias para el adecuado desarrollo del concurso, aplicando, en lo que estime pertinente, los preceptos del decreto supremo N° 69, del Ministerio de Hacienda, de 2004, Reglamento sobre Concursos del Estatuto Administrativo.”.

La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, lo ha rechazado.

Artículo sexto

El Senado aprobó un texto para el artículo sexto transitorio del siguiente tenor:

“Artículo sexto.- Facúltase al Presidente de la República para que, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Educación, que además deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, regule los cargos de planta que quedaren vacantes, en el o los servicios en virtud de la creación de la Supertendencia de Educación y de la Agencia de Calidad de la Educación. En el ejercicio de esta facultad, además, podrá establecer la disminución de la dotación máxima en los servicios antes mencionados.”.

La Cámara de Diputados rechazó este artículo como consecuencia del rechazo de los artículos 5° y 45 permanentes, que crean la Agencia de Calidad de la Educación y la Superintendencia de Educación, respectivamente, en conformidad al artículo 30, inciso segundo, de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.
Artículo séptimo

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo séptimo transitorio:

“Artículo séptimo.- Los traspasos de personal no podrán significar disminución de remuneraciones ni modificación de los derechos previsionales de los funcionarios traspasados. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.”.

La Cámara de Diputados rechazó este artículo como consecuencia del rechazo de los artículos 5° y 45 permanentes, que crean la Agencia de Calidad de la Educación y la Superintendencia de Educación, respectivamente, en conformidad al artículo 30, inciso segundo, de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.
Artículo octavo

El Senado aprobó el siguiente texto:

“Artículo octavo.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministro de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Superintendencia y la Agencia de Calidad, incluyendo sus glosas y los recursos que se le traspasen por efectos del artículo quinto transitorio y aquellos asociados a las unidades cuyas funciones se transfieren por esta ley a la Superintendencia.”.
La Cámara de Diputados rechazó este artículo como consecuencia del rechazo de los artículos 5° y 45 permanentes, que crean la Agencia de Calidad de la Educación y la Superintendencia de Educación, respectivamente, en conformidad al artículo 30, inciso segundo, de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.
Artículo noveno

El Senado aprobó un artículo noveno transitorio del siguiente tenor:

“Artículo noveno.- Mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Bienes Nacionales, el que deberá también suscribirse por el Ministro de Educación, se determinarán los bienes muebles e inmuebles fiscales que se traspasarán a la Superintendencia y la Agencia de Calidad. El Superintendente y el Secretario Ejecutivo de la Agencia de Calidad de la Educación requerirán de las reparticiones correspondientes las inscripciones y anotaciones que procedan, con el sólo mérito del decreto supremo antes mencionado.”.

La Cámara de Diputados rechazó este artículo como consecuencia del rechazo de los artículos 5° y 45 permanentes, que crean la Agencia de Calidad de la Educación y la Superintendencia de Educación, respectivamente, en conformidad al artículo 30, inciso segundo, de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.
Artículo décimo

El Senado aprobó el siguiente texto:

“Artículo décimo.- Las categorías indicadas en el artículo 9º de la ley Nº 20.248 se entenderán equivalentes a las categorías establecidas en el artículo 13 de la presente ley, de acuerdo a la siguiente tabla:

	         Autónomo
	De Buen Desempeño

	        Emergente


	De Desempeño Satisfactorio

	
	De Desempeño Regular 

	   En Recuperación
	De Mal Desempeño


Los establecimientos educacionales adscritos al régimen de Subvención Escolar Preferencial, regulado por la ley N° 20.248, serán reclasificados por la Agencia de la Calidad en el plazo establecido en el artículo segundo transitorio de la presente ley.

Sin embargo, los establecimientos clasificados según las categorías señaladas en la ley N° 20.248, conservarán los derechos y deberes constituidos conforme a ella, hasta el término del año 2011.

Facúltase al Presidente de la República para que dicte las normas con fuerza de ley necesarias para la transición de los establecimientos regidos por la ley Nº 20.248 a las categorías establecidas en el artículo 13 de la presente ley.

En el mismo acto el Presidente de la República dictará  las demás disposiciones necesarias para adecuar las demás disposiciones de la ley Nº 20.248 a las de la presente ley.”.
La Cámara de Diputados rechazó este artículo como consecuencia del rechazo de los artículos 5° y 45 permanentes, que crean la Agencia de Calidad de la Educación y la Superintendencia de Educación, respectivamente, en conformidad al artículo 30, inciso segundo, de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.
Artículo undécimo

“Artículo undécimo.- Facúltase al Presidente de la República para que, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por el Ministerio de Educación, que además deberán ser suscritos por el Ministerio de Hacienda, dicte las normas necesarias para modificar la organización del Ministerio de Educación con el objeto de adecuarla a las normas de esta ley. En dichas normas se procederá, además, a efectuar la adecuación de las plantas de personal que de dicha reorganización se deriven.”.
La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, lo ha rechazado.

Artículos duodécimo y décimo tercero, nuevos

La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, ha consultado los siguientes artículos duodécimo y décimo tercero, nuevos:
“Artículo duodécimo.- Los establecimientos que imparten educación parvularia, que reciben aportes del Estado y que no cuentan con el reconocimiento oficial del Estado, tendrán un plazo de cuatro años a contar de la entrada en vigencia de la presente ley para obtener tal reconocimiento. Transcurrido ese plazo, los establecimientos educacionales de educación parvularia que no cuenten con dicho reconocimiento, no podrán recibir recursos del Estado para la prestación del servicio educativo.

Artículo décimo tercero.- Mientras no esté en ejercicio el registro público de auditores externos señalado en el artículo 50 de esta ley, se entenderá que los auditores externos son aquellos que pertenecen al registro de auditores externos de la Superintendencia de Valores y Seguros.”.


- Sometidas a una misma y única votación todas las modificaciones introducidas por la Honorable Cámara de Diputados, fueron rechazadas por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro, Quintana y Walker, don Ignacio.

- - -


En mérito de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión tiene el honor de proponeros el rechazo de todas las modificaciones introducidas por la Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, al proyecto de la referencia, despachado por el Senado en el primer trámite constitucional.

- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 19 de mayo, 7, 16 y 30 de junio, y 14 de julio de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señor Ignacio Walker Prieto (Presidente), Carlos Cantero Ojeda (Carlos Bianchi Chelech), Andrés Chadwick Piñera (Jaime Orpis Bouchon), Alejandro Navarro Brain y Jaime Quintana Leal.


Sala de la Comisión, a 23 de julio de 2010.

(Fdo.): María Isabel Damilano Padilla, Secretario 
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, SOBRE RECUPERACIÓN Y CONTINUIDAD EN CONDICIONES CRÍTICAS Y DE EMERGENCIA DEL SISTEMA PÚBLICO DE TELECOMUNICACIONES

(7029-15)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, enunciado en el rubro, originado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “simple”, el 6 de julio de 2010.
- - - - - - - -


Dejamos constancia que este proyecto de ley se discutió sólo en general, en conformidad a lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36, del Reglamento del Senado.

- - - - - - - - -

Durante la discusión de este proyecto de ley vuestra Comisión contó con la colaboración y participación del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé; del Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton y de la Asesora Legislativa del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Carolina Tagle.
- - - - - - 


Se deja constancia que durante el estudio en general de esta iniciativa legal, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones acordó, a instancias del Ejecutivo y por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Rincón y señores Cantero, Chahuán, Girardi y Novoa, recibir en audiencia durante la discusión en particular de este proyecto de ley, a las empresas e instituciones que lo soliciten, en atención a que fue elaborado y consensuado con la participación de las empresas de telecomunicaciones en una Mesa de Trabajo convocada con la finalidad de identificar y abordar las causas que provocaron las fallas de los servicios de telecomunicaciones con motivo del terremoto y de analizar los cambios tecnológicos y normativos necesarios para un mejor desempeño de las redes y servicios de telecomunicaciones en situaciones de catástrofe.


Las empresas participantes en la mesa de trabajo y que suscribieron el Acta de Compromisos con el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones fueron las siguientes: Entel PCS Telecomunicaciones S.A.; Telefónica Chile S.A.; Telefónica Móviles Chile S.A.; Entel Telefonía Local S.A.; Claro Chile S.A.; Telmex; VTR Banda Ancha (Chile) S.A, VTR Móvil S.A.; Compañía de Teléfonos Telefónica del Sur S.A.; Compañía de Teléfonos de Coyhaique S.A.; GTD Manquehue S.A., GTD Telesat S.A.; Centennial Cayman Corp (Nextel Chile); CMET Compañía de Teléfonos; Will S.A.; y RTC Rural Telecomunication Chile S.A., CTR Comunicación y Telefonía Rural S.A..


Copia del Acta de Compromisos: Mesa de Trabajo para la Emergencia, de 17 de mayo de 2010, suscrita entre el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y las señaladas empresas de telecomunicaciones,  se encuentra en la Secretaría de esta Comisión a disposición de los señores Senadores.

OBJETIVOS DEL PROYECTO


- Modificar algunas normas de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, con la finalidad, entre otras, de garantizar la continuidad de servicio en el sistema público de telecomunicaciones, en situaciones de emergencia, otorgando al Estado las herramientas mínimas para coordinar y gestionar las acciones necesarias y contar con una infraestructura de telecomunicaciones mejor preparada para los eventos catastróficos desarrollando un sistema de telecomunicaciones de emergencia que esté destinado esencialmente a apoyar las labores de coordinación y gestión de los organismos de gobierno en estas situaciones.


- Consolidar en Chile un modelo de desarrollo de las telecomunicaciones de vanguardia, acorde con el estándar de los países de la Organización para la Cooperación Económica y el Desarrollo (OCDE) y que incorpore la tendencia mundial de la convergencia de los servicios de telecomunicaciones e Internet.



- Incentivar la incorporación al mercado de empresas o entidades que suministren servicios de venta o arriendo de infraestructura para telecomunicaciones, optimizando así el ritmo de reconstrucción de sistemas de telecomunicaciones en beneficio de la comunidad y también de las concesionarias, constituyendo un incentivo para agilizar el despliegue de infraestructuras de telecomunicaciones modernas y que, a la vez, sean más respetuosas con el medio en que se integren.


Para ello, el proyecto incluye una serie de medidas que se detallan a continuación:


a) Se establece una excepción en la ley 18.168, General de Telecomunicaciones, en virtud de la cual se simplifica el procedimiento de autorización para la modificación consistente en la instalación de un sistema radiante cuando ésta se efectúe sobre una infraestructura ya autorizada.


b) Se reconoce que, dentro de las instalaciones y redes provistas por terceros a los concesionarios o permisionarios de servicios de telecomunicaciones, bajo la figura concesional de los servicios intermedios de telecomunicaciones, se entiende también incorporada la infraestructura que aquéllos ponen a disposición de tales concesionarios o permisionarios.


- Establecer y promover el desarrollo de una política nacional de resguardo de las infraestructuras críticas de este sector, así como el diseño y definición de un plan estratégico de protección de las redes y sistemas críticos a nivel nacional, que involucre a todos los actores relevantes.

- Indemnizar a los usuarios  en caso de suspensión, interrupción o alteración del servicio público telefónico e Internet, una vez transcurridos 3 días consecutivos en un mismo mes calendario. 


- Optimizar los sistemas de información


El ejercicio de las potestades de coordinación de las tareas de reconstrucción en el ámbito de las telecomunicaciones supone necesariamente que la autoridad disponga de información veraz y confiable de parte de los operadores de telecomunicaciones cuando ocurren catástrofes que ponen en riesgo el sistema de telecomunicaciones.


- Simplificar el procedimiento concursal de radiodifusión sonora.


Atendido que la publicación en el Diario Oficial y en un diario de la capital de provincia o región del extracto de las resoluciones de asignación y solicitudes de modificación de concesiones de radiodifusión sonora, que hoy exige la ley, resulta excesivamente onerosa para pequeños y medianos radiodifusores, especialmente los de regiones, y, por otra parte, que con las mismas no se cumple eficientemente con el propósito de publicidad, para garantizar los derechos eventuales de terceros, con que fueron previstas tales exigencias, se sustituye el citado sistema de publicidad por la publicación en la web institucional. Este sistema al centralizar en un solo lugar las publicaciones extractadas cumple de manera más eficaz el fin de que terceros interesados puedan ejercer su derecho de oposición. Dicha medida, sin embargo, afecta exclusivamente a la publicación de los extractos de las resoluciones que asignan y de las solicitudes de modificación de concesiones de radiodifusión sonora, pero no a la publicación en el Diario Oficial del decreto que otorga o modifica la concesión, los que constituyen el acto concesional final que ineludiblemente, por motivos de publicidad y certeza jurídica, debe ser publicado en el Diario Oficial.

ANTECEDENTES JURÍDICOS.

Tienen incidencia, en este proyecto de ley, las siguientes normas jurídicas:


- Ley 18.168, General de Telecomunicaciones, artículos 3º, 7º bis, 13 A, 13 C, 14, 27, 37,  39 A y 39 B. Algunas de estas disposiciones se modifican y otras se incorporan a la citada ley.



La modificación al artículo 3º, simplifica la entrada al mercado de prestadores de facilidades de infraestructura para el despliegue de torres y ductos, ampliando la definición de concesión de servicio intermedio.


El artículo 7 bis, que se agrega tiene por finalidad transmitir sin costo los mensajes de alerta masiva. 


Los artículos  13 A y 13 C se enmiendan para simplificar los procedimientos concursales de radiodifusión sonora, reemplazándose la publicación el  Diario Oficial por la publicación en la web institucional de 2 actos administrativos: las resoluciones de asignación de concesiones de radiodifusión sonora y las resoluciones que declaran desierto el concurso. Con ello se centralizan en un solo lugar las publicaciones extractadas, cumpliendo de manera más eficaz que terceros interesados puedan ejercer su derecho de oposición.


El artículo 14, se modifica, estableciéndose una excepción en la ley para facilitar el procedimiento de autorización para la instalación de un sistema radiante en infraestructura autorizada, que no altere su zona de servicio, ni frecuencias asignadas. 


El enmienda al artículo 27, extiende al servicio de Internet el descuento automático y el pago de la indemnización, contemplado en la ley, lo que se traduce en indemnización a los usuarios en caso de suspención, interrupción o alteración del servicio de Internet, una vez transcurridos 3 días consecutivos en un mismo mes calendario.


Asimismo, se ajusta la redacción de la ley de modo de aplicar descuentos e indemnización a los planes de servicio con renta plana y prepago.


La enmienda al artículo 37 tiene por finalidad establecer un sistema de información para la emergencia.


Finalmente, la incorporación del Título VIII, que contempla los artículos 39 A y 39 B, tiene por finalidad la protección de las infraestructuras críticas de telecomunicaciones. Para este efecto, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones tendrá las siguientes atribuciones:

- Identificar, como infraestructuras críticas, las redes y sistemas de telecomunicaciones. Infraestructura cuya interrupción, destrucción, corte o falla, generaría serio impacto en la salud y seguridad de la población.

- Establecer medidas de resguardo para aquellas infraestructuras de telecomunicaciones que hayan sido declaradas como críticas.

- Coordinar con los diversos organismos e instituciones de gobierno y con los agentes privados el diseño, implementación, desarrollo y mantenimiento de la política y plan de resguardo de las infraestructuras críticas de telecomunicaciones.
ANTECEDENTES DE HECHO

El Mensaje del Ejecutivo que dio origen a esta iniciativa legal señala que las telecomunicaciones son un servicio esencial en nuestras vidas y para el desempeño económico del país. Desde la apertura y liberalización de este mercado, a mediados de la década de los ochenta, hasta la fecha, ha vivido una evolución sin precedentes, mostrando indicadores de penetración de telefonía e Internet que nos transforman en líderes de Latinoamérica.


Sin embargo, a propósito del terremoto y posterior tsunami del pasado 27 de febrero, se develaron falencias en nuestro sistema de telecomunicaciones que anteriormente no  se habían constatado.


Es comprensible que, como consecuencia de la magnitud de la catástrofe vivida, existan problemas de operación en los servicios públicos de telecomunicaciones.


La infraestructura de estos servicios en nuestro país se ha cimentado en un modelo de mercado donde la eficiencia en proveer los servicios es clave para obtener ventajas competitivas. Como es natural, los concesionarios en este ambiente deben optimizar sus costos de operación e infraestructura para cumplir con las exigencias de calidad del mercado. Sin embargo, los últimos acontecimientos han demostrado que esta optimización no considera adecuadamente la existencia de desastres naturales de la magnitud de los que recientemente han azotado al país y sus efectos sobre las redes de telecomunicaciones.


Fiel reflejo de lo anterior es el insuficiente respaldo de la infraestructura crítica del sistema público de telecomunicaciones y una logística que se ha demostrado limitada para poder hacer frente a situaciones como la que trajo consigo el terremoto, todo lo cual, se ha traducido en problemas de calidad, en una percepción de vulnerabilidad del sistema y, en algunos sectores, una mayor complejidad para reponer el servicio.


El modelo de desarrollo del sector no contempla mecanismos de continuidad en la política de seguridad de nuestras redes. Tampoco lo han hecho las posteriores modificaciones del marco regulatorio, que si bien nos ha permitido estar en una posición de liderazgo en términos de penetración, nos ha dejado en una situación crítica para enfrentar las emergencias.


El Mensaje señala que atendidas las falencias anteriormente descritas, es que el Ejecutivo ha resuelto proponer una serie de medidas que buscan preparar a nuestro país para enfrentar las futuras emergencias, tanto en el corto como en el largo plazo, así como la reconstrucción de la zona afectada.
ESTRUCTURA DEL PROYECTO 


El proyecto de ley en estudio se encuentra estructurado en un artículo único y un artículo transitorio.


El artículo único, mediante 8 numerales introduce las siguientes modificaciones a la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones:


El número 1, modifica la letra e) del artículo 3° que clasifica los servicios de telecomunicaciones, suprimiendo  las expresiones “transmisión o conmutación” en la citada letra que se refiere a los servicios intermedios de telecomunicaciones, constituidos por los servicios prestados por terceros, a través de instalaciones y redes, destinados a satisfacer las necesidades de transmisión o conmutación de los concesionarios o permisionarios de telecomunicaciones en general, o a prestar servicio telefónico de larga distancia a la comunidad en general. Como se indicó anteriormente, este numeral modifica esta letra suprimiendo las expresiones “transmisión o conmutación”.


El número 2, agrega un artículo 7° bis, que establece que en situaciones de emergencia, resultantes de fenómenos de la naturaleza y/o fallas eléctricas generalizadas, u otras de riesgo colectivo, los concesionarios, permisionarios y/o licenciatarios de telecomunicaciones deberán transmitir sin costo, en la medida que sus sistemas técnicos así lo permitan y que no afecten la calidad de servicio definida en la normativa técnica bajo cuyo amparo se encuentran dichas concesiones, permisos y/o licencias, los mensajes de alerta que les encomienden determinados organismos públicos con competencia en esos casos. Lo anterior con el fin de permitir el ejercicio de las funciones gubernamentales de coordinación,  prevención y solución de los efectos que puedan producirse en situaciones de emergencia. Un reglamento definirá la interoperación entre estos sistemas de alerta y los concesionarios de telecomunicaciones.".


El número 3, introduce dos modificaciones en el artículo 13° A de la ley, que regula los requisitos para participar en los concursos públicos que otorgan las concesiones de servicios de telecomunicaciones de libre recepción o de radiodifusión:


La primera de ellas, modifica en su inciso sexto, la forma de publicación de la resolución que asigna la concesión, la declara desierta o llama a sorteo, la que se notificará al o los interesados de conformidad a lo dispuesto en el artículo 16° Bis de la ley, tras lo cual se publicará en extracto redactado por la Subsecretaría en el sitio web de dicho organismo, el que para tales fines mantendrá un link especial con acceso directo a todas las resoluciones publicadas, a lo menos, en el  mes anterior. En caso de declararse desierto el concurso por ausencia de postulantes, la resolución correspondiente se publicará en extracto en el sitio web de la Subsecretaría sin necesidad de notificación previa.


La norma actual señala que la resolución se publicará en extracto redactado por la Subsecretaría, por una sola vez, en el Diario Oficial. Además, se publicará en un diario de la capital de la provincia o a falta de éste de la capital de la región en la cual se ubicarán las instalaciones y equipos técnicos de la emisora.


La segunda enmienda elimina el inciso séptimo de este artículo 13 A, que se refiere a las publicaciones y notificaciones en el caso de otorgamiento de la concesión o de declararse desierto el concurso.


El número 4, modifica el inciso cuarto del artículo 13 C, señalando que se aplicarán al concurso las normas que se establecen en los artículos 13 y 13 A, en lo que les sea aplicable. Las publicaciones a que se refiere el artículo 13 A se harán en el Diario Oficial y en un diario de la capital de la provincia o a falta de éste de la capital de la región en la cual se ubicarán las instalaciones. En el caso de otorgamiento de la concesión o permiso las publicaciones serán de cargo del beneficiado y deberán realizarse dentro de los 10 días siguientes a la fecha de su notificación, bajo sanción de tenérsele por desistido de su solicitud, por el solo ministerio de la ley y sin necesidad de resolución adicional alguna. En caso de declararse desierto el concurso la publicación sólo se hará en el Diario Oficial, será de cargo de la Subsecretaría y deberá realizarse en igual plazo.". No se entenderá aplicable lo dispuesto en los incisos final del artículo 13 y segundo del artículo 13 A.


El número 5, introduce dos modificaciones en el artículo 14° de la ley que señala los elementos de la esencia de una concesión.


La primera de ellas, agrega al final del inciso cuarto de este artículo, que se refiere a la modificación de la ubicación de la planta transmisora y la ubicación y características técnicas del sistema radiante, que se regirán por las normas establecidas en los artículos 15 y 16 y sólo serán aceptadas en la medida que no modifiquen o  alteren la zona de servicio, la siguiente frase: "Las publicaciones previstas en las citadas disposiciones se harán en el sitio web de la Subsecretaría, conforme a lo dispuesto en el artículo 13° A de la ley.".


La segunda enmienda, agrega a continuación del inciso quinto, que señala que las solicitudes que digan relación con las zonas de servicios, potencia, frecuencia y características técnicas de los sistemas radiantes, se regirán por las normas establecidas en los artículos 15 y 16 de esta ley, "con excepción de aquellas modificaciones que, no importando una alteración de la zona de servicio, de las frecuencias, del ancho de banda y/o de las potencias máximas ya autorizadas, se instalen sobre infraestructuras ya autorizadas, en cuyo caso la autorización se otorgará mediante resolución de la Subsecretaría.".


El número 6, introduce cuatro enmiendas al artículo 27, que se refiere a la autorización para que los concesionarios de servicios públicos de telecomunicaciones puedan efectuar cobros por la instalación del servicio e iniciar el cobro por el suministro de servicios al público usuario, con la autorización previa de la Subsecretaría de Telecomunicaciones.


La primera y segunda de ellas, modifican el inciso segundo, señalando que toda suspensión, interrupción o alteración del servicio telefónico e Internet que exceda de 12 horas por causa no imputable al usuario, deberá ser descontada de la tarifa mensual de servicio a razón de un día por cada 24 horas o fracción superior a 6 horas, eliminándose la referencia a servicio “básico”.


La tercera y cuarta enmienda, también modifican el inciso segundo de este artículo 27 indicando que en caso que la suspensión, interrupción o alteración exceda de 3 días consecutivos en un mismo mes calendario y no obedezca a fuerza mayor o hecho fortuito, el concesionario deberá indemnizar al usuario con el equivalente al triple del valor de la tarifa diaria por cada día de suspensión, interrupción o alteración del servicio, sustituyéndose “tarifa básica diaria” por “tarifa diaria”.

El numeral 7, modifica el inciso segundo del artículo 37, que obliga a todo concesionario, permisionario o titular de licencia de servicios de telecomunicaciones a mantener, en un lugar visible dentro del local de la estación o a disposición de la autoridad, copia autorizada del decreto, permiso, o licencia correspondiente.


Su inciso segundo señala que la Subsecretaría podrá requerir de los concesionarios o permisionarios de servicios de telecomunicaciones los antecedentes e informes que sean necesarios para el cumplimiento de sus funciones, quienes estarán obligados a proporcionarlos. La enmienda que se introduce propone agregar que “Los concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones, para los fines de lo dispuesto en el artículo 7° bis de la ley, deberán facilitar a la Subsecretaría o a cualquiera de los organismos públicos a que se refiere la citada disposición, la información sobre fallas significativas en sus sistemas de telecomunicaciones que puedan afectar el normal funcionamiento de los mismos. Dichos requerimientos podrán efectuarse por medios electrónicos y deberán entregarse en la forma y oportunidad que al efecto señale el reglamento que dicte el Ministerio.”. La negativa injustificada a entregar la información o antecedentes solicitados o la falsedad en la información proporcionada será castigada con las penas del artículo 210 del Código Penal, con la salvedad que la multa no podrá ser inferior a cinco ni superior a quinientas unidades tributarias mensuales.


El número 8, incorpora a continuación del Título VII de la ley N° 18.168, un nuevo Título VIII, relativo a las Infraestructuras Críticas de Telecomunicaciones, estructurado en los artículos 39 A y 39 B.


El artículo 39° A señala que el Ministerio, a través de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, desarrollará un plan de resguardo de la infraestructura crítica de telecomunicaciones del país, con el objeto de asegurar la continuidad de las comunicaciones en situaciones de emergencia resultantes de fenómenos de la naturaleza, fallas eléctricas generalizadas u otras situaciones análogas. Para este efecto, tendrá las siguientes atribuciones:


a) Coordinar con los diversos organismos e instituciones de gobierno y con los agentes privados el diseño, implementación, desarrollo y mantenimiento de la política y plan de resguardo de las infraestructuras críticas de telecomunicaciones.


b) Declarar, mediante resolución fundada, y de acuerdo al procedimiento establecido en el reglamento, como infraestructura crítica las redes y sistemas de telecomunicaciones cuya interrupción, destrucción, corte o fallo, generaría serio impacto en la salud, y seguridad de la población.


c) Establecer medidas de resguardo que deberán adoptar los concesionarios, permisionarios y/o licenciatarios para la operación y explotación de sus respectivas infraestructuras de telecomunicaciones que hayan sido declaradas como críticas. Lo anterior, con el objeto de asegurar la continuidad de las comunicaciones en los términos referidos en sus propios proyectos técnicos, en aquellas situaciones de emergencia descritas en el inciso primero de este artículo.


A su vez, el artículo 39° B  establece que un reglamento contendrá las definiciones, procedimientos, medidas y requisitos para que la Subsecretaría de Telecomunicaciones, dentro de la esfera de su competencia, implemente el plan de resguardo de la infraestructura crítica de telecomunicaciones del país.


Finalmente, el artículo transitorio del proyecto de ley señala que esta ley comenzará a regir 30 días después de su publicación. El reglamento será dictado por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones dentro de los 90 días siguientes a la entrada en vigencia de la misma.
DISCUSIÓN EN GENERAL


Durante la discusión en general de esta iniciativa legal, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones escuchó las siguientes exposiciones:

Exposición del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé, inició su presentación señalando que la iniciativa legal en análisis reviste gran importancia puesto que representa una manera para enfrentar la emergencia actual y las que puedan presentarse en el futuro en el sentido de adecuar algunos aspectos de la industria que se vinculan con la reconstrucción y otros con la generalidad de las telecomunicaciones.


Informó que después del terremoto de 27 de febrero del año en curso, se formó una Mesa de Trabajo entre la Subsecretaría de Telecomunicaciones y las empresas de telefonía móvil y fija, para concordar una fórmula para enfrentar emergencias futuras sobre la base de que el comportamiento de las telecomunicaciones durante la emergencia no fue adecuado y existe un grado de insatisfacción de la ciudadanía que se manifestó de distintas formas, para lo cual se adoptaron diversos protocolos, suscritos por ambas partes, para actuar en caso de emergencia y que dieron origen a esta iniciativa legal.

Exposición del Subsecretario de Telecomunicaciones


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, reiteró la información anterior y agregó que como consecuencia del terremoto de 27 de febrero del año en curso se detectaron que las principales debilidades que se presentaron fueron las siguientes:


1.- Respaldos de energía eléctrica insuficientes para cortes prolongados de suministro eléctrico. Cuando se producen fallas en los sitios críticos de telecomunicaciones queda una localidad o parte de la red con problemas graves de congestión y se produce un colapso en las telecomunicaciones en gran parte del país;


2.- Respaldos de energía eléctrica con baja confiabilidad. La normativa vigente no es exigente en relación a este tema, se ha estimado que la mínima autonomía que debe tener una estación móvil o alguna estación rural de telefonía son entre 2 a 4 horas. Cuando se produjo el apagón de 14 de marzo del año en curso, cayó el 35% de las celdas móviles a los 5 minutos, lo que demuestra que no había respaldo de batería, por lo tanto, mediante esta iniciativa legal se pretende lograr el cumplimiento de una normativa que son los estándares mínimos de operación que están incorporados en los modelos tarifarios, es decir, dentro de los cálculos de tarifas de las compañías esas inversiones están consideradas;


3.- Imposibilidad de suministrar combustibles para continuidad de grupos electrógenos y para la recarga de baterías. Este tema es de seguridad ciudadana, para lo cual se propone incorporar incentivos para que en lugares remotos a los cuales es difícil llegar en casos de emergencia con combustibles existan sistemas alternativos, eólicos, placas solares que permitan contar con suministro eléctrico;


4.- Pérdida de continuidad de las comunicaciones, incluso las de emergencia. Como consecuencia de la emergencia vivida con ocasión del terremoto es posible constatar que por la congestión y falta de energía cayeron los sistemas de comunicación;


5.- Información inoportuna e inadecuada para tener un diagnóstico orientado con las necesidades de comunicación de los ciudadanos y para definir prioridades. El mejor ejemplo de esta situación se produce cuando la ex Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet, intentaba comunicarse a Concepción y las empresas de telefonía sabían que en esa ciudad las telecomunicaciones estaban colapsadas y la Oficina Nacional de Emergencia no tenía conocimiento de esa situación. En caso de emergencia o de catástrofe, cuando existe una falla en las redes de telecomunicaciones que afecten a un porcentaje de la población debe ser informado de inmediato a las instancias operativas o entidades de gobierno que coordinan la emergencia, y


6.- Insuficiencia en normativa en cuanto a exigencias mínimas de calidad. En esta materia existían algunas normas que quedaron flexibilizadas por un error administrativo de hace 6 años, para superar esta situación se ha tomado por base un modelo que se aplica en Estados Unidos y en Europa, en que se exigen estándares mínimos de operación, como por ejemplo que el 97% de las comunicaciones se puedan cursar y no se interrumpa más del 3% de esas comunicaciones.


Este estándar se introducirá en la industria de las telecomunicaciones y se otorgará un plazo de 18 meses para cumplirlo, porque se deben readecuar las instalaciones y otorgar mayores capacidades en algunos lugares. El tema más grave es que con ocasión del terremoto se produjo el desajuste total de las antenas, sin perjuicio de que sólo cayeron el 2% de las torres. 


El ajuste que se debe realizar requiere de gran precisión técnica y demorará entre 9 a 12 meses.


Asimismo, se acordó publicar los estándares para conocimiento de la comunidad y se enseñará a los usuarios los atributos principales del servicio que ofrece cada compañía para una adecuada elección en cuanto a la cobertura, calidad del servicio, etc.


El Honorable Senador señor Novoa recordó que hace 4 años, el Subsecretario de Telecomunicaciones de la época presentó un informe relativo al funcionamiento de los teléfonos celulares en Chile. Ese informe se hizo por compañía y comprendía el porcentaje de las comunicaciones establecidas, de conversaciones terminadas exitosamente y los resultados obtenidos eran muy buenos lo que motivó la sorpresa de los usuarios puesto que en la práctica la realidad era distinta y se constató que el informe se realizó desde un computador que efectuaba las llamadas hacia un celular que estaban en un punto fijo, por lo que solicitó que los estudios sobre telefonía móvil consideren puntos móviles.

Como consecuencia de lo anterior, solicitó que los estudios que se realicen consideren las diferencias entre telefonía móvil e Internet móvil, puesto que normalmente los usuarios usan Internet en lugares fijos y les interesa un buen servicio a bajo costo. Los usuarios de Internet móvil o inalámbrico son un porcentaje menor, puesto que se realiza a través de las Black Berries y I Phone.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, explicó que se realizará una medición denominada “Driver Test” que pretende efectuar una evaluación en redes móviles. Las fallas de cortes en las comunicaciones se producen en las zonas periféricas de los lóbulos.

Prosiguió señalando, que las medidas que se acordaron en la Mesa de Trabajo constituye un documento suscrito por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y las empresas de telefonía y el proyecto de ley en análisis contiene esos acuerdos de manera de evitar que ante un cambio de autoridades, en cualquiera de estas instancias, se modifiquen esas normas.


Las principales medidas que contiene este proyecto de ley son:


1.- Potenciar 400 emplazamientos de infraestructura crítica de telecomunicaciones, los cuales se caracterizarán por tener respaldo energético autónomo para al menos 48 horas. Asimismo, estos emplazamientos tendrán prioridad para suministrar combustible de manera de asegurar la continuidad del servicio; 


2.- Contar con respaldos de energía eléctrica en Estaciones Base, no catalogada como infraestructura crítica, con una autonomía de 4 horas y fiscalización del cumplimiento;


3.- Mitigar la congestión de llamadas en situación de emergencia, incentivando el uso del SMS, incrementando la capacidad y restricción de uso de paging, intentos de llamadas y uso de buzón de voz, que impliquen aumentar al triple la capacidad actual de SMS;


4.- Contar con un plan de comunicaciones realizados por concesionarios y con el patrocinio de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, para enseñar a las personas sobre las conductas recomendadas para facilitar la comunicación en casos de emergencia y congestión, y


5.- Uso de la red de telecomunicaciones para mensajes de alerta.


Explicó que esta iniciativa legal pretende facilitar la entrada al mercado de prestadores de facilidades de infraestructura. El artículo 3º de la Ley General de Telecomunicaciones señala los tipos de servicio, los tipos de concesionarios, así se establecen los concesionarios de servicio público telefónico, concesionarios de servicio público móvil, concesionarios de servicio público inalámbrico, concesionarios de servicio de transmisión de datos y concesionarios intermedios. 


Los concesionarios intermedios son aquellos que prestan la infraestructura para que otros lleguen a los usuarios. Estos concesionarios deben contar con elementos de transmisión y comunicación.


Para el Ejecutivo reviste gran importancia esta modificación puesto que implica diversos cambios legales y administrativos para incentivar el uso de las instalaciones de estos concesionarios, lo que se traduce en la instalación de torres con colocalización futura. Estos concesionarios existen en diversos países del mundo y una de las empresas más importantes es American Tower, que presta servicios en Estados Unidos y Canadá y recientemente se instaló en Chile y ha adquirido 250 antenas telefónicas y está negociando la compra de otras con el objetivo de arrendarlas a terceros. De esta forma, es posible señalar que la colocalización está operando en la práctica y sus implicancias se resuelven de acuerdo al mercado.


Con esta norma se bajan las barreras de entrada a nuevos competidores a este mercado, la infraestructura y la economía de escala están dados en la construcción de canalización, torres, edificios y si existen operadores que comparten la infraestructura entrarán nuevos operadores.


Asimismo, se pretende flexibilizar el procedimiento de autorización para la instalación de un sistema radiante (antenas) en infraestructura autorizada, que no altere su zona de servicio, ni frecuencias asignadas. Esta situación deriva del proceso de reconstrucción en que se requiere más agilidad para potenciar el desarrollo y la modernización de las telecomunicaciones.


Para la operación de las redes públicas de telecomunicaciones en situaciones de emergencia, se considera en casos de fenómenos de la naturaleza y/o fallas eléctricas generalizadas, u otras de riesgo colectivo, los concesionarios, permisionarios y/o licenciatarios de telecomunicaciones deberán transmitir sin costo, en la medida que sus sistemas técnicos así lo permitan y no afecten la calidad de servicio, los mensajes de alerta que les encomienden los organismos públicos con competencia en estos casos. A los concesionarios les interesa que esta situación tenga el debido resguardo legal para evitar malos usos de la mensajería corta o mensajes masivos. 


En la actualidad, es posible entregar mensajes muy focalizados, por lo tanto, son muy importantes ante situaciones de emergencia o de catástrofe o conmoción pública, así se podrían usar para el caso de apagones en que se informe con exactitud a las personas que se encuentran en la zona afectada cuáles son los tiempos de reposición y que lugares abarca el corte de luz.


El proyecto de ley extiende al servicio de Internet el descuento automático y el pago de la indemnización, contemplado en la ley, lo que se traduce en indemnización a los usuarios en caso de suspensión, interrupción o alteración del servicio de Internet, una vez transcurridos 3 días consecutivos en un mismo mes calendario. También, estos descuentos e indemnización se aplicarán a los planes de servicio con renta plana y prepago.


Asimismo, se contempla la obligación de los concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones, de facilitar a la Subsecretaría de Telecomunicaciones o a cualquiera de los organismos públicos, la información sobre fallas significativas en sus sistemas de telecomunicaciones que puedan afectar el normal funcionamiento de los mismos. Estos requerimientos podrán efectuarse por medios electrónicos y deberán entregarse en la forma y oportunidad que al efecto señale el reglamento que dicte el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.  


En relación a la protección de las infraestructuras críticas de telecomunicaciones, se establece que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, a través de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, desarrollará un plan de resguardo, con el objeto de asegurar la continuidad de los comunicaciones en situaciones de emergencia resultantes de fenómenos de la naturaleza, fallas eléctricas generalizadas u otras situaciones análogas. Para este efecto, tendrá las siguientes atribuciones:


1.- Identificar, como estructuras críticas, las redes y sistemas de telecomunicaciones. Infraestructura cuya interrupción, destrucción, corte o fallo, generaría serio impacto en la salud y seguridad de la población;


2.- Establecer medidas de resguardo para aquellas infraestructuras de telecomunicaciones que hayan sido declaradas como críticas;


3.- Coordinar con los diversos organismos e instituciones de gobierno y con lo agentes privados el diseño, implementación, desarrollo y mantenimiento de la política y plan de resguardo de las infraestructuras críticas de telecomunicaciones.


Se establece la simplificación de los concursos de radiodifusión sonora, reemplazándose la publicación en el Diario Oficial y en diarios regionales o locales, por la publicación en la página web de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, con ello se centralizan en un solo lugar las publicaciones extractadas, cumpliendo de manera más eficaz que terceros interesados puedan ejercer su derecho de oposición.


La inclusión de esta modificación en esta iniciativa legal obedece a la buena opinión del comportamiento de las radios comunitarias durante la emergencia provocada por el terremoto del 27 de febrero de este año. Por ello se pretende potenciarlas y otorgarles facilidades para la participación en los concursos.


Finalizada la intervención anterior, los señores Senadores formularon las siguientes consultas y observaciones:


1.- El Honorable Senador señor Cantero consultó qué política se tendrá con el uso del espectro cuando se libere el analógico y se produzca el cambio al sistema digital. En su opinión el Estado debe tener una banda propia de emergencia que sea compatible o en conexión con la banda digital.


A continuación, señaló que los radioaficionados han sido muy exitosos y durante la emergencia producida por el terremoto de 27 de febrero de 2010 jugaron un rol determinante pero muy disminuido, por lo que interesa conocer qué política se pretende aplicar.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, explicó que dentro del plan de trabajo del Ejecutivo se considera, en conjunto con el Ministerio del Interior la creación de la Agencia Nacional de Emergencia. En la actualidad, se revisa el concepto del sistema de emergencia para mejorar las comunicaciones de las diferentes redes, tales como el Servicio Hidrográfico y Oceanográfico de la Armada y la Red Volcanes, entre otros, con la Oficina Central que coordinará la emergencia.


Al mismo tiempo, se está mejorando la red de emergencia para reforzar la red satelital. Se licitará próximamente la red HF, que es igual al sistema que emplean los radioaficionados. Cada oficina de emergencia contará con sistemas de HF, además existirá una red paralela de comunicación con el Ejército y la Armada.


Dentro de la red de emergencia, como parte de una operación normal de los radioaficionados, el sistema que se está instalando es central con varias conexiones. Una para la recepción de las señales, y salidas a la red celular y a la televisión que cuente con la norma japonesa, puesto que a contar de enero de 2012 todos los televisores que entren a Chile tendrán que tener esta norma incorporada, además, se comunicará la emergencia a las redes sociales, con lo cual se pretende abarcar una gran cobertura para informar a la población.


Asimismo, los concesionarios telefónicos o de telecomunicaciones, deberán informar cuando existan fallas de manera que se tendrá conocimiento de que a lo mejor no se pueden usar los teléfonos celulares para enviar mensajes, pero si se puede usar la radio. Existe un acuerdo de la Oficina Nacional de Emergencia (ONEMI) con la Asociación de Radiodifusores de Chile (ARCHI) y la coordinación corresponderá al Ministerio del Interior a través de la unidad correspondiente.


Respecto de las frecuencias, explicó que el espectro está a disposición para la 4G y banda ancha y para el próximo año se pondrá a disposición la frecuencia de 2,6, que es la 4G que está estandarizada en varios países.


En la Banda de los 700 que está dentro de la gama de los UHF, donde se ubica la televisión digital, existe un par de canales analógicos que se entregaron hace mucho tiempo y el problema es que un canal analógico afecta a los dos de al lado, por lo que se debe determinar la forma en que se limpiará esa banda; para la Banda de 700 no se puede esperar mucho tiempo porque dentro de 2 ó 3 años ya estará en funcionamiento y se debe dejar espacio disponible.


2.- El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, solicitó dejar constancia que el proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Pedro Muñoz Aburto, Francisco Chahuán y Guido Girardi, sobre descuentos en la tarifa mensual en caso de interrupción de los servicios de telecomunicaciones (Boletín Nº 7.062-15) se incorporará como indicación en el segundo informe de este proyecto de ley.


3.- El Honorable Senador señor Chahuán solicitó al Ejecutivo el patrocinio de la Moción, petición que fue aceptada por el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé. 
VOTACIÓN EN GENERAL


Luego de escuchar las exposiciones anteriormente señaladas sobre este proyecto de ley y de efectuarse los planteamientos y observaciones consignados, los Honorables señores Senadores votaron en general la idea de legislar sobre esta materia.


- Sometida a votación la idea de legislar, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones procedió a aprobarlo en general, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Cantero, Chahuán, Girardi y Novoa.
- - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


En consecuencia, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, os recomienda que aprobéis, en general, el proyecto de ley en informe, cuyo tenor es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo Único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones:


1.- Elimínese en la letra e) del artículo 3°, luego de las palabras "necesidades de" y antes de la palabra "de", las expresiones “transmisión o conmutación”.


2.- Agrégase el siguiente artículo 7° bis:


"Artículo 7° bis.- En situaciones de emergencia, resultantes de fenómenos de la naturaleza y/o fallas eléctricas generalizadas, u otras de riesgo colectivo, los concesionarios, permisionarios y/o licenciatarios de telecomunicaciones deberán transmitir sin costo, en la medida que sus sistemas técnicos así lo permitan y que no afecten la calidad de servicio definida en la normativa técnica bajo cuyo amparo se encuentran dichas concesiones, permisos y/o licencias, los mensajes de alerta que les encomienden determinados organismos públicos con competencia en esos casos. Lo anterior con el fin de permitir el ejercicio de las funciones gubernamentales de coordinación,  prevención y solución de los efectos que puedan producirse en situaciones de emergencia. Un reglamento definirá la interoperación entre estos sistemas de alerta y los concesionarios de telecomunicaciones.".


3.- En el artículo 13° A de la ley:


A) En su inciso 6°, sustitúyase la frase "Ésta se publicará en extracto redactado por la Subsecretaría, por una sola vez, en el Diario Oficial. Además, se publicará en un diario de la capital de la provincia o a falta de éste de la capital de la región en la cual se ubicarán las instalaciones y equipos técnicos de la emisora.", por la siguiente: "Ésta se notificará al o los interesados de conformidad a lo dispuesto en el artículo 16° Bis de la ley, tras lo cual se publicará en extracto redactado por la Subsecretaría en el sitio web de dicho organismo, el que para tales fines mantendrá un link especial con acceso directo a todas las resoluciones publicadas, a lo menos, en el  mes anterior. En caso de declararse desierto el concurso por ausencia de postulantes, la resolución correspondiente se publicará en extracto en el sitio web de la Subsecretaría sin necesidad de notificación previa.".


B) Elimínase su inciso 7°.


4.- Agréguese en el inciso cuarto del artículo 13°C de la ley, a continuación de la frase "Se aplicarán al concurso las normas que se establecen en los artículos 13 y 13A, en lo que les sea aplicable.", la siguiente frase: "Las publicaciones a que se refiere el artículo 13°A se harán en el Diario Oficial y en un diario de la capital de la provincia o a falta de éste de la capital de la región en la cual se ubicarán las instalaciones. En el caso de otorgamiento de la concesión o permiso las publicaciones serán de cargo del beneficiado y deberán realizarse dentro de los 10 días siguientes a la fecha de su notificación, bajo sanción de tenérsele por desistido de su solicitud, por el solo ministerio de la ley y sin necesidad de resolución adicional alguna. En caso de declararse desierto el concurso la publicación sólo se hará en el Diario Oficial, será de cargo de la Subsecretaría y deberá realizarse en igual plazo.".


5.- En el artículo 14° de la ley:


A) Agréguese al final del inciso cuarto del artículo 14° de la ley, a continuación de donde dice "en la medida que no modifiquen o alteren la zona de servicio.", la siguiente frase: "Las publicaciones previstas en las citadas disposiciones se harán en el sitio web de la Subsecretaría, conforme a lo dispuesto en el artículo 13° A de la ley.".


B) Agréguese a continuación del inciso quinto del artículo 14° de la ley, precedida de un coma, donde dice "se regirán por las normas establecidas en los artículos 15 y 16 de esta ley", lo que se señala a continuación: "con excepción de aquellas modificaciones que, no importando una alteración de la zona de servicio, de las frecuencias, del ancho de banda y/o de las potencias máximas ya autorizadas, se instalen sobre infraestructuras ya autorizadas, en cuyo caso la autorización se otorgará mediante resolución de la Subsecretaría.".


6.- En el artículo 27°:


A) Agrégase en su inciso segundo, a continuación de donde dice “Toda suspensión, interrupción o alteración del servicio telefónico” y antes de donde dice “que exceda de”, la frase "e Internet".

B) Elimínase, en su inciso segundo, entre la expresión “deberá ser descontada de la tarifa mensual de servicio” y la expresión “a razón de un día por cada 24 horas”, la palabra “básico”.


C) Agrégase, en el inciso segundo del artículo 27° de la ley, a continuación de donde dice "al usuario con el", la expresión “equivalente al".


D) Elimínase, en su inciso segundo, entre la expresión “valor de la tarifa” y la expresión “diaria por cada día de suspensión”, la palabra “básica”. 


7.- Incorpórase en el inciso segundo del artículo 37°, a continuación del punto seguido y antes de donde dice “La negativa injustificada a entregar la información”, la siguiente frase:


“Los concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones, para los fines de lo dispuesto en el artículo 7° bis de la ley, deberán facilitar a la Subsecretaría o a cualquiera de los organismos públicos a que se refiere la citada disposición, la información sobre fallas significativas en sus sistemas de telecomunicaciones que puedan afectar el normal funcionamiento de los mismos. Dichos requerimientos podrán efectuarse por medios electrónicos y deberán entregarse en la forma y oportunidad que al efecto señale el reglamento que dicte el Ministerio.”


8.- Incorpórase a continuación del Título VII de la ley N° 18.168, un nuevo Título VIII del siguiente tenor:

"TÍTULO VIII

De las Infraestructuras Críticas de Telecomunicaciones


Artículo 39° A.- El Ministerio, a través de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, desarrollará un plan de resguardo de la infraestructura crítica de telecomunicaciones del país, con el objeto de asegurar la continuidad de las comunicaciones en situaciones de emergencia resultantes de fenómenos de la naturaleza, fallas eléctricas generalizadas u otras situaciones análogas. Para este efecto, tendrá las siguientes atribuciones:


a) Coordinar con los diversos organismos e instituciones de gobierno y con los agentes privados el diseño, implementación, desarrollo y mantenimiento de la política y plan de resguardo de las infraestructuras críticas de telecomunicaciones.


b) Declarar, mediante resolución fundada, y de acuerdo al procedimiento establecido en el reglamento, como infraestructura crítica las redes y sistemas de telecomunicaciones cuya interrupción, destrucción, corte o fallo, generaría serio impacto en la salud, y seguridad de la población.


c) Establecer medidas de resguardo que deberán adoptar los concesionarios, permisionarios y/o licenciatarios para la operación y explotación de sus respectivas infraestructuras de telecomunicaciones que hayan sido declaradas como críticas. Lo anterior, con el objeto de asegurar la continuidad de las comunicaciones en los términos referidos en sus propios proyectos técnicos, en aquellas situaciones de emergencia descritas en el inciso primero de este artículo.


Artículo 39° B.- Un reglamento contendrá las definiciones, procedimientos, medidas y requisitos para que la Subsecretaría de Telecomunicaciones, dentro de la esfera de su competencia, implemente el plan de resguardo de la infraestructura crítica de telecomunicaciones del país.


Artículo Transitorio.- Esta ley comenzará a regir 30 días después de su publicación. El reglamento será dictado por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones dentro de los 90 días siguientes a la entrada en vigencia de la misma.".

- - - - - - 


Acordado en sesión celebrada el día de hoy, 14 de julio de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señor Guido Girardi Lavín (Presidente), señora Ximena Rincón González (Jorge Pizarro Soto) y señores Carlos Cantero Ojeda, Francisco Chahuán Chahuán y Jovino Novoa Vásquez.


Sala de la Comisión, a 23 de julio de 2010.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida, Abogado Secretario

5

MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES NAVARRO Y QUINTANA, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE CONFIERE A LOS ABUELOS EL DERECHO A MANTENER UNA RELACIÓN DIRECTA Y REGULAR CON SUS NIETOS

(7076-07)

Honorable Senado:

1. El derecho a mantener una relación directa y regular con el menor no ha sido, al menos en nuestro país, objeto de estudio dogmático suficiente. Menos aún en lo que respecta a los abuelos, a pesar de lo importante que es en la formación del menor la relación con sus abuelos. Es de común ocurrencia en la práctica que las disputas judiciales sobre relación directa y regular, y también en los procesos de mediación, (muchas veces incluidos en temas de divorcio, alimentos, cuidado personal, etc.) se tienda a cerrar la discusión solo en torno a las pretensiones que los padres tienen en el tema olvidándose del "derecho" que tienen los ascendientes a relacionarse con su nieto o nieta de una manera normal, trascendiendo a los eventuales conflictos existentes entre los padres. De este modo, una pugna familiar en etapa de mediación o judicializado que se pronuncie sobre relación directa y regular, no visualiza la posición de los abuelos respecto a este conflicto, pagando, estos y los nietos, costos afectivos muy duros por no poder entablar y desarrollar una relación afectiva, ni poder recurrir a alguna vía institucional reclamando esta pretensión.

2. El derecho de visita o Régimen Comunicacional (Relación Directa y Regular) es una facultad que le asiste al padre o madre que no tenga el cuidado personal (Tuición) del hijo y consiste en mantener con él una relación directa y regular y la ejerce con la frecuencia y libertad acostumbrada o acordada entre los progenitores. A falta de acuerdo el progenitor no tutor debe iniciar proceso judicial a fin de que sea el tribunal de familia quien determine los días y horarios en que se llevará efectos las visitas. Es necesario precisar que la Relación Directa y Regular es un derecho del hijo, por lo cual y atendiendo a ello las partes deben procurar se cumpla sin que el menor sea judicializado o inculcado en contra del padre que no dispone del cuidado personal del menor.

3. En el Derecho Comparado, hace pocos años la Ley 42/2003, que ha modificado el Código Civil español, consagró explícitamente a los abuelos como sujetos activos del derecho de visitas, en efecto en el artículo 160 del CC Español se consagra el derecho de los abuelos a mantener relaciones personales con sus nietos, más aún la ley va más allá y extiende este derecho a otros parientes y allegados.

4. El padre o madre que no tenga el cuidado personal de su hijo tiene el derecho y el deber de mantener una relación continua, estable y directa con el menor, con el propósito de contribuir al correcto desarrollo emocional del niño o niña. En atención al mismo interés superior del menor consideramos importante el hecho de que los abuelos sean reconocidos por la normativa de familia como parte de relaciones directas y regulares con sus nietos, sin supeditación a visitas ejercidas por los padres del menor. Sin embargo, y no obstante la evidencia de estos hechos y circunstancias, nuestro Código Civil y también la Ley de Menores, no contemplan normas sobre el derecho de los abuelos a mantener una relación directa y regular con sus nietos. En efecto, el ordenamiento jurídico reconoce y recurre a los ascendientes de los menores en diversas instituciones, así en materia de matrimonio, el ascenso en determinados casos los ascendientes están llamados a prestarlo, en materia de alimentos, los ascendientes eventualmente deben responder por su pago, asimismo, pueden los ascendientes ser titular del cuidado personal de un menor. De lo anterior se colige que no existen argumentos para que impidan que un abuelo, no obstante las circunstancias especiales que rodeen al padre o madre de un menor, mantener una relación de afecto y cariño con su respectivo nieto.

Es importante recordar que Chile detenta una de las tasas de natalidad más bajas de la región, lo que redundará dentro de algunos años en que Chile se transforme en una sociedad con una gran población de adultos mayores, por lo tanto la relevancia que ha de cobrar el presente proyecto será capital para la sociedad y la familia chilena de cara al futuro. Dentro de este marco de ¡deas se circunscribe el proyecto de ley, hoy archivado, presentado por los ex senadores Núñez y Viera-Gallo, que bajo el número de boletín 3374-07, pretendía modificar el Artículo 229 del Código Civil, consagrando precisamente el derecho de los abuelos a visitas respecto de sus nietos.

5. Las únicas menciones a estos ascendientes en la legislación aludida, se refieren más bien a la obligación residual de éstos en materia de alimentos, operando en subsidio de la obligación parental.

Es decir, la legislación reconoce de un modo parcial la relación entre abuelos y nietos, limitándola exclusivamente a los asuntos de manutención del menor, tal como lo dispone el artículo 232 del Código Civil. De esta forma ocurre la paradoja que un abuelo puede estar obligado a otorgar alimentos a su nieto sin que le asista el derecho a tener una relación directa y regular. Sin embargo, la jurisprudencia de la Corte Suprema ha sentado un precedente importante al señalar en una sentencia del año 2006 que "En efecto, la ausencia de la madre crea la necesidad de establecer y promover vínculos entre la menor y su familia extensa, lo que implica facilitar los espacios para que se puedan desarrollar y consolidar las relaciones y afectos con sus abuelos maternos, que no sólo representan sus orígenes y, en ese sentido, son significativos en la construcción de la propia identidad de la menor, sino que constituirán su apoyo en el futuro, lo que le permitirá enfrentar la vida en mejores condiciones.

Por otra parte, el hecho de que el abuelo haya intervenido en una primera etapa de la crianza teniendo el cuidado de la menor entre el año y medio y cerca de los 4 años de edad permite prever que de impedirle mantener una relación fluida y regular con el mismo, sin que existan antecedentes ciertos que así lo justifiquen, es introducir una nueva pérdida en su desarrollo emocional, siendo, por el contrario, beneficioso que vuelva a ser recibida en el nuevo hogar constituido por su abuelo materno y pueda compartir, además, con quienes identifica como sus tíos, figuras cercanas en edad e intereses.

Que, un antecedente importante de considerar, en opinión de esta Corte, es que las declaraciones déla menor frente a la juez del Tercer Juzgado de Menores y ante la jueza del Segundo Juzgado de Familia (acompañada de la consejera técnica del tribunal), han generado en ambas una percepción coincidente, en el sentido de la conveniencia de mantener el vínculo con su abuelo, manifestando que no se advierte en la niña ninguna animadversión ni temor frente a su abuelo, sino por el contrario, que sólo expresa cuestiones gratas en cuanto a su relación.

Es la convicción que se ha generado también en estos jueces, al escuchar el audio proveniente del juzgado de familia, que da cuenta de una niña sana y extrovertida, con un desarrollo normal para s u edad, ubicada en el contexto y que muestra afecto por la figura del abuelo y su entorno.

Que así las cosas, y si bien esta Corte estima que la sentencia en alzada ha establecido un régimen razonable, que ha tomado en cuenta las circunstancias particulares del caso y velado porque la menor comparta también con su padre, en mérito de lo razonado precedentemente se considera beneficioso para el interés de la menor, introducir algunas modificaciones, tendientes, por una parte, a permitir que la menor cuente, efectivamente, con períodos algo más prolongados para compartir con su abuelo materno y su entorno familiar teniendo presente las actividades escolares de la menor, las exigencias profesionales del abuelo y las distancias entre los lugares que se debe trasladar y que participe de fechas y eventos significativos para ella y para su familia, y por otra, a establecer una progresividad en el desenvolvimiento del régimen comunicacional, con el objeto de que, en forma paulatina, éste pueda llegar a funcionar con normalidad, de mantenerse el curso normal de los acontecimientos.

Se tiene presente, además, el necesario espacio que ha de reservarse para que la menor desarrolle una relación con su padre, condicionada, por cierto, al efectivo interés que éste demuestre en ello y teniendo presente, además, que el régimen convenido por éste con la abuela materna, en la práctica y según las expresiones de la propia menor, pareciera haberse cumplido con una menor frecuencia de la que aparece en el acuerdo extrajudicial que se ha tenido a la vista.

En la especie, esta Corte estima que las expresiones negativas del padre sobre el abuelo materno, no alteran la percepción o el convencimiento de que la regulación de visitas en relación a este último, resulta conveniente para el desarrollo de la menor, atendido que no se ha acreditado en autos que tenga inhabilidad para mantener relación con su nieta, la buena disposición que ha mostrado la menor para con su abuelo cada vez que ha sido oída por el juez y en particular ante la juez de familia, por ser esta audiencia la más reciente las diversas acciones judiciales emprendidas por el actor para estar cerca de su nieta, las que, sin perjuicio de las interpretaciones que pueda darle la demandada, revelan su interés por la menor; y el derecho a la identidad de ésta que, en definitiva, se debiera ver fortalecido en la medida que la menor pueda relacionarse y desarrollar lazos tanto con su padre, como con sus abuelos y demás parientes cercanos. Se pondera, además, la circunstancia de que no sea el padre quien tiene a su cuidado la menor.

Con el propósito de terminar con esta situación abiertamente injusta y teniendo presente también el interés superior, del menor, en orden a que la mantención de relaciones regulares y directas con los abuelos contribuirían positivamente al mantenimiento y acrecentamiento de los lazos familiares y al desarrollo afectivo y socialización del menor, es necesario contemplar en nuestro ordenamiento legal, sendas disposiciones que permitan y garanticen a estos ascendientes el derecho a visitar a sus nietos, incluso cuando los padres de éste no mantengan relaciones de convivencia.

6. Actualmente se tramita en este congreso un importantísimo proyecto de ley que introduce modificaciones al Código Civil y a otros cuerpos legales, con el objeto de proteger la integridad del menor en caso de que sus padres vivan separados Boletín Nº 5.917-18, sin embargo las normas allí contenidas tampoco se refieren a la necesaria relación directa y regular que debe existir entre los ascendientes y sus respectivos nietos.

Más aún el Decreto Nº 830 de 1990 que ratifica y reconoce por parte del Estado de Chile la Convención sobre Derechos del Niño y la Infancia establece el desarrollo de los hijos y obliga al estado a tomar medidas para apoyar a los padres en su tarea de orientación, promoción del desarrollo y cuidado de los niños y niñas. La familia chilena ha experimentado cambios en los últimos 15 años: aumentó el número de hogares en un 26% entre 1992 y 2002, en el mismo período disminuyeron los matrimonios (de un 67% a 58%) y aumentaron las convivencias (de un 6% a 10%). Hoy, la mitad de los niños nacen fuera de una relación matrimonial. Y es en razón de este cambio de la estructura familiar y de sus nuevas dinámicas, que se torna de imperiosa necesidad legislar al respecto, facilitando las relaciones familiares, sin perjuicio de diferencias coyunturales existente entre los padres de un menor.

7. La ley 19.711 que modifica la ley 16.618 y que regula el derecho a visita a los hijos sometidos a la tuición de uno de los padres, establece en el inciso final del artículo 48 que "El juez, luego de oír a los padres y a la persona que tengo el cuidado personal del menor, podrá conferir derecho a visitarlo a los parientes que individualice, en la forma y condiciones que determine, cuando parezca de manifiesto la conveniencia para el menor; y podrá, asimismo, suprimirlo o restringirlo cuando pudiera perjudicar su bienestar." Esta norma eventualmente permitiría a los abuelos visitar a su nieto, pero los requisitos son demasiado exigentes, así queda al arbitrio del juez determinar cuando la visita sea "manifiestamente conveniente para el menor."

8. El proyecto busca consagrar el expresamente el derecho de los menores a mantener una relación directa y regular con sus ascendientes como una manera de cultivar los lazos filiativos que en definitiva que estructuran la familia. Asimismo, busca evitar situaciones injustas en que los padres que detentan el cuidado personal, buscan desarraigar a un menor de edad desvinculando a un menor de cualquier contacto con la familia del padre que no detenta el cuidado personal.

Proyecto de Ley

Artículo Único: Agréguese el siguiente artículo 48 ter la ley 16.618 (modificada por la ley 19.711) sobre Menores:

"Los abuelos tendrán el derecho a mantener una relación directa y regular con sus respectivos nietos que deberá ejercerse coordinadamente con el de los padres, en especial con el o los de aquel que no tenga a su cargo el cuidado del menor.

Los padres no podrán oponerse al ejercicio de este derecho a pretexto de incompatibilidad con las facultades que, como titulares del cuidado personal detentan, sino solamente alegando y demostrando la existencia de una justa causa que demuestren su inconveniencia.

En caso de oposición, el juez, a petición del menor, o de sus abuelos, resolverá de inmediato atendidas las circunstancias. Especialmente deberá asegurar que las medidas que se puedan fijar para favorecer las relaciones entre abuelos y nietos, no faculten la infracción de las resoluciones judiciales que restrinjan o suspendan las relaciones de los menores con alguno de sus progenitores.

El derecho indicado en el inciso anterior, podrá ser, de oficio o a petición de los padres o del menor, regulado, restringido o suspendido por el juez, cuando, atendiendo al interés superior del menor, manifiestamente perjudiquen su bienestar".
(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- 
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES ALLENDE (DOÑA ISABEL), ESCALONA, LETELIER Y MUÑOZ ABURTO, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE DEFINE LOS ACTOS DESHONROSOS PARA LA DIGNIDAD MILITAR

(7081-02)

Honorable Senado:

1. Fundamentos.- El Código de Justicia militar, es una regulación que no ha sido objeto de un estudio dogmático, pues, la literatura jurídica sobre la jurisdicción militar en Chile, no es profusa, lo que es un contrasentido si tenemos presente que en las últimas décadas resultó fortalecida en su poder decisorio.

Es en este contexto, que la regulación referida a los Tribunales de Honor, establece en su Art. 203 que "si algún Oficial, de cualquiera jerarquía que sea, cometiere un acto deshonroso para sí o para la unidad, cuerpo o repartición en que sirva, podrá ser sometido a un Tribunal de Honor para que juzgue si puede continuar en el servicio". Si bien de acuerdo al Art. 217 del Código de Justicia Militar, se entiende como una pena accesoria, no puede desatenderse su naturaleza de sanción administrativa para los efectos de la disposición comentada, aunque también aplicable al derecho penal militar dada su naturaleza de carácter permanente e imprescriptible.

Atendida la naturaleza imprecisa, y teniendo presente los graves delitos en que se han visto involucrados diversos miembros de la Fuerzas Armadas, por graves violaciones a los derechos humanos, que han sido ratificados por diversas sentencias firmes de los Tribunales de Justicia se hace necesaria una revisión en esta materia.

2. Historia legislativa .- El Código de Justicia Militar tiene origen legislativo en el año 1925, mediante el Decreto ley Nº 63 del 23 de diciembre de 1925, y no ha sido hasta el momento objeto de transformaciones estructurales, así lo demuestra, que con posterioridad a su vigencia, se han dictado sucesivas leyes modificativas, entre las cuales destaca; la ley Nº 5.341, sobre implicancia y recusación de los auditores del ejército; la ley Nº 16.639, que introdujo reformas al procedimiento penal de tiempo de paz y amplió los derechos procésales de los inculpados y las víctimas; y la ley Nº 17.266, con importantes modificaciones al Código Penal y Código de Justicia Militar relativo a la pena de muerte, entre otras modificaciones. No obstante, el golpe militar de 1973 ha contribuido a una alarmante ampliación del fuero militar, pues se dictaron numerosos decretos leyes que entregaron al conocimiento de los Tribunales Militares, delitos contenidos en leyes especiales, ampliando de esta forma su ámbito de competencia, cabe mencionar los decretos ley Nº 77, que declara ilícito los partidos políticos que señala, el decreto ley Nº 81 que castiga la desobediencia a los llamamientos públicos del gobierno; decreto ley Nº 604 sobre prohibición de ingreso al territorio nacional de ciertas personas, entre obras modificaciones a la ley de control de armas y la ley de seguridad del Estado, entre otras reformas de fondo y al procedimiento. Curiosamente una reforma adecuada en materia de los delitos militares propiamente tales y otras contravenciones administrativas no han sido objeto de un tratamiento sistemático.

3. Derecho Comparado. Las diferencias señaladas en el párrafo primero, se aprecian en el orden comparado, así lo demuestra el Código de Justicia Militar Argentino, que en su Art. 470, dispone que "la pena de degradación consiste en la declaración formal de que el delincuente es indigno de llevar armas y vestir el uniforme de los militares de la República”. Como consecuencia de lo anterior, la degradación produce en primer término la destitución del degradado, como una sanción administrativa, pero que en este ámbito pasa al derecho penal militar.

4. Ideas Matrices. Tal como se desprende de lo anterior, es necesario revisar el precepto relativo a los Tribunales de Honor especificando expresamente que constituyen actos deshonrosos para la dignidad militar, la condena por sentencia firme, en calidad de autores, cómplices o encubridores por crímenes y simples delitos que constituyen crímenes de lesa humanidad y de guerra contemplados en las normas imperativas de ius cogens, en el derecho consuetudinario internacional y en los tratados internacionales. Adicionalmente tales conductas se sancionan administrativamente con la degradación. Por su parte, lo dispuesto en el Decreto Supremo Nº 2.076, de 27 de octubre de 1947, deberá ajustarse a las presentes modificaciones.

Es sobre la base de estos antecedentes que vengo en proponer el siguiente:

Art. Único.- Agréguese un nuevo artículo 92 bis en el Código de Justicia Militar del siguiente tenor:

"Para los efectos de este título se entiende que constituye un acto deshonrosos para la dignidad militar, la condena por sentencia firme, en calidad de autores, cómplices o encubridores por crímenes y simples delitos que constituyen crímenes de lesa humanidad y de guerra contemplados en las normas imperativas de ius cogens, en el derecho consuetudinario internacional y en los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentran vigentes. Todo aquél oficial en servicio activo o en retiro que sea condenado de acuerdo a lo expuesto en este artículo, perderá de pleno derecho los honores y demás beneficios a que tuviere derecho”.
(Fdo.): Isabel Allende Bussi, Senadora.- Camilo Escalona Medina, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.- 
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES BIANCHI, PÉREZ (DOÑA LILY), ALLAMAND, CANTERO, CHADWICK, CHAHUÁN, GÓMEZ, PÉREZ VARELA Y PROKURICA, CON ELQUE SOLICITAN AUMENTAR EL AGUINALDO DE FIESTAS PATRIAS PARA PENSIONADOS QUE INDICA

(S 1270-12)

Honorable Senado:

La ley número 20.403 concedió en su artículo 21 por una sola vez, a los pensionados del Instituto de Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la 16 .744 que tengan algunas de estas calidades al 31 de agosto del año 2010, un aguinaldo de Fiestas Patrias para el año 2010, de $13.407 pesos.

Este aguinaldo se incrementa en $6.903.- por cada persona que, a la misma fecha, tenga acreditada como causante de asignación familiar o maternal, aún cuando no perciban dichos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1° de la ley Nº 18.987.

El mismo aguinaldo, con el incremento que corresponda, fue concedido a quienes al 3 1 de agosto del año 2010 tengan la calidad de beneficiarios de las pensiones básicas solidarias; de la ley Nº 19.123; del artículo 1° de la ley Nº 19.992; del decreto ley Nº 3.500, de 1980, y que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal; del referido decreto ley que se encuentren percibiendo un aporte previsional solidario; de las indemnizaciones del artículo 11 de la ley Nº 19.129, y del subsidio para las personas con discapacidad mental a que se refiere el artículo 35 de la ley Nº 20.255.

Por otra parte, la ley número 20.403 estableció que estos aguinaldos serían de cargo del Fisco y, respecto de los pensionados del Instituto de Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº 16.744, de cargo de la institución o mutualidad correspondiente.

Sin embargo, el Ministro de Hacienda debe disponer la entrega a dichas entidades de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pudieren financiarlos en todo o en parte, con sus recursos o excedentes.

Sobre la entrega de este aguinaldo, que beneficia a un importante sector de nuestra población adulta mayor, creemos que es de toda justicia y necesidad que por cumplirse el año 2010 un Bicentenario de vida Republicana Independiente, el Estado reconozca a este sector con un aumento de un 100 por ciento del monto de este aguinaldo.

Con esto se otorgaría un justo reconocimiento y premio a un sector de nuestra población que sin duda ha entregado muchos años de su vida a engrandecer y enriquecer a Chile.

Además, con este gesto el Estado de Chile, compensaría de alguna forma el enorme daño previsional que muchos de estos jubilados han experimentado en sus pensiones por culpa de una mala Administración que el Estado ha hecho de sus ahorros previsionales

Por las razones anteriores es que venimos en presentar el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

Solicita a S.E. Presidente de la República don Sebastián Piñera Echenique, el envío, a la brevedad, de un proyecto de ley que modifique el artículo 21 de la ley 20.403, aumentando en un 100 por ciento el aguinaldo de fiestas patrias otorgado a los pensionados señalados en dicha ley.

(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Andrés Allamand Zavala, Senador.- Carlos Cantero Ojeda, Senador.- Andrés Chadwick Piñera, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Víctor Pérez Varela, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- 
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES NAVARRO, QUINTANA Y TUMA, CON EL QUE PIDEN LA RATIFICACIÓN DEL CONVENIO Nº 183, DE LA OIT, SOBRE PROTECCIÓN DE LA MATERNIDAD

(S 1271-12)

Honorable Senado:

1. Que la 88a reunión de la Conferencia General de la OIT desarrollada en Ginebra el 30 de mayo de 2000, revisó el Convenio sobre la Protección de la Maternidad (1952), a fin de seguir promoviendo, cada vez más, la igualdad de todas las mujeres integrantes de la fuerza de trabajo y la salud y la seguridad de la madre y el niño, y a fin de reconocer la diversidad del desarrollo económico y social de los Estados Miembros, así como la diversidad de las empresas y la evolución de la protección de la maternidad en la legislación y la práctica nacionales.

2. Que en ese proceso fueron considerados además otros instrumentos internacionales como: la Declaración Universal de DDHH (1948), la Convención de la ONU sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer (1979), la Convención de la ONU sobre los Derechos del Niño (1989), la Declaración de Beijing (1995), la Declaración de la OIT sobre la Igualdad de Oportunidades y de Trato para las Trabajadoras (1975), la Declaración de la OIT relativa a los Principios y Derechos Fundamentales en el Trabajo (1998), así como convenios y recomendaciones internacionales destinados a garantizar igualdad de oportunidades y de trato para trabajadores y trabajadoras, como el Convenio sobre los Trabajadores con Responsabilidades Familiares (1981).

3. Que teniendo en cuenta la situación de las mujeres trabajadoras y la necesidad de brindar protección al embarazo, como responsabilidad compartida de Gobierno y sociedad, adoptó, con fecha 15 de junio del citado año, el Convenio 183 sobre la Protección de la Maternidad (2000), el que entró en vigencia el 7 de febrero de 2002. Hasta la fecha, ha sido ratificado por: Albania (2004); Austria (2004); Bielorrusia (2004); Bélice (2005); Bulgaria (2001); Chipre (2005); Cuba (2004); Eslovaquia (2000); Eslovenia (2010); Hungría (2003); Italia (2001); Letonia (2009); Lituania (2003); Luxemburgo (2008); Malí (2008); Moldavia (2006); Holanda (2009) y Rumania (2002).

4. Que para el Convenio 183 de la OIT el término mujer se aplica a toda persona de sexo femenino, sin ninguna discriminación, y el término hijo a todo hijo, sin ninguna discriminación.

5. Que asimismo, establece que todo país, previa consulta con las organizaciones representativas de empleadores y de trabajadores, deberá adoptar medidas para garantizar que no se obligue a las mujeres embarazadas o lactantes a desempeñar un trabajo que haya sido determinado por la autoridad competente como perjudicial para su salud o la de su hijo, o respecto del cual se haya establecido que conlleva un riesgo significativo para la salud de la madre o del hijo.

6. Que el Convenio 183 señala que toda mujer tendrá derecho, mediante presentación de un certificado, en el que se indique la fecha presunta del parto, a una licencia de maternidad de una duración de al menos 14 semanas. Teniendo en cuenta la necesidad de proteger la salud de la madre y del hijo, la licencia incluirá un período de 6 semanas de licencia obligatoria posterior al parto. El período prenatal de la licencia deberá ser por un período equivalente al transcurrido entre la fecha presunta del parto y la fecha en que el parto tiene lugar efectivamente, sin reducir la duración de cualquier período de licencia obligatoria después del parto.

7. Que el Convenio 183 establece que se deberán proporcionar prestaciones pecuniarias, de conformidad con la legislación nacional, a toda mujer que esté ausente del trabajo en virtud de la licencia. Las prestaciones pecuniarias deberán establecerse en una cuantía que garantice a la mujer y a su hijo condiciones de salud apropiadas y un nivel de vida adecuado. Cuando la legislación o las prácticas nacionales prevean que las prestaciones pecuniarias proporcionadas en virtud de la licencia deban fijarse con base en las ganancias anteriores, el monto de esas prestaciones no deberá ser inferior a dos tercios de las ganancias anteriores de la mujer que las ganancias que se tomen en cuenta para calcular las prestaciones, y cuando una mujer no reúna las condiciones exigidas para tener derecho a las prestaciones pecuniarias, tendrá derecho a percibir prestaciones adecuadas con cargo a los fondos de asistencia social, siempre que cumpla las condiciones de recursos exigidas para su percepción.

8. Que el Convenio establece que se deberán proporcionar prestaciones médicas a la madre y a su hijo, las que deberán comprender la asistencia prenatal, la asistencia durante el parto y la asistencia después del parto, así como la hospitalización cuando sea necesario.

9. Que el Convenio 183 señala que con el objeto de proteger la situación de las mujeres en el mercado de trabajo, las prestaciones relativas a la licencia deberán financiarse mediante un seguro social obligatorio o con cargo a fondos públicos.

10. Que el citado instrumento prohíbe al empleador despedir a una mujer que esté embarazada, o durante la licencia, o después de haberse reintegrado al trabajo durante un período que ha de determinarse en la legislación nacional, excepto por motivos que no estén relacionados con el embarazo, el nacimiento del hijo y sus consecuencias o la lactancia. La carga de la prueba de que los motivos del despido no están relacionados con el embarazo o el nacimiento del hijo y sus consecuencias o la lactancia incumbirá al empleador.

11. Que el Convenio garantiza a la mujer el derecho a retornar al mismo puesto de trabajo o a un puesto equivalente con la misma remuneración, al término de la licencia de maternidad.

12. Que el Convenio 183 establece que todo Estado Miembro debe adoptar medidas para garantizar que la maternidad no constituya causa de discriminación en el empleo, con inclusión del acceso al empleo. Tales medidas incluyen la prohibición de que se exija a una mujer que solicita un empleo que se someta a un examen para comprobar si está o no embarazada o bien que presente un certificado de dicho examen, excepto cuando esté previsto en la legislación nacional respecto de trabajos que estén prohibidos total o parcialmente para las mujeres embarazadas o lactantes, o puedan presentar un riesgo reconocido o significativo para la salud de la mujer y del hijo.

13. Que el instrumento de la OIT ratifica que la mujer tiene derecho a una o varias interrupciones por día o a una reducción diaria del tiempo de trabajo para la lactancia de su hijo, las que serán fijadas por la legislación nacional y deben contabilizarse como tiempo de trabajo y remunerarse en consecuencia.

14. Que según el Convenio todo Estado Miembro debe examinar periódicamente, en consulta con las organizaciones representativas de empleadores y de trabajadores, la pertinencia de extender la duración de la licencia de maternidad o de aumentar el monto o la tasa de las prestaciones pecuniarias.

El Senado acuerda:

Solicitar al Sr. Presidente de la República, Sebastián Piñera, pueda instruir tanto a la Sra. Ministra del Trabajo, como al Ministro de Relaciones Exteriores y a la Ministra del Sernam para que inicien, a la mayor brevedad posible, el proceso tendiente a la ratificación por parte de nuestro país del Convenio 183 de la OIT sobre la Protección de la Maternidad.
(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- Eugenio Tuma Zedán, Senador.- 
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES NAVARRO, MUÑOZ ABURTO Y QUINTANA, SOBRE INCLUSIÓN DE PRINCIPIOS Y NORMAS DE DERECHO INTERNACIONAL EN LA POLÍTICA DE CONSERVACIÓN Y MANEJO DE RECURSOS HÍDRICOS

(S 1272-12)

Honorable Senado:

1. Que el Día Mundial del Agua se originó en la Conferencia de la ONU para el Medio Ambiente y el Desarrollo realizada en Argentina en 1992, después de lo cual la Asamblea General de la ONU adoptó, el 22 de febrero de 1993, la resolución por la que el 22 de marzo de cada año, se celebra el Día Mundial del Agua. A partir de entonces se invita a los países a realizar actividades relacionadas con la conservación y el desarrollo de los recursos hídricos, apelando a la puesta en práctica de las-recomendaciones contenidas en el Capítulo 18 (Recursos de Agua Dulce) de la Agenda 21.

2. Que la ONU dedica el Día Mundial del Agua 2010 a la calidad del agua con el objeto de demostrar que en la gestión de los recursos hídricos la calidad de ese recurso es tan importante como la cantidad. Tiene por objeto, además, fomentar la toma de conciencia sobre la conservación de ecosistemas sanos, abordando los crecientes desafíos sobre la calidad del agua que se plantean a la gestión de ese recurso, dando mayor realce al tema de la calidad del agua exhortando a gobiernos, organizaciones, comunidades y personas en todo el mundo a que adopten medidas en relación con ese tema y realicen actividades de prevención, limpieza y rehabilitación, entre otras.

3. Que con ocasión del Día Mundial del Agua, la Directora General de la UNESCO, Irina Bokova, destacó la importancia de la calidad del agua para el futuro del ser humano, señalando que un agua limpia y una sanidad adecuada son necesidades básicas para las próximas generaciones. Bokova pidió a la comunidad internacional intensificar la investigación científica para proteger las aguas superficiales y los sistemas subterráneos y garantizar una mejor gestión de los recursos hídricos. Según la UNESCO, unos 884 millones de personas, en su mayoría de África, no tienen acceso al agua potable y 1,5 millones de niños menores de 5 años mueren cada año por enfermedades infecciosas transmitidas a través del agua.

4. Que el agua contaminada o en mal estado produce más muertes que todas las formas de violencia, incluyendo la guerra, aseveró el Secretario General de la ONU, Ban Ki-Moon, coincidiendo con el Día Mundial del Agua. "Estas muertes son una afrenta para la humanidad y minan los esfuerzos de muchos países para llegar a su desarrollo potencial", añadió. "Día tras día vertimos millones de toneladas de aguas residuales y de desechos industriales y agrícolas en los sistemas de agua mundiales", afirmó, antes de señalar que el agua potable escasea y será todavía más escasa como resultado del cambio climático. Ban puso de relieve que el mundo dispone de conocimientos científicos suficientes para administrar mejor los recursos naturales.

5. Que en marzo de 2008, el Consejo de DDHH de la ONU, en su resolución 7/22, decidió nombrar a un Experto independiente sobre la cuestión de las obligaciones de DDHH relacionadas con el acceso al agua potable y el saneamiento. En septiembre de 2008, el Consejo nombró a la abogada y académica portuguesa Catarina de Albuquerque, por un período de tres años. Parte de su mandato considera entablar un diálogo con los gobiernos, los órganos competentes de la ONU, el sector privado, las autoridades locales, las instituciones nacionales de DDHH, las organizaciones de la sociedad civil y las instituciones académicas para identificar y promover las prácticas idóneas relacionadas con el acceso al agua potable y el saneamiento y, a ese respecto, preparar un compendio de las mejores prácticas y realizar un estudio, para establecer con más precisión el contenido de las obligaciones de DDHH en ese ámbito.

6. Que como parte del proceso de consulta, la Oficina del Alto Comisionado para los DDHH solicitó a las diversas partes interesadas el envío de comunicaciones por escrito. Se recibieron más de 90 respuestas de Estados, organizaciones intergubernamentales, gobiernos locales, instituciones nacionales de DDHH, ONGs, el sector empresarial, universidades y particulares. Estas contribuciones incluyen las respuestas al cuestionario de la Oficina junto con publicaciones, artículos y libros. La Oficina también organizó una reunión de consulta en mayo de 2007 que se centró en el alcance y el contenido de las obligaciones de DDHH para proporcionar acceso seguro al agua potable y el saneamiento.

7. Que el Comentario General sobre el Derecho al Agua, de noviembre de 2002, adoptado por el Pacto sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales (CESCR) marca un hito al reconocer de forma explícita el agua como un derecho humano fundamental. Así, los 145 países que ratificaron el CESCR International están obligados a asegurar progresivamente que todos tengan acceso al agua potable. El Comentario General señala que: "el derecho humano al agua otorga derecho a todos a contar con agua suficiente, a precio asequible, físicamente accesible, segura y de calidad aceptable para usos personales y domésticos" y solicita a los gobiernos adoptar estrategias que les permitan "actuar deforma más expedita y eficaz para hacer realidad el derecho al agua".

8. Que antes de la adopción del Comentario General, el derecho al agua había sido reconocido más o menos implícitamente en el Comentario General sobre el Derecho a la Salud (2000), en la Convención sobre los Derechos del Niño (1989) y en la Convención sobre Eliminación de Toda Forma de Discriminación contra la Mujer (1979).

9. Que el Presidente de Solivia, Evo Morales, anunció que su Gobierno propondrá a la ONU una Declaración para que el acceso al agua potable y el saneamiento básico sean considerados un derecho humano universal. Con motivo del Día Mundial del Agua, Morales instó a los Estados y al sistema de Naciones Unidas a promover el respeto al derecho al agua e impulsar progresivas medidas nacionales e internacionales para su aplicación efectiva. "El agua es esencial para la vida y para la humanidad en su conjunto: no puede haber vida sin agua y sin vida no existen los derechos humanos ni existe el derecho de la Madre Tierra", manifestó.

10. Que en los últimos años parlamentarios chilenos de diversos sectores políticos han presentado mociones legislativas tendientes a garantizar un consumo mínimo vital de agua potable, así como para establecer que se requiera una autorización judicial previa para cortar agua, que se amplíe el plazo que debe otorgar una empresa antes de enviar el aviso de corte y legislar para que las empresas acepten pagos parciales de las cuentas, por cierto hasta un punto razonable.

El Senado acuerda:

1. Solicitar al Sr. Presidente de la República, tenga a bien instruir a los Ministros de Relaciones Exteriores, Educación, Obras Públicas y de Medio Ambiente para que incorporen en las definiciones de sus políticas ligadas al manejo y conservación de los recursos hídricos, en el proceso de enseñanza-aprendizaje de los niños y jóvenes, así como en la participación en foros internacionales, todas aquellas recomendaciones de la ONU y sus organismos, así como los compromisos internacionales suscritos por Chile en esta materia.

2. Mandatar a las Comisiones de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales para que en el marco de sus sesiones ordinarias, incorporen la temática asociada al creciente debate instalado en la comunidad científica, sanitaria y política internacional respecto de avanzar hacia legislaciones y prácticas que establezcan el acceso al agua potable como un derecho humano.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- 
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES RINCÓN (DOÑA XIMENA), ALVEAR (DOÑA SOLEDAD), FREI (DON EDUARDO), LAGOS, QUINTANA Y WALKER (DON PATRICIO), REFERIDO A PRÓRROGA DE PLAZO DE POSTULACIÓN DE DAMNIFICADOS DEL TERREMOTO A SUBSIDIOS DEL PROGRAMA ESPECIAL DE RECONSTRUCCIÓN Y A MODIFICACIÓN DE EXIGENCIA DE ACREDITACIÓN DE PROPIEDAD 

(S 1273-12)

Honorable Senado:

CONSIDERANDO:

1.- Que el terremoto que azoló a nuestro país el 27 de Febrero recién pasado provocó daños de tal magnitud que luego de varios meses de ocurrido el episodio todavía no se supera la emergencia. 

2.- Que cifras oficiales estiman en más de 800 mil damnificados, y que más de 200 mil viviendas resultaron destruidas o gravemente dañadas producto del sismo. Para responder a las exigencias producidas por el sismo el Ministerio de Vivienda y Urbanismo (MINVU) con fecha 9 de Abril inició el llamado a postulación al primer llamado extraordinario 2010 del sistema de subsidio habitacional destinado a la atención de los damnificados de las regiones declaradas zona de catástrofe el cual se materializó mediante la dictación de la resolución exenta N° 2185. 

3.- Que el MINVU estableció que para postular a dicho beneficio los damnificados deben inscribirse en la Ficha de Registro de damnificados extendida por la Municipalidad respectiva e ingresada en el sistema computacional del MINVU, señalando como fecha límite de inscripción en el registro de damnificados el 30 de Julio del presente. A esto se le debe sumar el certificado de inhabitabilidad de la propiedad emitida por la Dirección de Obras Municipales (DOM) respectiva, siendo ambos trámites indispensables para postular a los subsidios que van en ayuda de los damnificados.

4.- Que hasta el día de hoy existe un considerable número de personas que aún no se ha inscrito en el registro de damnificados de su municipio, no ha sido encuestado y no cuenta con el certificado de inhabitabilidad de su propiedad otorgado por la DOM, esto debido a que muchos municipios no cuentan con los recursos técnicos ni humanos necesarios para lograr la inscripción de todos los damnificados, ni el otorgamiento de los certificados respectivos. En la Región del Maule cerca de un 20% de los damnificados aún no realiza este trámite.

5.- Que parece razonable extender el plazo de postulación de los damnificados más allá del 30 de Julio, con el objeto que los damnificados puedan tener el tiempo necesario para realizar de mejor manera los trámites que son esenciales para poder ser beneficiario del subsidio habitacional, más aún tomando en consideración las malas condiciones climáticas y lo que ello significa en sectores rurales de nuestro país.

6.- Que de acuerdo a lo señalado en la resolución exenta N° 2185 del 09 de Abril de 2010 resolución N° 6 tercer párrafo, para postular dichos subsidios la calidad de propietario del inmueble se acreditará con copia de la inscripción de dominio en el Conservador de Bienes Raíces respectivo, practicada antes del 27 de febrero de 2010, a nombre del afectado o de su cónyuge, o de ambos cónyuges en comunidad, o de la comunidad integrada por el cónyuge sobreviviente y sus hijos menores, con certificado de vigencia. 
Esta exigencia de acreditar dominio mediante certificado de vigencia anterior al 27 de Febrero está produciendo graves problemas a aquellos damnificados que han ocupado toda su vida por mera voluntad del dueño, o en sucesión y que están siendo en proceso de regularización de sus propiedades, los cuales, no podrán acceder al  subsidio porque la fecha de este trámite es posterior a la que exige el Gobierno y que no considera la realidad que se vive en las zonas más devastadas por el terremoto y tsunami.
7.- Que creemos necesario flexibilizar este requisito, permitiendo a los damnificados acceder al subsidio una vez que tengan regularizada la situación de dominio de su propiedad, y no hacer depender dicha postulación del hecho de tener regularizada su propiedad antes del 27 de Febrero.

Por tanto, los Senadores que suscriben, vienen en presentar el siguiente:
PROYECTO DE ACUERDO

El Senado de la República acuerda lo siguiente:
Solicitar al Presidente de la República:
1.- Que en uso de sus atribuciones constitucionales y legales, y teniendo en consideración la gran cantidad de damnificados que aún no se ha inscrito en el Registro de Damnificados del MINVU, se prorrogue el plazo de inscripción de damnificados para postular al subsidio habitacional destinado a la atención de los damnificados de las regiones declaradas zona de catástrofe y que vence el 30 de Julio del presente.

2.- Que se modifique el requisito para postular a los subsidios para damnificados el tener la calidad de propietario del inmueble con inscripción de dominio en el Conservador de Bienes Raíces practicada antes del 27 de febrero de 2010, permitiendo que los damnificados puedan postular al subsidio una vez regularizada la situación de dominio de su propiedad, independiente de la fecha de regularización de su propiedad. 

(Fdo.): Ximena Rincón González, Senadora.- Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.- Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.- 
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